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DATOS BÁSICOS DE LA MONOGRAFÍA 
 
TITULO: LA CALIFICACION INTEGRAL Y LA PENSION DE INVALIDEZ CON DOBLE 
ORIGEN EN EL ORDENAMIENTO LEGAL COLOMBIANO  
 
RESUMEN: La calificación de la invalidez es un derecho que tienen las personas a ser 
valoradas y a que se les determine su condición de salud frente a las secuelas que son 
concurrentes por afectaciones tanto de origen común como laboral, en el sentido de 
establecer si existe una perdida en el individuo superior o dentro del rango de la invalidez 
y así buscar el amparo o cubrimiento de las prestaciones en el sistema de la seguridad 
social integral y más exactamente para lograr una pensión de invalidez que cubra un 
ingreso económico para el afectado y su familia, ante la imposibilidad de realizar 
actividades laborales o productivas. La síntesis del desarrollo y análisis de este trabajo se 
enfoca en establecer la insuficiencia normativa en cuanto a la calificación integral, a 
determinar el origen de la invalidez cuando hay concurrencia de contingencias, así como 
a no existir dentro de nuestro ordenamiento la pensión de invalidez compartida o mixta 
en el sistema pensional y de riesgos laborales y a ubicar los precedentes 
jurisprudenciales que establecen la obligación de dicha valoración cuando se aprecie que 
la persona se encuentra con una pérdida de capacidad laboral que la coloque en el 
rango de la invalidez, así como a que se le determine un solo origen de acuerdo a la 
ocurrencia o peso porcentual de la perdida y el derecho al reconocimiento de la pensión 
de invalidez, para que sirvan de guía en la aplicación o reconocimiento del derecho, no 
sin antes hacer un análisis de los criterios que se han gestado en las diferentes 
sentencias y la interpretación de los mismos. 
 
 
PALABRAS CLAVES: Valoración del daño corporal – Condición de Invalidez – Secuelas 
concurrentes – Calificación integral – Baremos o tablas de calificación - Pensión de 
invalidez. 
 
TITLE: THE INTEGRAL QUALIFICATION AND THE DISABILITY PENSION WITH 
DOUBLE ORIGIN IN THE COLOMBIAN LEGAL ORDER 
 
ABSTRACT: The rating of disability is a right of people to be valued and to determine their 
health status facing the aftermath that is present due to the effects of both common and 
labor origin, in the sense of establishing whether there is a loss within the range of 
disability or superior and thus seeking protection or the coverage of benefits in the social 
security system; more precisely integrated to achieve a disability pension, covering an 
income for the individual and his family, due to the inability to perform labor or productive 
activities. The synthesis of the development and analysis of this work focuses on 
establishing regulatory failure regarding the integral rating, the determination of the origin 
of the disability when there is concurrence of contingencies, as well as the absence of the 
mixed or shared disability pension in our pension and labor risk system and locate 
jurisprudential precedents that establish the obligation of that assessment when it appears 
that the person is at loss of labor capacity, placing that person in the range of disability, as 
well as to find a single origin according to its occurrence or the percentage weight of the 
loss and the right to the recognition of the invalidity pension, to serve as a guide in the 
application or recognition of the right, but not before making an analysis of the criteria that 
have been developed in different judgments and the interpretation of it. 
 
KEY WORDS: Rating bodily harm - Disability Status - Concurrent aftermath -  integral 
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ACCIDENTE DE TRABAJO: Todo suceso repentino que sobrevenga por causa o 
con ocasión del trabajo, y que produzca en el trabajador una lesión orgánica, una 
perturbación funcional o psíquica, una invalidez o la muerte.  
 
Es también accidente de trabajo aquel que se produce durante la ejecución de 
órdenes del empleador, o contratante durante la ejecución de una labor bajo sus 
autoridad, aun fuera del lugar y horas de trabajo. Igualmente se considera 
accidente de trabajo el que se produzca durante el traslado de los trabajadores o 
contratistas desde su residencia a los lugares de trabajo o viceversa, cuando el 
transporte lo suministre el empleador. 
 
También se considera accidente de trabajo el ocurrido durante el ejercicio de la 
función sindical aunque el trabajador se encuentre en permiso sindical siempre 
que el accidente se produzca en cumplimiento de dicha función. 
 
De igual forma se considera accidente de trabajo el que se produzca por la 
ejecución de actividades recreativas, deportivas o culturales, cuando se actué por 
cuenta o en representación del empleador o de la empresa usuaria cuando se 
trate de trabajadores de empresas de servicios temporales que se encuentre en 
misión. 
 
ACCION JUDICIAL: Acción ante la jurisdicción ordinaria o especial para buscar 
resolver un litigio o reclamar un derecho.  
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 ACCION DE TUTELA: Acción de protección, de consagración constitucional y 
desarrollo legal,  de los derechos fundamentales y conexos,  para evitar su 
vulneración o buscar su protección judicial frente a las autoridades o a los 
particulares en algunos casos  
 
AFILIADO: Persona vinculada al sistema de seguridad social integral como 
aportante en salud, pensiones y riesgos profesionales 
 
CALIFICACION INTEGRAL: Es la valoración que se hace del individuo que por 
contingencias sean comunes o profesionales o las anteriores en forma conjunta y 
que arrojan una pérdida de capacidad laboral que está en el rango de invalidez 
 
CAPACIDAD LABORAL: Se entiende por capacidad laboral del individuo el 
conjunto de las habilidades, destrezas, aptitudes y/o potencialidades de orden 
físico, mental y social, que le permiten desempeñarse en un trabajo habitual 
 
CAUSALIDAD: Es la relación causa efecto que se determina en las contingencias 
que le ocurren al individuo para establecer el origen y que en materia de 
enfermedades se basa en la probabilística frente a los factores de riesgo a los que 
se encuentra expuesta una persona. 
 
DICTAMEN: Es el documento contentivo de la valoración del individuo en el cual 
se determina el origen de la contingencia, pérdida de capacidad laboral y fecha de 
estructuración de la invalidez, que se profiere luego de agotado el proceso de 
calificador y ajustado al manual o tabla predeterminada y en donde se consigna 
los hechos, exámenes, historia clínica ocupacional y se determinan las normas 
como fundamento jurídico del mismo.    
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 DEFICIENCIA: Se entiende por deficiencia, toda pérdida o anormalidad de una 
estructura o función psicológica, fisiológica o anatómica, que pueden ser 
temporales o permanentes, entre las que se incluyen la existencia o aparición de 
una anomalía, defecto o pérdida producida en un miembro, órgano, tejido u otra 
estructura del cuerpo humano, así como también los sistemas propios de la 
función mental. Representa la exteriorización de un estado patológico y en 
principio refleja perturbaciones a nivel del órgano. 
 
DISCAPACIDAD: Se entiende por Discapacidad toda restricción o ausencia de la 
capacidad de realizar una actividad en la forma o dentro del margen que se 
considera normal para un ser humano, producida por una deficiencia, y se 
caracteriza por excesos o insuficiencias en el desempeño y comportamiento en 
una actividad normal o rutinaria, los cuales pueden ser temporales o permanentes, 
reversibles o irreversibles, y progresivos o regresivos. Representa la objetivación 
de la deficiencia y por tanto, refleja alteraciones al nivel de la persona. 
 
ENFERMEDAD PROFESIONAL: Es la contraída como resultado de la exposición 
a factores de riesgo inherentes a la actividad laboral o del medio en que el 
trabajador se ha visto obligado a trabajar: El gobierno nacional determinara 
periódicamente las enfermedades que se consideran como laborales y en los 
casos en que una enfermedad no figure en la tabla pero se demuestre la relación 
de causalidad con los factores de riesgo ocupacional será reconocida como 
enfermedad laboral, conforme a lo establecido en las normas legales vigentes.    
 
FECHA DE ESTRUCTURACION: Es la fecha en la cual se determina la pérdida 
de capacidad laboral en un individuo sea de forma definitiva cuando hay invalidez 
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 INCAPACIDAD: Es el termino en el cual el individuo recupera plenamente su 
capacidad para realizar las labores habituales luego de sufrir un accidente o 
presentar síntomas de una enfermedad cualquiera sea su origen 
 
INVALIDEZ: Estado o condición en la que queda el individuo cuando ha sufrido 
por un accidente o una enfermedad una pérdida de capacidad laboral superior al 
cincuenta 50%, de cualquier origen 
 
INDEMNISACION: Prestación económica que se ha establecido en la 
normatividad en riesgos laborales para compensar el daño corporal luego de la 
valoración de la perdida de la capacidad laboral  
 
INTEGRALIDAD: La integralidad es la calificación que se hace del individuo 
aplicando los criterios de Deficiencia, Discapacidad y Minusvalía para establecer la 
pérdida de capacidad laboral.  
 
JUNTA DE CALIFICACION DE INVALIDEZ: Entidades privadas del orden nacional 
creadas por ley y adscritas al Ministerio de Trabajo, sin ánimo de lucro y con 
personería jurídica, encargadas de determinar el origen de las contingencias, la 
fecha de estructuración de la invalidez y la fecha de estructuración, cuando se 
presenta controversia a la calificación realizada por las entidades de la seguridad 
social o cuando se solicita por particulares o como peritos.  
 
MANUAL UNICO DE CALIFICACION DE INVALIDEZ: Tabla que sirve para 
calificar la pérdida de capacidad laboral de las personas dentro del sistema de la 
seguridad social integral y que establece los criterios, formulas y porcentajes que 
deben ser acogidos por los médicos calificadores de las entidades y miembros de 
junta.    
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 MUERTE: Cesación de las funciones de la vida de los seres vivos. 
 
MINUSVALIA: Toda situación desventajosa para un individuo determinado, 
consecuencia de una deficiencia o una discapacidad que lo limita o impide para el 
desempeño de un rol, que es normal en su caso en función de la edad, sexo, 
factores sociales, culturales y ocupacionales. Se caracteriza por la diferencia entre 
el rendimiento y las expectativas del individuo mismo o del grupo al que pertenece. 
Representa la socialización de la deficiencia y su discapacidad por cuanto refleja 
las consecuencias culturales, sociales, económicas, ambientales y ocupacionales, 
que para el individuo se derivan de la presencia de las mismas y alteran su 
entorno 
 
ORIGEN: Es la determinación de la naturaleza de una contingencia que afecta al 
individuo conociéndose dentro del sistema de la seguridad social el origen común 
y el  origen laboral o por los riesgos propios de la actividad a la que se encuentra 
expuesta la persona. 
 
PERDIDA CAPACIDAD LABORAL: Es cuando la persona por cualquier causa o 
cualquier origen pierde la capacidad laboral o de realizar normalmente  las labores 
que habitualmente desempeña y en el cual tiene formación o capacitación. 
  
PENSION INVALIDEZ: Prestación económica asignada a la persona que queda 
en condición de invalidez, es decir con una pérdida de capacidad laboral superior 
al cincuenta por ciento 50% y que además cumple los requisitos adicionales 
propios de cada sistema sea de pensiones o de riesgos laborales. 
 
PENSION VEJEZ: Prestación económica dentro del sistema pensional al que 
tiene derecho la persona que cumple los requisitos de permanencia en el sistema 
o cotizante y alcanza la edad establecida en la ley sea en el sistema de prima 
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 media con prestación definida o de ahorro individual con solidaridad que se han 
establecido dentro del marco legal. 
 
PÉRDIDA PERMANENTE PARCIAL: Es la denominación que se asigna a la 
persona que sufriendo alguna de las contingencias, por cualquier causa o de 
cualquier origen, su limitación a la capacidad laboral está por debajo del 50% y por 
encima del 5% y que dentro del sistema de riesgos laborales le daría la posibilidad 
de adquirir a más de las prestaciones asistenciales, una indemnización que está 
en el rango de dos a veinticuatro salarios base de liquidación.  
 
SALUD: Ausencia de patologías que pueden afectar a un individuo y que le 
generan un bienestar en su existencia. Algunos la definen como  
 
TRABAJO HABITUAL: Se entiende como trabajo habitual aquel oficio, labor u 
ocupación que desempeña el individuo con su capacidad laboral, entrenamiento o 
formación técnica o profesional, recibiendo una remuneración equivalente a un 
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LISTADO DE ABREVIATURAS 
 
 
Ac.            – Acuerdo 
 
Acl.           – Aclaración 
 
AT            - Accidente de Trabajo  
 
ATEP        - Accidente de Trabajo Enfermedad Profesional 
 
Admon.     - Administración 
 
AGNU       - Asamblea General  de las Naciones Unidas 
 
AL             - Actualidad Laboral 
 
ARL          - Administradora de Riesgos Laborales 
 
Art.           – Articulo  
 
CC           - Código Civil 
 
Cir.           – Circular 
 
CSJ          - Corte Suprema de Justicia 
 
Dec.         - Decisión 
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 Dir. Gral.   – Director General 
 
EL              - Enfermedad Laboral 
 
GI              - Gran Invalidez 
 
MUCI         - Manual Único de Calificación de Invalidez 
 
OEA          - Organización de Estados Americanos 
 
OIT            - Organización Internacional del Trabajo 
 
ONU         - Organización Naciones Unidas 
 
OMC        - Organización Mundial de la Salud 
 
SGRL        - Sistema General de Riesgos Laborales 
 
SGP          - Sistema General de Pensiones 
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El presente trabajo de investigación pretende abordar el tema de la calificación de 
las personas que han sufrido un daño corporal y que materialmente se encuentran 
en estado de invalidez, es decir presentan una pérdida de capacidad laboral 
superior a  cincuenta puntos en la tabla o barómetro de aplicación para el caso 
concreto. La valoración se debe hacer sin importar si las contingencias son de 
origen común o profesional, debiendo el calificador establecer un solo origen y la 
fecha de estructuración de la invalidez  para efecto del reconocimiento de la 
prestación económica periódica denominada por nuestra legislación como pensión 
de invalidez y que se encuentra consagrada en los dos sistemas de 
aseguramiento tanto en pensiones como en riesgos laborales. 
 
Sin embargo el tema de la calificación integral hay que míralo primero desde la 
perspectiva de los derechos, tanto a la dignidad como a la igualdad y en este 
componente a la protección que hace el Estado de las personas que tienen cierta 
discapacidad o sufren limitaciones en su salud que los colocan en estado de 
vulneración para proteger su atención asistencial y económica dentro del sistema 
de la seguridad social, también mirado éste en su doble condición de ser un 
derecho y un servicio público a cargo del estado. 
 
La figura de la calificación integral o completa de todas las contingencias y 
secuelas concurrentes que se presenten en el individuo sin importar su origen es 
relativamente nueva, toda vez que si bien es cierto el manual único de calificación 
establece la calificación integral, ésta se refiere es a la aplicación en la 
determinación de la pérdida de capacidad laboral de las deficiencias, 
discapacidades y minusvalías que presenta la persona al momento de la 
valoración. 
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El tema de la calificación integral es de singular importancia y actualidad en la 
medida que son muchas las personas que sufren contingencias y que 
materialmente se encuentran en condición de invalidez pero que por la ausencia 
normativa se quedan sin ejercer su derecho a la seguridad social y 
específicamente a privarse del disfrute de la correspondiente pensión que 
compensen la ausencia de ingresos por la imposibilidad de realizar labores 
productivas.  
 
De singular importancia son los fallos o decisiones de la jurisdicción tanto 
Constitucional como ordinaria de cierre en lo laboral que han venido creando un 
precedente jurisprudencial que debe ser aplicado por los calificadores y 
operadores jurídicos. 
 
Lo conveniente del tema de investigación es aportar algunos elementos para que 
el Estado normativice el sistema de calificación y específicamente el de la 
calificación integral para establecer la metodología de aplicación del manual o 
tabla técnicamente adecuado por la concurrencia no solo de secuelas, sino por la 
existencia simultánea en la mayoría de los casos del doble origen, modificando de 
paso el sistema pensional y de riesgos laborales para crear una pensión de 
invalidez mixta que no afecte financieramente a las entidades sea fondos de 
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Problema de investigación 
 
 
Como quedo consignado en la introducción del presente trabajo de 
investigación, es la importancia de aclarar y delimitar la línea jurisprudencial 
que se está creando en torno al tema de la calificación integral, toda vez que 
la carencia de normas al respecto ha generado vulneración de los derechos 
de las personas que sufren contingencias que afectan su salud, de diferente 
origen y en distinta época y que materialmente los incapacita para realizar 
actividades productivas. 
 
Si bien es cierto existen decisiones judiciales que resuelven el tema se 
requiere unificar el criterio para realmente calificar a individuo, que 
materialmente presenta una invalidez, aplicando el manual o tabla existente y 
que contiene el puntaje de calificación, dentro de los componentes de 
deficiencia, discapacidad y minusvalía y aclarar y definir los parámetros para 
definir el origen de la invalidez. 
 
Otro de las situaciones complejas es la fecha desde la cual se tiene a la 
persona invalida, cuando existen enfermedades congénitas, degenerativas, o 
progresivas y se presentan a su vez otras patologías o accidentes comunes 
o laborales que agravan la condición y cuando la norma es demasiado rígida 
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Ante la falta de norma en concreto sobre la calificación integral de la 
invalidez, es decir con el vacío normativo en lo referente a la calificación 
integral de la invalidez, la determinación en estos caso del origen y la fecha 
de estructuración de la invalidez, así como esta clase de pensión de invalidez 
que podría llamarse mixta, se busca con los diferentes fallos proferidos por 
las altas Cortes en los últimos años, crear una línea que debe ser acogida 
como precedente jurisprudencial no solo por los jueces sino también por los 
operadores jurídicos y servidores públicos o particulares que califiquen, entre 
ellos las Juntas de Calificación de Invalidez. 
 
Dicho precedente se concreta en que en todas las solicitudes que se hagan 
de calificación, sea dirimiendo controversias o mediante la revisión de la 
calificación ya existente, en donde se evidencie que el porcentaje de pérdida 
de capacidad laboral precisa una condición de Invalidez del paciente, por 
esta por encima del cincuenta (50) porciento de pérdida de capacidad 
laboral, por cualquier  contingencia sea de accidente o de enfermedad, 
posterior a otra, sin importar el origen común o profesional de las mismas, 
debe determinándose en conclusión un solo origen. 
 
Sin embargo considero que no obstante existir decisión de la jurisdicción 
resolviendo una acción de tutela, en donde se decide que debe ser la 
desborda o alcanza la invalidez, es decir la última cronológicamente 
hablando, debe ser realmente la que mayor peso o entidad tenga dentro del 
componente de la invalidez, para efecto de no afectar financieramente el 
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 sistema sea de pensiones o de riesgos laborales, buscando un justo medio o 
equidad en la pensión de invalidez mixta que se genera a favor del individuo.   
 
Como parte importante del precedente jurisprudencial está el derecho a la 
pensión de invalidez cuando se presenta la figura de la calificación integral y 
es que sea asumida por la entidad de la seguridad social, que recoge el 
origen finalmente determinado, sea en el régimen pensional o en el régimen 
de riesgos laborales, debe ser cancelada de forma completa al beneficiario, 
es decir sin fraccionamientos, independientemente que dichas entidades que 
asumen el riesgo de invalidez, procedan administrativamente a recobros o a 
asumir porcentajes en el monto de la mesada pensional.  
 
En este punto serian varios los cuestionamientos para la calificación integral, 
el cuándo o en qué casos y el cómo realizarla en la aplicación del manual o 
tabla, igualmente cual sería el origen real de la invalidez que presenta el 
individuo y cual la fecha de estructuración de la invalidez. 
 
Resolver lo anterior implica establecer de acuerdo al precedente 
jurisprudencial que se debe calificar integralmente siempre que se vislumbre 
una invalidez en el individuo, independientemente que entidad o interesado 
solicite la calificación y además establecer el origen de la invalidez de 
acuerdo a lo que realmente mayor peso tenga en el porcentaje, lo anterior si 
se tiene en cuenta que siempre la ocurrencia de las patologías o eventos 
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Definir el concepto de la calificación integral de la invalidez y mostrar la línea 
jurisprudencial existente, para establecer la pérdida de capacidad laboral, el 
origen de la invalidez y la fecha de estructuración de la misma y de acuerdo 
a ello determinar la entidad de la seguridad social le corresponde asumir la 






• Establecer los principios de la seguridad social como derecho 
de las personas a obtener una calificación integral y la protección de 
sus derechos. 
 
• Con base en las normas internacionales y de la OIT establecer 
lo referente a la calificación integral y a la posibilidad de la pensión de 
invalidez. 
 
• Analizar el sistema de calificación de la pérdida de capacidad 
laboral para la aplicación de los criterios de deficiencia con la 
aplicación de las fórmulas de valoración de las secuelas permanentes, 
la discapacidad y minusvalía que afecta al individuo. 
 
•  Organizar las sentencias de las Altas cortes para establecer el 
precedente jurisprudencial. 
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• Establecer el criterio del real origen de la condición invalidante 
cuando se califica integralmente a las personas. 
 
• Establecer la fecha de estructuración de la invalidez de acuerdo 
a la real situación de inactividad de la persona por su condición de 
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1. LA CONDICION DE INVALIDEZ COMO SUJETO DE DERECHO 
 
 
1.1 Los derechos humanos en general 
 
El abordaje de los Derechos que se delimitan en la normativa internacional 
como Derechos Humanos, se sustentan en el respeto al ser humano en sus 
condiciones sociales, económicas y de subsistencia. Los Derechos Humanos 
son un eterno discurso a nivel semántico, doctrinal y jurisprudencial para 
encontrar así su sentido o justificación, aplicación y protección. Los derechos 
en principio consagran el respeto al ser humano y por ello se ha dado una 
consagración de los mismos en diferentes instancias internacionales, como 
limite a los abusos y a la falta de cultura democrática de algunos países, 
denominados en algunos casos derechos fundamentales en donde “es 
importante tener en cuenta que fue en Alemania donde surgió el concepto de 
Derecho Fundamental con la expresión Grundrechte en la Ley Fundamental de 
Bonn de 1949, como un riguroso núcleo de derechos que se constituyen en el 
fundamento de toda organización política y social”
1.  
 
Uno de los principales derechos que se definió de antaño, es el del respeto a 
la vida e integridad personal, respeto que hace a la persona indivisible e 
inviolable en su ser, existencia que no solo impide la supresión o afectación 
corporal del individuo, sino que busca garantizar además la calidad en el 
buen vivir o calidad de vida. Dentro del estudio de los derechos y la 
construcción de los mismos aparece lo que se ha denominado derechos 
sociales y que algunos tratadistas llamaron derechos sociales 
                                                          
1
 CHINCHILLA HERRERA Tulio Eli. La Acción de Tutela, ¿Cuáles son los derechos 
fundamentales?  
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 fundamentales, por ejemplo derecho a la seguridad social, al trabajo, la 
vivienda y la educación, siendo en sentido estricto derechos prestacionales.2    
 
En el estudio doctrinario de los derechos y más exactamente frente a los 
denominados derechos sociales o prestacionales, está la posibilidad de su 
exigencia directa frente al Estado o la obligación para éste de incorporarlo en 
normas y asignarle presupuesto. Es decir si esta clase de derechos son 
reconocidos y exigidos por los tribunales o es el parlamento o poder 
legislativo quien debe regularlos de acuerdo a su política social. Frente a las 
normas adscritas a las disposiciones de derecho social fundamental son de 
diferentes clases según el estado con criterios subjetivos en cuanto confieren 
derechos o normas que obligan al estado solo objetivamente, vinculantes o 
no, programáticas, con principios o como un servició público del estado 
frente a sus conciudadanos. 
 
La discusión se ha planteado frente a la exigibilidad judicial de denominados 
los derechos sociales fundamentales, sin embargo la existencia de un 
derecho no puede depender exclusivamente de la exigibilidad judicial, 
cualquiera sea la forma como esta descrita; lo que sucede, más bien, es que 
cuando existe un derecho éste es también exigible judicialmente3.    
 
 El autor en cita plantea la ponderación como mecanismo de reconocimiento 
de esta clase de derechos sociales fundamentales, partiendo de la base de 
la obligación para el estado de respetarlos y de garantizar su cumplimiento 
de acuerdo a un sistema integrado de normas, recursos y servicios 
                                                          
2
 ALEXY Robert TEORIA DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES, Centro de Estudios 
Políticos y Constitucionales, Segunda Edición, Traducción Carlos Bernal Pulido, Madrid 
2008, p.443. 
3
 ALEXY Robert TEORIA DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES, Centro de Estudios 
políticos y Constitucionales, Segunda Edición, Traducción Carlos Bernal Pulido, Madrid 
2008, p.456. 
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 directamente prestados por éste o por particulares. Los tribunales 
reconocerán ésta clase de derechos y conminaran al Estado a cumplir dentro 
de lo razonable, aplicando las normas que consagran principios y afectando 
los presupuestos asignados por el órgano legislativo. 
 
El estudio del derecho o de los derechos del hombre y de la sociedad ha 
atravesado muchos estadios y ha tenido todo un proceso que doctrinaria y 
jurisprudencialmente aún no termina, sin remontarnos al pasado y centrarnos 
ya en la modernidad autores como Dworkin filosofo del derecho y crítico del 
positivismo, pretende construir una teoría general del derecho que no 
excluya ni el razonamiento moral ni el razonamiento filosófico, plantea el 
“derecho como integridad” que permite explicar, y justificar en que los jueces 
resuelvan los casos que caen sobre la esfera de las normas escritas, 
precedentes y, sobre todo, aquellos que plantan cuestiones controvertidas de 
índole constitucional, es decir en palabras del filósofo es una interpretación 
constructiva, que depende de las valoraciones del interprete y de acudir a 
valores sociales y principios, superando las normas, cuando afirma “La 
integridad de un derecho establece que los jueces deban fundar sus decisiones en 
principios, y no en razones de interés político…Una vez aceptado un principio como 
fundamento para resolver un caso determinado, el juez debe aplicarlo toda vez que 
sea pertinente, incluso en otras esferas distintas de la que dio origen al caso 
inicial”
4
.   
 
Afirma el filósofo en su obra frente al concepto de derecho que “El derecho 
no es más que un dispositivo que tiene por finalidad garantizar los derechos 
de los individuos frente a las agresiones de la mayoría y del gobierno” el 
esquema para él para explicar la tesis de los derechos está centrado en el 
análisis de las controversias judiciales, en donde el juzgador solo garantiza 
                                                          
4
 BENORINO RAMIREZ,  Pablo Raul, Dworkin Filosofía y Teoría del Derecho.  Ara Editores, Perú 2010, 
p.137.  
 
Universidad Nacional de Colombia 
Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales 
Maestría en Derecho – Área de Profundización en Derecho del Trabajo y Seguridad Social 




 dichos derechos, los cuales se basan en principios generales y de interés 
social en donde no se desconocen componentes morales y políticos que se 
consagran en la norma superior. “La Constitución funde problemas jurídicos y 
morales, en cuanto hace que la validez de una ley dependa de la respuesta a 
complejos problemas morales, como el problema de si una ley determinada respeta 




En nuestro país la discusión igual se dio luego de la expedición de la 
Constitución de 1991 en donde se estableció un listado de derechos, siendo 
los primeros denominados derechos fundamentales, los siguientes de 
contenido económico, social y cultural y los últimos denominados colectivos. 
 
Frente a los derechos sociales o colectivos la doctrina los define como: “son 
derechos en cuanto a que la persona de acuerdo con lo que establezca el 
derecho aplicable tiene la aptitud de demandar que el Estado respete esos 
derechos brindando los medios necesarios para ello. Pero no puede suponer 
con carácter general-la facultad directa e inmediata de exigir concreta y 
específicamente al Estado, la prestación que está en la esencia del 
reconocimiento del derecho. La obligación del Estado radica en el imperativo 
deber de dedicar, dentro de sus posibilidades económicas y financieras, los 
recursos necesarios para la satisfacción de esos derechos económicos, 
sociales y culturales”6. 
 
El Derecho a la seguridad social que consagro nuestra Constitución es de 
una gran amplitud y busca proteger a todas las personas de las contingencia 
que puedan afectarlos tanto en la vida diaria como en la actividad laboral de 
                                                          
5
 DWORKIN Ronald, Los derechos en serio, traducción Marta Guastavino, Ariel, España 
2002, p. 227. 
6
 MANRIQUE REYES, Alfredo. La Constitución de la Nueva Colombia Alcaldia de Medellin 
PN, Fondo Editorial Cerec, 1991, p.18. 
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 donde se extrae la salud ocupacional que se define por algunos estudiosos 
como una disciplina que busca controlar los riesgos y prevenir accidentes y 
enfermedades en el ámbito de la actividad laboral o productiva, “obteniendo 
condiciones de máxima seguridad y logrando una consideración más 
humana dentro de la producción”7. 
 
El tema de la invalidez empieza a aparecer en estudios sobre la Seguridad 
Social como derecho al analizarse dicha condición como “infortunios derivados 
de la vida normal o de la vida laboral (como accidentes o enfermedades), pueden 
dar lugar a necesidades propias de una situación de incapacidad, discapacidad o 
invalidez, las cuales pueden ser atendidas con recursos propios o con aquellos que 
puedan brindarles la seguridad social; sea con el fin de restablecer su salud o de 
restituir total o parcialmente el ingreso económico que deja de percibirse por los 
efectos derivados de dichas situaciones”8. 
 
El Dr. CARLOS LUIS AYALA CÁCERES,  en su compendio de legislación en 
Riesgos Profesionales y Salud Ocupacional, establece frente a los principios 
de la seguridad social,  “El artículo 48 de la Constitución Política, de manera 
repetitiva, menciona únicamente la universalidad, esto se constata en el 
inciso primero de manera taxativa cuando señala “de carácter obligatorio”, en 
el inciso segundo al explicar que el servicio de seguridad social se garantiza 
para todas las personas como un derecho irrenunciable y en el inciso tercero 
se establece la ampliación de cobertura de forma progresiva9. 
 
                                                          
7 TRUJILLO MEJIA Raúl Felipe, Seguridad Ocupacional. Ecoe ediciones quinta edición. 
Bogotá.  2009. p. 79. 
8 CAÑON ORTEGON Leonardo, Una visión Integral de la Seguridad Social, Bogotá 2007 
Departamento de publicaciones Universidad Externado de Colombia, Volumen I segunda 
edición actualizada, p.33. 
9 AYALA CACERES, Carlos Luis, Legislación en Salud Ocupacional y Riesgos 
Profesionales. Ediciones Salud Labora Tercera edición. Bogotá. 2005. p.81. 
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 La seguridad social se plantea no solo como un derecho de las personas 
sino como un servicio público a cargo del Estado, y como lo afirma el jurista 
OSTAU DE LAFONT: “En primer lugar parece importante precisar la seguridad 
social dentro del concepto del <deber ser>, como valor ideal en contraposición con 
la realidad que en la práctica vemos o lo que es lo mismo con el concepto de ser, 
pues de nada vale que nos aferremos únicamente a las definiciones pragmáticas y 
filosóficas que finalmente no son aplicadas o no tiene un resultado práctico y 
funcional dentro de la sociedad
10”. 
 
No obstante tenerse a la seguridad social como un derecho de carácter 
social, es a la luz de la doctrina y la jurisprudencia un derecho fundamental y 
como un derecho prestacional en sentido estricto porque “son derechos del 
individuo frente al Estado a algo que – si el individuo tuviera los medios financieros 
suficientes, y si encontrase en el mercado una oferta suficiente- podría obtener 
también de los particulares. Cuando se habla de Derechos sociales fundamentales, 
por ejemplo, del derecho a la seguridad social, al trabajo, la vivienda y a la 
educación, se hace primariamente referencia a derechos prestacionales en sentido 
estricto.
11”     
 
Vale la pena mencionar que el gran desarrollo del derecho a la seguridad 
social en nuestro medio es la jurisprudencia y en el tema de la calificación 
integral o el derecho de las personas en condición de invalidez material a 
que se les califique completamente su estado y se determine un origen para 
acceden a las prestaciones contempladas en el Sistema de la Seguridad 
Social Integral (En adelante  SSSI). 
 
                                                          
10 Obra citada  p.179. 
11 ALEXY Robert, Teoría de los derechos fundamentales, Traducción y estudio introductorio 
de Carlos Bernal Pulido. Centro de Estudios Políticos y Constitucionales 2ª edición.  Madrid. 
2008. p. 446. 
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 Ya tratadistas como Zagrdebelsky analiza el desarrollo y madurez de la 
jurisprudencia, para crear derecho cuando existen vacíos y falencias en un 
tema en concreto, al expresar “La jurisprudencia, en ese momento, deberá 
ponerse al servicio de dos señores: La Ley y la realidad. Solo a través de la tensión 
entre estas dos vertientes de la actividad judicial se podrá respetar esa concepción 
practica del derecho”12.  
 
En estudios anteriores sobre derechos humanos y la seguridad social, 
contenidas en las declaraciones y pactos,  ya se plantea el concepto de 
dignidad y como la seguridad social sobrepasa el contrato laboral al 
plantearse “ la afirmación de que toda persona como miembro de la sociedad tiene 
derecho a la seguridad social” y completando como el artículo 25 de la Declaración 
finaliza recogiendo el derecho: “A los seguros de desempleo, enfermedad, invalidez, 
viudez, vejez u otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por 
circunstancias independientes de su voluntad”13.  
 
El Derecho a la seguridad social que consagro nuestra Constitución es de 
una gran amplitud y busca proteger a todas las personas de las contingencia 
que puedan afectarlos tanto en la vida diaria como en la actividad laboral, 
creándose de paso el concepto de salud ocupacional, que se define por 
algunos estudiosos como una disciplina que busca controlar los riesgos y 
prevenir accidentes y enfermedades en el ámbito de la actividad laboral o 
productiva, “obteniendo condiciones de máxima seguridad y logrando una 
consideración más humana dentro de la producción”14. 
Sin embargo para estudiar la seguridad social como derecho hay que mirar el 
fondo o el origen conceptual del mismo y vemos como la seguridad social 
                                                          
12 ZAGREBELSKY Gustavo, El derecho Ductil. Editorial Trotta.   Valladolid. 1999. p.132. 
13 LABRADA RUBIO, Valle, Introducción a la teoría de los derechos humanos: Fundamento. 
Historia de la Declaración Universal de 10 de diciembre de 1948. Editorial Civitas S.A. 
Madrid. 1988. p.179. 
14 TRUJILLO MEJIA Raúl Felipe, Seguridad Ocupacional. Ecoe ediciones quinta edición. 
Bogotá. 2009. p.79. 
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 aparece en el mundo moderno, como un valioso instrumento de protección 
del hombre contra ciertas necesidades sociales, así como de los 
mecanismos para atenderlas, señalando como el ser humano intenta 
atenderlas acudiendo a su propio esfuerzo, principalmente a través del 
trabajo que le proporciona los recursos para satisfacerlas. Pero también la 
capacidad de previsión de los individuos, así también la solidaridad como 
valor social. 15 
 
Anterior a este estudio se había planteado ya que la experiencia muestra 
sobradamente que los individuos, en todos los tiempos y países, ya aislados, 
ya en conjunto, han estado y están sometidos a determinadas incidencias 
que provocan las necesidades sociales. Pero también demuestra la 
experiencia que raramente los individuos se resignan y se entregan a la 
fatalidad, sino que buscan e instauran instrumentos de protección contra 
esas necesidades sociales. En esa encrucijada de ataques y defensas en 
que se halla la naturaleza humana se sitúa la seguridad social, cuya finalidad 
última consiste en la satisfacción de las necesidades sociales16. 
 
El autor en cita hace una definición de la seguridad social desde la 
perspectiva jurídica, como “un instrumento estatal especifico protector de 
necesidades sociales, individuales y colectivas, a cuya protección preventiva, 
reparadora y recuperadora, tienen derecho los individuos, en la extensión, 
límites y condiciones que las normas dispongan, según permite su 
organización financiera”. 
 
                                                          
15
 ARENAS MONSALVE Gerardo, El Derecho Colombiano a la Seguridad Social. Legis 
Tercera Edición actualizada. Bogotá. 2011. p.3. 
16
 ALMANZA PASTOR José Manuel, Derecho de la Seguridad Social, Volumen I. Editorial 
Tecnos, 2ª edición. Madrid1977. p. 28 . 
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 El surgimiento de la seguridad social parte de ese conjunto de medidas 
institucionales de satisfacción de necesidades sociales, la idea de seguridad 
social parte del reconocimiento de la unidad profunda de todos los riesgos se 
esfuerza en asegurar su cubrimiento por medio de una organización de 
conjunto. La idea de seguridad social globalmente concebida fue surgiendo 
gradualmente. Se ideo en la ley americana de seguridad social de 1935, pero 
encontró su expresión más completa en Gran Bretaña, con el “Informe 
Beveridge”, cuya influencia produjo un movimiento internacional favorable a 
su implantación, que se tradujo posteriormente en las legislaciones 
nacionales17.    
 
El jurista en cita, al establecer el concepto del derecho a la seguridad social 
afirma, acudiendo a el Dr. ALMANZA PASTOR, que puede definirse como el 
conjunto de normas y principios que ordenan ese instrumento estatal 
especifico de protección de necesidades sociales y específicamente las 
relaciones jurídicas a que da lugar. 
 
Relaciones jurídicas, según el doctrinante, que tiene una estructura dinámica 
y estática, en la primera se encontraría la relación de afiliación, una relación 
de cotización y una relación jurídica de protección siendo esta última de 
singular importancia para nuestro estudio al aparecer la obligación de la 
entidad gestora a dispensar la protección, presentando ésta un origen, un 
desarrollo y una extensión.18 
 
Históricamente se ha planteado el papel del Estado en relación con la 
seguridad social y con el derecho mismo, al ser unánime hoy en día la 
                                                          
17
 ARENAS MONSALVE  Gerardo, El Derecho Colombiano de la Seguridad Social. Legis 
Tercera edición actualizada. Bogotá. 2011.  p.22 . 
18
 ALMANZA PASTOR José Manuel; Derecho de la Seguridad Social, Editorial Techos 2ª 
edición. Madrid. 1987. p.155. 
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 aceptación del Estado como sujeto de la relación jurídica de la seguridad 
social, siendo un sujeto con doble connotación como persona y como 
ordenador o detentor de poder, debiendo asumir un deber genérico de 
protección sea directa o indirecta, entendida esta última en un control frente 
al prestador.  
 
Dentro del estudio de la seguridad social también se encuentra el 
componente de los seguros comerciales con el amparo del riesgo, superado 
hoy en día cuando hablamos de contingencias que son ciertamente 
protegidas por el sistema creado. En esas primeras etapas de la seguridad 
social, y cuando se imponía el sistema de aseguramiento privado, en donde 
necesariamente debía existir una relación jurídica de aseguramiento previa al 
acaecimiento del hecho, aparece el concepto de riesgo como la posibilidad 
de que acontezca el hecho futuro e incierto que pueda causar un daño. Las 
contingencias en cambio superan el concepto del riesgo al apuntar a las 
necesidades que afectan al individuo en su existencia no solo 
individualmente, sino inclusive de forma colectiva, contingencias que tienen 
un componente reparador y algunas un preventivo a cargo necesariamente 
del Estado.    
 
Dentro de las contingencias de un sistema de seguridad social, contributivo 
al existir una relación jurídica de afiliación y cotización encontramos 
principalmente la alteración a la salud, toda vez que genera necesidades 
tanto asistenciales como económicas y que se genera por riesgos sean 
profesionales o comunes y según su origen, es disímil la protección; la 
incapacidad laboral sea transitoria o definitiva genera unas necesidades 
económicas a quien las padece por el defecto de ingresos; dentro de este 
grupo estaría al invalidez, la vejez y el desempleo  y las excesivas cargas 
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 familiares; la muerte igualmente afecta al privar a la familia de ingresos de 
quien los percibía y por el costo mismo a causa de los gastos funerarios. 
 
Se ha presentado en nuestro contexto la discusión sobre la naturaleza del 
derecho a la seguridad social, si verdaderamente es fundamental o solo es 
un derecho de contenido económico y social, y si verdaderamente tiene 
protección mediante la acción de tutela. Discusión ya superada al analizarse 
no solo nuestro contexto constitucional, sino acudiendo a la normativa 
internacional y entre ellas a la Declaración Universal de Derechos Humanos 
de 1948 en donde se incluye la seguridad social como derecho esencial del 
ser humano, así mismo hay que mirar como nuestra máxima guardiana de la 
Constitución en diversos fallos ha considerado su naturaleza de fundamental, 
así no estuviese determinado en la carta como tal,  sin embargo se planteó 
desde el principio que éste derecho no requería una norma estatutaria propia 
de los derechos fundamentales que la desarrollara por tener un componente 
asistencial o prestacional que requiera dicha reglamentación, concluyendo 
“esta normatividad sobre la seguridad social no debe ser objeto de regulación 
mediante la vía legal exceptiva de las leyes estatutarias, por no corresponder a los 
elementos de derechos fundamentales que quiso el constituyente someter a dicha 
categoría legal, por tratarse de elementos de tipo asistencial que proviene, en 
oportunidades, de la existencia de una relación laboral, y en otras de la simple 
participación en el campo social, y derechos gratuitos en oportunidades y onerosos 
en la mayoría de los casos
19” . 
 
De hecho la discusión ha pasado por tres momentos y en el primero se tiene 
una visión limitada de aceptarse como fundamentales solamente los 
enlistados del articulo 11 al 40, posición planteada inicialmente por el 
Consejo de Estado y la Corte Suprema y prontamente desvirtuada por 
                                                          
19
 CORTE CONSTITUCIONAL COLOMBIANA, Sentencia T-  408 de 1994 
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 decisiones de la Corte Constitucional, que marcaron una posición sobre los 
derecho fundamentales tales como la Sentencia T-002 de 1992 y  Sentencia 
T-406 del mismo año.  
 
En el segundo momento se plantea al derecho a la seguridad social como 
fundamental por conexidad, toda vez que el hecho de no estar así 
determinado por la carta hace que deba estar conexo a alguno de ellos para 
adquirir dicha naturaleza cumpliendo ciertos requisitos así descritos por la 
Corte: “sin embargo, debe aclararse que la seguridad social solo se considera derecho 
fundamental sobre la base de los siguientes supuestos: primero, que opere en conexión con 
otro derecho fundamental; segundo, entendida como la asistencia pública que debe 
prestarse ante una calamidad, que requiera de manera urgente, la protección del Estado y la 
sociedad, por afectar de manera grave e inminente la vida humana o la salud; tercero, ante 
casos de extrema necesidad; y cuarto, que se pueda prestar de acuerdo con las 
posibilidades reales de protección de que disponga el Estado para el caso concreto
20
” .   
 
Y finalmente cuando se le reconoce el carácter de fundamental al derecho a 
la seguridad social de forma autónoma, tendencia ésta última planteada 
frente a decisiones arbitrarias de la administración en el plano pensional y 
incluso en decisiones de choque con fallos de la Corte Suprema de Justicia 
al argumentar “vías de hecho”. 
 
Otro de los derechos de relevancia en el tema de la seguridad social y 
específicamente en la posibilidad que el individuo sea valorado en su 
condición de salud de forma integral cuando se vislumbra una posible 
invalidez es el derecho a la Igualdad consagrado como fundamental en 
nuestra Constitución Política y determinado en el artículo 13 y que en lo que 
nos interesa establece una especial protección a las personas con ciertas 
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 limitaciones o una debilidad manifiesta y que los coloca en desventaja frente 
a los demás. 
 
La Corte constitucional ha insistido en innumerables pronunciamientos frente 
al tema y ha establecido que: “…En efecto, en razón de la invalidez que tiene la 
persona y por su estado de debilidad manifiesta (art. 13 y 48 Const.), merece una protección 
especial, por la imposibilidad de encontrar otra fuente de ingresos con la cual se garantice su 
acceso al mínimo vital.”
21
. Las sentencias que han tratado el tema son claras en 
basarse en los principios para proteger el derecho “Entre ellos están el principio de 
universalidad que implica la garantía de la protección para todas las personas, sin 
ninguna discriminación y en todas las etapas de la vida, y el de solidaridad que 
impone la práctica de la mutua ayuda entre las personas, las generaciones, los 
sectores económicos, las regiones y las comunidades bajo el principio del más fuerte 
hacia el más débil..”
22.  
 
Se debe tener en cuenta al analizar los derechos a la vida en condiciones de 
dignidad que al mirarse el contenido del derecho fundamental al mínimo vital 
no se identifica necesariamente con una determinada suma de dinero y su 
vulneración debe establecerse atendiendo a las particularidades de cada 
caso, frente a no recibir salarios, arriendo, mesadas pensionales, subsidios, 
etc., a partir de un análisis cualitativo y no cuantitativo de las necesidades de 
los afectados, para así garantizar una subsistencia digna no solo inclusive de 
una persona sino que cobijaría incluso a su núcleo familiar , de modo que su 
no reconocimiento y pago puede conducir a que los derechos fundamentales 
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1.2 La salud y la vejez como objeto de derechos 
 
 
Dentro del estudio de la seguridad social no es el referente propio de la 
salud, sino de las alteraciones que se puedan generar y que afecten a ésta y 
que impliquen necesariamente la atención por enfermedad, siendo esta la 
prestación más importante de la seguridad social al punto que la denominada 
“norma mínima de la seguridad social” de las Normas Internacionales, es 
decir el Convenio 102 de la OIT, señala que la asistencia médica debe tener 
por objeto conservar, restablecer o mejorar la salud de las personas, no solo 
en aras de mantener un bienestar fisco y mental, sino inclusive buscando 
conservar la aptitud para el trabajo y para hacer frente a las necesidades 
personales. El convenio en cita especifica hasta donde van las prestaciones 
asistenciales, siendo la primera la atención medica general, la asistencia por 
especialistas, el suministro de productos farmacéuticos esenciales, la 
asistencia prenatal, la asistencia durante el parto, y la asistencia puerperal. 
Posteriormente el Convenio 130 de la Organización agrego la asistencia 
odontológica y la readaptación médica, incluidos los aparatos de ortopedia y 
prótesis.  
 
La asistencia médica exige indudablemente a la seguridad social y a los 
Estados garantizarla plenamente o por etapas o niveles y en gran parte todo 
depende del desarrollo y sistema económico de los países. Los principales 
aspectos de la atención de salud serian indudablemente la forma de 
organización de la asistencia médica encontrándose una directa o en donde 
la seguridad social es propietaria y administradora de los establecimientos de 
asistencia y la indirecta donde la seguridad social o el sistema contratan la 
asistencia de hospitales, clínicas y profesionales. De otro lado en los 
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 sistemas de seguridad social se establece como condición para tener 
derecho a la asistencia médica que se haya cumplido un periodo mínimo de 
pago de cotizaciones, de hecho el Convenio 102 de la OIT admite estos 
periodos, sin embargo una posterior recomendación de la organización 
establece que la atención debería ser para todos y sin condicionamientos de 
tiempo o periodos mínimos. 
 
Otro de los temas que genera controversia es la asunción del costo de 
dichos servicios médicos o de la asistencia para la atención y prevención, 
consagrando el convenio  102 que dicha participación no debe implicar un 
gravamen excesivo y en general que dicho costo si es asumido por el 
individuo, sea una ayuda para el presupuesto de la asistencia, tanto 
directamente al reducir sus gastos, como indirectamente al reducir la 
utilización de la misma23. La organización también ha planteado que los 
problemas de atención de salud en los países en desarrollo son muy 
complejos y que por ello en estas latitudes, según una conferencia 
internacional, se debe garantizar por lo menos la atención primaria de salud, 
atendiendo las condiciones sanitarias de la población y garantizando 
servicios de prevención, de rehabilitación y de fomento en la salud.  Esta 
atención básica debe empezar por la posibilidad de suministro de agua 
potable, el saneamiento básico, la planificación de la familia, la salud de la 
madre y el niño, la promoción de una nutrición adecuada; la vacunación y la 
lucha contra enfermedades infecciosas y endémicas locales y la educación 
frente a condiciones de vida saludables. 
 
Al lado de la atención en salud esta invariablemente unidas unas 
prestaciones económicas que cubran la subsistencia del individuo en 
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 periodos cortos de incapacidad y maternidad, al presentarse necesariamente 
una interrupción en la actividad laboral, dicha interrupción de la actividad 
ocasiona una reducción o mejor suspensión en el ingreso, que el objeto de la 
prestación es el remplazo de los ingresos para la subsistencia en 
condiciones de dignidad. Existen casos en donde la suspensión de la 
actividad por la incapacidad es corta, como otros en donde al darse la 
atención en salud, muestra que dicha incapacidad  es definitiva y en donde 
se debe acudir a una evaluación en la afectación para determinar una  
invalidez, que sería posteriormente asumida por la entidad encargada de 
dicha condición.      
 
Sin embargo la prestación económica que se deriva de la para forzosa en la 
actividad del individuo,  genera polémica frente al termino y quien o quienes 
asumen el costo de dicho auxilio, por lo que la Organización en el Convenio 
102 exige como parámetro minino que correspondan cuando menos al 45% 
del ingreso normal de la persona y el Convenio 130 de la misma 
organización estableció el límite en el 60% del ingreso promedio y en cuanto 
al termino de duración de dicha prestación, buscando una recuperación de la 
salud con el tratamiento y rehabilitación, en el Convenio 102 se fija una 
duración de 26 semanas, al considerar que si sobrepasa este término la 
enfermedad, la inactividad que de deriva podrá ser definitiva. Este término es 
relativo al encontrase actualmente avances en la ciencia médica que 
permiten, que excedido el mismo (26 semanas o 180 días) sea posible la 
recuperación.    
 
El tema de la calificación integral para establecer una invalidez toca 
directamente la afectación de la salud en el individuo y su imposibilidad de 
desarrollar las labores productivas o de las que derivaba un ingreso para 
subsistir, afectación que puede darse por los riesgos propios del trabajo o por 
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 condiciones patológicas congénitas, adquiridas por diversas causa, o por el 
deterioro natural del ser en su componente orgánico.   
 
El derecho a la salud se deriva o nace de la seguridad social, pero es de 
hecho el más importante, al exigirse frente al mismo una particular atención y 
protección por cuenta del Estado y en normativas como la nuestra la 
Constitución lo plantea directamente y de forma por demás amplia y 
garantista al consagrar:  
 
“ La atención en salud y el saneamiento ambiental son servicios públicos a cargo del 
Estado. Se garantiza a todas las personas el acceso a los servicios de promoción, 
protección y recuperación de la salud. 
 
Corresponde al Estado organizar, dirigir y reglamentar la prestación de los servicios 
de salud de los habitantes y de saneamiento ambiental conforme a los principio de 
eficiencia, universalidad y solidaridad. También establecer las políticas para la 
prestación de los servicios de salud por entidades privadas, y ejercer su vigilancia y 
control. Asi mismo establecer las competencias de la Nación, las entidades 
territoriales y los particulares, y determinar los aportes a su cargo en los términos y 
condiciones señalados en la Ley. 
 
Los servicios de salud se organizaran en forma descentralizada, por niveles de 
atención y con participación de la comunidad. 
 
La ley señalara los términos en los cuales la atención básica para todos los 
habitantes será gratuita y obligatoria. 





La anterior consagración constitucional genero la promulgación por el 
legislador de la Ley 100 de 1993, que materializo la existencia del derecho a 
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 la seguridad social y a la salud en particular con dos objetivos 
fundamentales, de un lado regular el servicio público esencial de salud y así 
mismo crear las condiciones de acceso de toda la población al servicio en 
todos los niveles de atención. Para ello en el libro segundo se desarrollan los 
fundamentos que lo rigen, determina su dirección, organización y 
funcionamiento, sus normas administrativas, financieras y de control y las 
obligaciones que derivan su aplicación en seis títulos; el primero (artículos 
152 a 176), comprende el objeto, fundamento y características, los afiliados 
al sistema y el régimen de beneficios y la dirección del sistema. El segundo 
título sobre la organización (artículos 177 a 200) comprende las entidades 
promotoras de salud, instituciones prestadoras de servicios de salud régimen 
de las empresas sociales del Estado y usuarios del sistema de seguridad 
social en salud; el título tercero comprende el régimen contributivo, el 
régimen subsidiado y el fondo de solidaridad y garantía, (artículos 201 a 
224); los demás títulos comprenden la vigilancia y control del sistema; la 
transición del sistema y las disposiciones complementarias. 
 
El Gobierno Nacional pretendió unificar la legislación en salud, anterior a la 
Ley 100 recogiendo normas anteriores, expidiendo así el decreto 1298 de 
1994 creando un estatuto orgánico del sistema de seguridad social en salud, 
declarado inexequible posteriormente por la Honorable Corte Constitución 
sobre el argumento que se violó la prohibición constitucional de expedir 
códigos mediante normas diferentes a las expedidas por el legislador25. 
 
En tanto la vejez que se da como condición natural del individuo por el 
transcurso del tiempo y el deterioro progresivo de su condición de salud, 
hace que se haya constituido un sistema propio, que al igual que la salud y 
sus atención, se contemple dentro de la seguridad social, como derecho de 
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 la persona para ser cubierta o protegida en su subsistencia, con un ingreso 
económico o aporte pensional, en aquel periodo o etapa de la vida que 
implica la inactividad laboral o productiva.  Sin embargo en este tema la 
discusión frente a la edad y el monto de dicho aporte o prestación económica 
a la persona que se encuentra en el periodo de vejez ha sido amplio en todos 
los países y en el primer criterio referente a la edad de retiro para jubilarse o 
pensionarse por vejez, el tema es variado en tanto que algunas legislaciones 
de países desarrollados se establecen los 65 años o una edad inferior si está 
cubierto un ahorro dentro del sistema, en tanto que el países del tercer 
mundo la edad puede estar entre los 55 y 60 años y en muchos caso con 
diferencia por genero de por los menos 5 años, y en el segundo aspecto  la 
normativa internacional, principalmente la que deviene de la Organización 
Internacional del Trabajo ha promulgado Convenios como el 102 y 128 
establece que los estados miembros deberán garantizar una prestación 
reducida a quienes hayan sumado más de quince años de empleo o 
cotizaciones. 
 
Algo que empieza a ser estudiado y atendido por los países es el hecho de 
pasar de la vida activa laboralmente, con responsabilidades y una jornada en 
el cumplimiento, a la jubilación o cese repentino de la actividad, situación que 
de no ser manejada por profesionales,  genera traumatismos en la salud y 
animosidad de la persona. De no manejarse adecuadamente la transición se 
genera en el individuo una serie de afectaciones o patologías que incluso en 
algunos casos son mortales.  
 
Otro de los temas del sistema pensional acogido en los diversos países, es el 
monto de la prestación económica, en donde la pensión de vejez se 
reconoce en una cuantía proporcional al nivel de vida anterior de los 
beneficiarios. Ese cálculo del aporte mensual por pensión se calcula en el 
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 promedio en algunos caso de los últimos cinco o diez años sobre los cuales 
se cotizo, en algunos sistemas sobre todo el tiempo de vinculación del 
individuo. 
 
Así las prestaciones de cuantía variable entrañan una complejidad en su 
cálculo que debe estar regulada por el legislador y dichas pensiones o 
subsidios, se determina mediante la aplicación de un porcentaje, variable 
según situaciones de necesidad y contingencias protegidas (55 por 100, 75 
por 100, 100 por 100 etc.), sobre una base reguladora de prestaciones. A su 
vez esta base de prestaciones viene dada por la base de cotización 
prometida durante de periodo de tiempo previos, fijados por la Ley y 
variables según contingencias26. 
 
 Otras variables que afectan el sistema pensional son la inflación y la 
coyuntura económica, en el primer caso atendido con incrementos 
porcentuales en el índice nacional de precios de consumo y en el segundo 
caso con la situación económica cambiante en los continentes y países, por 
sus sistemas económicos dependientes del mercado, con políticas de 
inversión en los fondos en riesgos financieros estáticos o con sistemas de 
ahorro forzoso que garanticen los sistemas de jubilación. Igualmente el 
problema demográfico impacta los sistemas pensiónales de países en donde 
día a día aumenta la cantidad de personas que ingresan a ese rango de 
inactividad y son menores las activas o las que contribuyan con la producción 
o generen un ingreso activo a la economía.  
 
La seguridad social como derecho contempla la posibilidad de transmitir o 
transferir, el monto o ingreso pensional de las personas o jubilados que 
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 fallecen, a las personas que son sus dependientes o que dependían 
económicamente de éste, situación que ha sido cambiante a raíz de 
transformaciones culturales, sociales y económicas, con fenómenos como la 
viudez  no solo frente a las mujeres, sino también de los varones, los hijos 
menores y los dependientes por estudio o por la condición de discapacidad o 
invalidez permanente o vitalicia.  La normativa en estos casos ha venido 
cambiando y ajustando requisitos frente a los cónyuges o compañeros, 
exigiendo términos de consolidación de las relaciones maritales y una edad 
mínima que permita al beneficiario que no la cumpla, adquirir el derecho 
temporalmente para cotizar al tiempo a un derecho pensional propio. 
 
Los Convenios 102 y 128 de la OIT plantean unos periodos de cotización 
mínimo de cinco años para poderse sustituir el derecho pensional, pero en la 
práctica muchos países implementan varios requisitos adicionales. 
Igualmente en estos instrumentos se establecen parámetros para fijar el 
monto o porcentaje de esta prestación económica de la sustitución con 
cálculos que varían por el termino de cotización del afiliado, el número de 
hijos, la edad probable del cónyuge o compañero sobreviviente, etc.  
 
 
1.3  La invalidez y la protección del estado 
 
 
El tratadista Dr. GERARDO ARENAS MONSALVE describe la condición de 
invalidez por encima de la definición legal como “una de las contingencias más 
dolorosas y frustrantes para el ser humano. La capacidad de locomoción y la plenitud de las 
condiciones físicas y síquicas son tan necesarias para llevar una vida normal, tanto en el 
plano individual como en la relación social, que la pérdida o disminución de esas 
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 capacidades y funciones afecta en el ser humano en forma dramática el concepto de sí 




El tema de la pensión de invalidez ha sido estudiado ampliamente y es de 
gran importancia en la investigación que se planeta y uno de los 
componentes de dicha prestación tiene que ver con el riesgo amparado por 
el sistema o el origen de la condición invalidante, cuando se consagra “Las 
normas de seguridad social establecen la pensión de invalidez tanto por riesgo común como 
por riesgos profesionales: Dentro del ámbito de la pensión de invalidez la premisa en 
muchas ocasiones va a ser el riesgo
28
”.   
 
La temática de la invalidez, su calificación o determinación cuando concurren 
varias contingencias de cualquier origen y el derecho pensional que de ella 
se desprende ha recorrido un largo camino no solo a nivel doctrinal sino 
jurisprudencial encontrando en éste último componente variadas sentencias 
que muestran el camino tortuoso que se ha recorrido sobretodo en el tema 
de preexistencias o de la fecha de estructuración de la misma al plantearse 
“En síntesis, es válido resaltar que es un parámetro común en las disposiciones citadas para 
que se cause el derecho a la pensión de Invalidez que la pérdida de capacidad laboral se 
haya producido luego de haberse aportado al régimen respectivo un determinado número de 
semanas. Por tanto la invalidez preexistente al momento de la afiliación o la producida 
durante un determinado tiempo en que se haya dejado de cotizar, previsto legalmente, no da 




La  posición de la instancia de cierre en la jurisdicción ordinaria no se 
encontraba armonizada a las nuevas tendencias de reconocimiento del 
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 derecho a la seguridad social de personas con limitación o cierta 
discapacidad que se generó con la expedición de normas protectoras de ésta 
población y de diversos fallos de la Corte Constitucional. 
 
El trasfondo del problema de investigación se deriva de la incapacidad de 
desarrollar labores y ya ALMANZA PASTOR en su obra sobre la seguridad 
social se refirió al tema al  afirmar que “La incapacidad laboral como contingencia 
protegida, en cambio, se sitúa en la relación jurídica de seguridad social y se regula por esta 
normativa específica
30”, tomando el autor en cita la Invalidez como una etapa 
avanzada de la incapacidad y que define: 
 
“La expresión  invalidez, por el contrario, reviste mayor especificidad, como una categoría de 
incapacidad, toda vez que la falta de medios psicosomáticos requiere las siguientes 
concreciones, referidas a la seguridad social contributiva: 
 
- Ha de ser patológica, no fisiológica, razón por la que de ella se excluye, y a 
la vez se distingue, de la vejez y de la minoría de edad. 
- Se refiere a incapacidad sobrevenida, en cuanto contingencia propia del 
trabajador que desarrolla o ha desarrollado una actividad laboral. 
- Normalmente hace referencia a incapacidades superiores a la transitoria 
(provisional o permanente) y alude a una consideración de mayor gravedad que 
la incapacidad. 
- Por último es explicable que en la terminología legal se hable escuetamente 
de la contingencia de “invalidez”, porque su mayor concreción le permite 




En la legislación de seguridad social Chilena, tan parecida a la nuestra por 
tener un sistema de aseguramiento, no se establece la calificación integral, 
sino la doble calificación y un periodo de invalidez temporal mientras se 
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 define el origen de la contingencia, como se aprecia en la siguiente estudio: 
“El primero tiene que lugar cuando el afiliado sufre una contingencia, otorgándole-en el caso 
de declararlo invalido-el derecho a la pensión de invalidez total o parcial a contar de la fecha 
de la declaración, por un periodo aproximado de tres años. De existir dudas respecto de la 
legislación aplicable a la contingencia invalidante, sobre si corresponde al régimen de 
accidentes de trabajo o al sistema de pensiones, se debe solicitar el pronunciamiento de la 
Superintendencia de seguridad social. El segundo dictamen es emitido sobre la base de la 
reevaluación de la invalidez del beneficiario, en el plazo de tres años contados desde la 




Lo que verdaderamente impulsa la investigación es el análisis tanto 
constitucional como legal y en este último componente normativo la escasa o 
casi nula regulación de la calificación integral de la invalidez y la posibilidad 
de la pensión mixta o con un origen dual en nuestro país. Igualmente vale la 
pena destacar el avance a nivel de la jurisprudencia que en el tema viene a 
llenar el vacío y a establecer reglas aplicables en los casos a resolver y que 
dicho precedente se debe generalizar a todos los calificadores y operadores 
jurídicos. 
 
Papel importante como se menciona el de la jurisprudencia ya que “La misión 
del Juez no puede limitarse a la simple operación mecánica de aplicar la ley a casos 
concretos y a producir fallos que se ajustan con mayor o menor exactitud  al esquema 
teórico del silogismo, sino que su función verdaderamente trascendental es la de interpretar 





Parte de la discusión de la investigación es distinguir si existe ya con los 
pronunciamientos de las altas cortes un precedente vinculante o si es solo 
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 indicativa o si por el contrario ya existe una verdadera línea jurisprudencial 
teniendo en cuenta la existencia de decisiones sobre constitucionalidad, de 
donde parte el concepto de la calificación integral de la invalidez, para luego 
aparecer fallos de tutela que aclaran lo referente al origen y fecha de 
estructuración de la invalidez, para recientemente aparecer un importante 
fallo de la corte de cierre en la jurisdicción laboral sobre la pensión de 
invalidez. 
 
Un estudioso de la temática nos plantea “La discusión en Colombia sobre el tema 
sigue abierta: la Corte Constitucional ha avanzado decisivamente en el esfuerzo de tener un 
sistema de derecho constitucional donde el precedente vinculante sea definitivo. Igual 





Al respecto la Corte Constitucional frente a la invalidez como derecho no 
fundamental por la clasificación Constitucional  puede adquirir dicho rango: 
“Además en reiterada jurisprudencia, esta Corporación ha considerado que la pensión de 
invalidez, que es una expresión del derecho a la seguridad social, puede adquirir el rango de 
fundamental cuando su “titularidad se predica de personas de la tercera edad (sentencias T-





Sobre la naturaleza del derecho a la pensión de invalidez como derecho y la 
condición del afectado, la Corte igualmente en reiterados fallos ha 
manifestado: “La pensión de invalidez es un derecho de creación legal que deriva 
directamente de la Constitución (art. 25, 48 y 53), con el cual se “busca compensar la 
situación de infortunio derivada de la perdida de la capacidad laboral, mediante el 
otorgamiento de unas prestaciones económicas y de salud, cuya característica fundamental 
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 es su condición de esenciales e irrenunciables”. En este contexto, la Jurisprudencia de la 
Corte Constitucional ha señalado que este derecho, que en principio es subjetivo ordinario, 
puede adquirir el rango fundamental sólo en el evento en que se encuentre directa e 
inmediatamente relacionado con derechos que ostenten el carácter de fundamentales
36
”.      
 
 
1.4 La seguridad social y su consagración normativa 
 
 
1.3.1 Normas internacionales:  La Seguridad Social como derecho en 
diversas regulaciones internacionales es muy amplia y deviene de varias 
fuentes, organizaciones y normas, que en principio no son obligantes pero si 
representan el compromiso de los Estados a cumplir y desarrollar 
internamente mediante su legislación,  que se condensan así: 
 
 DECLARACION UNIVERSAL DE LOS DERECHOS 
HUMANOS: Adoptada en 1948 por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas ONU. 
 
 CONVENIO 102 de la ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL 
TRABAJO OIT de 1958, denominada por algunos la norma mínima 
sobre la Seguridad Social y expedida por la Conferencia General de la 
Organización busca delimitar el derecho a la seguridad social y el 
compromiso de los países miembros, con los servicios de asistencia 
médica, garantizar prestaciones económicas durante la contingencia, 
cuando se presenta dicha prestación para asalariados deberá hacerse 
un pago periódico y durante el periodo de calificación para evitar 
abusos, los artículos 30 y subsiguientes contemplan las prestaciones 
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 cuando se presentes accidentes de trabajo y enfermedades laborales 
buscando compensar la pérdida parcial o total de la capacidad o 
disminución correspondiente de las capacidades físicas, el derecho a 
dichas prestaciones puede quedar condicionado a la presunción, 
conforme a la legislación nacional, de que es incapaz de subvenir a 
sus propias necesidades. En los artículos 53 y subsiguientes en los 
siguientes términos:   
 
  “La contingencia cubierta deberá comprender la ineptitud para 
ejercer una   actividad profesional, en un grado prescrito, cuando sea 
probable que esta ineptitud será permanente o cuando la misma 
subsista después de cesar las prestaciones monetarias de 
enfermedad” 
 
 CONVENIO 128 de la ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL 
TRABAJO OIT de 1967, sobre las prestaciones de Invalidez, Vejez y 
Sobrevivencia, y se destaca frente al tema de la invalidez que “ La 
contingencia cubierta deberá comprender la incapacidad para ejercer 
una actividad lucrativa cualquiera, en un grado prescrito, cuando sea 
probable que esta incapacidad será permanente o cuando subsista a 
la terminación de un período prescrito de incapacidad temporal o 
inicial…La prestación mencionada en los artículos 10 y 11 deberá 
concederse durante toda la duración de la contingencia o hasta que 
sea sustituida por la prestación de vejez…proporcionar servicios de 
readaptación profesional que, cuando sea posible, preparen a una 
persona incapacitada para reanudar sus actividades anteriores o, si 
esto no fuera posible, para ejercer otra actividad lucrativa que se 
adapte en la mayor medida posible a sus calificaciones y aptitudes” 
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  CONVENIO 159 de la ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL 
TRABAJO OIT de 1967, sobre la condición de invalidez incorporado a 
nuestra legislación interna mediante la Ley 82 de 1988:  “ A los efectos 
del presente convenio, se entiende por “persona Invalida” toda 
persona cuyas posibilidades de obtener y conservar un empleo 
adecuado y de progresar en el mismo quedan substancialmente 
reducidas a causa de una deficiencia de carácter físico o mental 
debidamente reconocida. 
 
 PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS ECONOMICOS 
SOCIALES Y CULTURALES, proferido al interior de la ONU, adoptado 
por la Asamblea General en 1966 y con entrada en vigor en 1976, que 
en el artículo 12 plantea el derecho a la salud como parte de la 
seguridad social así: 
 
“1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona 
al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental. 
2. Entre las medidas que deberán adoptar los Estados Partes en el Pacto a fin de 
asegurar la plena efectividad de este derecho, figurarán las necesarias para: 
a) La reducción de la mortinatalidad y de la mortalidad infantil, y el sano desarrollo 
de los niños; 
b) El mejoramiento en todos sus aspectos de la higiene del trabajo y del medio 
ambiente; 
c) La prevención y el tratamiento de las enfermedades epidémicas, endémicas, 
profesionales y de otra índole, y la lucha contra ellas; 
d) La creación de condiciones que aseguren a todos asistencia médica y servicios 




 PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y 
POLITICOS, proferido al interior de la ONU, adoptado por la Asamblea 
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 General en 1966 y con entrada en vigor en 1976, se establecen 
derechos como la Igualdad que en su artículo 26 reza: “Todas las 
personas son iguales ante la ley y tienen derecho sin discriminación a 
igual protección de la ley. A este respecto, la ley prohibirá toda 
discriminación y garantizará a todas las personas protección igual y 
efectiva contra cualquier discriminación por motivos de raza, color, 
sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier índole, origen 
nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra 
condición social” 
 
 DECLARACION DE DERECHOS DE LOS IMPEDIDOS de 
1975 de la ONU, estableció dentro de sus consideraciones: 
 
“1. El término "impedido" designa a toda persona incapacitada de subvenir por  
sí misma, en su totalidad o en parte, a las necesidades de una vida individual  
o social normal a consecuencia de una deficiencia, congénita o no, de sus  
facultades físicas o mentales; 2. El impedido debe gozar de todos los derechos 
enunciados en la presente Declaración. Deben reconocerse esos derechos a todos 
los impedidos, sin excepción alguna y sin distinción ni discriminación por motivos de 
raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de otra índole, origen 
nacional o social, fortuna, nacimiento o cualquier otra circunstancia, tanto si se 
refiere personalmente al impedido como a su familia; 3. El impedido tiene 
esencialmente derecho a que se respete su dignidad humana. El impedido, 
cualesquiera sean el origen, la naturaleza o la gravedad de sus trastornos y 
deficiencias, tiene los mismos derechos fundamentales que sus conciudadanos de la 
misma edad, lo que supone, en primer lugar, el derecho a disfrutar de una vida 




 PROGRAMA DE ACCION MUNDIAL PARA LAS PERSONAS 
CON DISCAPACIDAD,  promovido por la ONU, precedente importante 
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 para la concepción integral de la discapacidad y dentro de sus 
aspectos señala en el Literal A. Objetivos No. 1: “El propósito es 
…promover medidas eficaces para la prevención de la discapacidad y 
para la rehabilitación y la realización de sus objetivos de igualdad y de 
plena participación de las personas con discapacidad en la vida social 
y el desarrollo…”  
 
 RESOLUCION 48 de 1996 de la ONU, denominada NORMAS 
UNIFORMES SOBRE LA IGUALDAD DE OPORTUNIDADES PARA 
LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD, la cual reconoce la 
discapacidad en sus causas, consecuencias y en la forma como se 
asumen las condiciones de índole económica, social y cultural, y 
señala además: “  Art 8. Ítem 4. Los sistemas de seguridad social 
deben prever incentivos para restablecer la capacidad para generar 
ingresos de las personas con discapacidad.  Dichos sistemas deben 
proporcionar formación profesional o contribuir a su organización, 
desarrollo y financiación.  Asimismo, deben facilitar servicios de 
colocación y el Numeral 15. La finalidad de esas normas es garantizar 
que niños y niñas, mujeres y hombres con discapacidad, en calidad de 
miembros de sus respectivas sociedades, puedan tener los mismos 
derechos y obligaciones de los demás. En consecuencia, y 
destacando las responsabilidades de los Estados y la necesidad de la 
participación de las personas con discapacidad y organizaciones que 
las representan, se señalan reconocimientos que conducen a la 
igualdad en la participación y en las oportunidades para las personas 
con discapacidad en el conjunto de actividades de la vida social del 
contexto en que se vive. 
 
 
Universidad Nacional de Colombia 
Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales 
Maestría en Derecho – Área de Profundización en Derecho del Trabajo y Seguridad Social 




  CONVENIO 159 DE 1983 DE LA OIT, “Sobre la Readaptación 
Profesional y el Empleo de Personas Invalidas” y la 
RECOMENDACIÓN 168 de 1993, mediante las cuales se propende 
para que la persona con discapacidad, tenga la oportunidad de un 
empleo adecuado y se promueva la integración o la reintegración de 
ella en la sociedad con participación de la colectividad. El convenio 
159 de la OIT en el artículo 4 establece que dicha política se basará 
en el principio de igualdad de oportunidades entre los trabajadores 
inválidos y los trabajadores en general. Deberá respetarse la 
igualdad de oportunidades y de trato para trabajadoras inválidas y 
trabajadores inválidos. Las medidas positivas especiales 
encaminadas a lograr la igualdad efectiva de oportunidades y de 
trato entre los trabajadores inválidos y los demás trabajadores no 
deberán considerarse discriminatorias respecto de estos últimos39. 
 
 CONVENCION INTERAMERICANA PARA LA ELIMINACION 
DE TODAS LAS FORMAS DE DISCRIMINACION CONTRA LAS 
PERSONAS CON DISCAPACIDAD DE LA Organización de Estados 
Americanos OEA, suscrita en la Ciudad de Guatemala, Guatemala el 7 
de junio de 2999, y cuyos objetivos consagrados en el artículo II, son 
“la prevención y eliminación de todas las formas de discriminación 
contra las personas con discapacidad y propiciar su plena integración 
a la sociedad”, norma mediante la cual los Estados se comprometen a 
“Adoptar las medidas de carácter legislativo, social, educativo, laboral 
o de cualquier otra índole, necesarias para eliminar la discriminación 
contra las personas con discapacidad y propiciar su plena integración 
en la sociedad…”   La Convención se materializó o aprobó en nuestro 
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 ordenamiento Jurídico a través de la Ley 762 de julio 13 de 2002.  De 
hecho la Honorable Corte Constitucional declaro su exequibilidad 40. 
 
 
1.4.2 Normas Nacionales 
 
 
La norma por excelencia que contiene los Derechos y garantías de las 
personas y en donde se establecen los parámetros de la Dignidad, el trabajo 
y Seguridad Social y la protección a los disminuidos físicos es la Constitución 
Política de 1991, derechos que deben concordarse con el principio de ser 
nuestro país un Estado Social de Derecho consagrado en el preámbulo.  
 
Los principales artículos de la Constitución son los siguientes: 
 
 “Articulo 13; ”…El Estado protegerá especialmente a las personas que por 
su condición, física o mental, se encuentren en circunstancias de debilidad 
manifiesta y sancionara los abusos o maltratos que contra ellos se cometan”. 
 
 Artículo 25: hace referencia al Trabajo en condiciones de dignidad, como 
derecho y obligación social. 
 
 Artículo 47: “El Estado adelantará una política de prevención, rehabilitación e 
integración social para los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos, a quienes se 
les prestara la atención especializada que requieran.” 
 
 Artículos 48 y 49: en los cuales se establece la seguridad social como 
derecho irrenunciable y obligatorio para todos los habitantes del territorio, así como 
un servicio público a cargo del Estado, garantizando además los servicios de 
promoción, protección y recuperación de la salud; a tener pensión, con reajustes 
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 periódicos, como mínimo el salario mínimo mensual vigente y protección frente a los 
riesgos laborales. 
 
 Artículos 52, 67 y 70 estableciendo el derecho de todas las personas a la 
recreación y al deporte; a la educación y el acceso a la cultura. 
 
 Artículo 366: El cual señala que “el bienestar y el mejoramiento de la calidad 
de vida de la población son finalidades sociales del Estado y que será objetivo 
fundamental de su actividad la solución de las necesidades insatisfechas de salud, 
de educación, de saneamiento ambiental y de agua potable. Para tales efectos, en 
los planes y presupuestos de la Nación y de las entidades territoriales, el gasto 




En el contexto de la seguridad social como derecho y servicio público se 
plantea que todas las personas que sufren una disminución o mengua en su 
salud y posean una pérdida de capacidad laboral, podrán solicitar una 
calificación integral y buscar su pensión de invalidez, todo lo anterior 
atendiendo los principios que sobre la seguridad social estable la 
Constitución. 
 
Ley 100 de 1993, por la cual se crea el sistema general de la seguridad 
social integral SGSSI y se dictan otras disposiciones, en materia del sistema 
pensional, consagro dos regímenes que son el de prima media con 
prestación definida y el de ahorró individual con solidaridad, en los cuales se 
ampara el riesgo de invalidez.  En el régimen que maneja el Seguro social en 
el Libro I, Capítulo III del artículo 38 que consagra la Pensión de Invalidez por 
riesgo Común.  
 
En la norma se define el Estado de Invalidez, para considerar a la persona 
que por cualquier causa no profesional, hubiere perdido el 50% o más de su 
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 capacidad laboral. Se establecen los requisitos para la pensión de invalidez, 
así como los montos y la calificación del estado de invalidez. Frente a los 
requisitos la Ley 797 de 2003 incorpora algunos requisitos adicionales en 
cuanto a las semanas acreditadas de cotización exigiendo una figura de 
fidelidad al sistema para la Invalidez causada por enfermedad,  de al menos 
20% del tiempo transcurrido entre el momento que cumplió 20 años de edad 
y la fecha de la primera calificación del estado de Invalidez, y la causada por 
accidente traía la misma regla, que fue declarada Inexequible por la 
Honorable Corte Constitucional42. 
 
Frente a la determinación de la pérdida de capacidad laboral y grado de 
invalidez que consagraba el articulo 41 y el cual ha sido modificado por 
diferentes normas, entre ellas las normas anti tramites expedidas por el 
Congreso de la Republica y la Presidencia de la Republica respectivamente, 
Ley 962 del 8 de julio de 2005 por la cual se dictan disposiciones sobre 
racionalización de trámites y procedimientos administrativos de los 
organismos y entidades del Estado y de los particulares que ejercen 
funciones públicas o prestan servicios públicos  y el Decreto Ley 019 de 2012 
por la cual se dictan normas para suprimir o reformar regulaciones, 
procedimientos y trámites innecesarios existentes en la administración 
pública.  
 
En la normativa anterior (Ley 100 de 93) en lo referente a los Riesgos 
Profesionales en los artículos 249 a 256 se trató tangencialmente el tema y 
se delegó en el gobierno nacional la constitución y desarrollo del Sistema 
General de Riesgos Profesionales. Sin embargo en el artículo 251 se refiere 
a PENSIONES DE INVALIDEZ INTEGRADAS para establecer que en el 
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 Régimen de Ahorro Individual con solidaridad los seguros para amparar la 
Invalidez por riesgos común y la invalidez por accidente de trabajo o 
enfermedad profesional, podrán ser contratados de manera conjunta con la 
misma compañía de seguros, cuando exista consenso entre los trabajadores 
y empleadores. 
 
En estos casos, contempla la norma, el amparo para el riesgo de invalidez 
por accidente de trabajo o enfermedad profesional deberá ser equivalente o 
superior, al otorgado por el seguro de accidente de trabajo o enfermedad 
profesional al cargo del Instituto de Seguros Sociales.  El Decreto 1294 de 
1994 reglamentario de la Ley que estableció el SGSSI, crea la posibilidad de 
autorizar a entidades sin ánimo de lucro para que asuman los riesgos 
derivados de accidentes de trabajo y enfermedad profesional, con las 
coberturas existentes en riesgos profesionales. 
 
Sin embargo esa figura establecida en la Ley citada no corresponde a las 
pensiones de invalidez que se deban reconocer a personas que en el 
componente de la pérdida de capacidad laboral, ésta sea superior al 
cincuenta por ciento (50%) con un doble origen, sea por que tengan una 
enfermedad congénita o sea adquirida por cualquier causa diferente a lo 
laboral y posteriormente sufra un accidente de trabajo o a contrario censu, 
sufra una accidente común que le genera una perdida y luego padezca una 
enfermedad de origen laboral. 
 
El Decreto 1295 de 1994, proferido por el Ministerio de Gobierno y  por el 
cual se determina la organización y administración del Sistema General de 
Riesgos Profesionales, se define el mismo, se incorpora al sistema la 
normativa vigente el Salud Ocupacional, se definen las contingencias de 
accidente de trabajo y enfermedad profesional, se determinan los afiliados y 
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 la vinculación y cotización, se crean las administradoras de riesgos 
profesionales ARP, entre ellas el Seguros Social y  entidades aseguradoras 
de vida con autorización de la Superintendencia Bancaria para la explotación 
del ramo de seguro de riesgos profesionales,  encargadas de la 
administración del sistema, el manejo  de las prestaciones asistenciales y 
económicas y lo referente al control, sanciones y la creación del fondo de 
riesgos profesionales.  
 
Varios de los artículos del decreto anteriormente citado, ente ellas las 
definiciones de las contingencias, los afiliados y el ingreso base de 
liquidación ente otros temas, fueron declarados inexequibles por la 
Honorable Corte Constitucional, al considerar que el Gobierno Nacional se 
excedió en las facultades otorgadas por el Congreso de la Republica43. 
 
La Ley 361 de 1997 que señala la implementación de mecanismos de 
integración social de las personas de las personas con limitación, para tal 
efecto las entidades promotoras de salud incluirán en su plan obligatorio de 
salud las acciones encaminadas a la detención temprana y la intervención 
oportuna de la limitación. Igualmente en la norma se dan beneficios 
tributarios a las empresas o empleadores que contraten a la población con 
discapacidad. De otro lado la norma limita la terminación de los contratos de 
los trabajadores por su condición de discapacidad o limitación de salud, 
estableciendo la necesidad de acudir a la autoridad administrativa para 
solicitar el permiso para terminar la relación laboral. 
 
El Decreto 917 de 1999, proferido por el Presidente de la Republica y por el 
cual se modifica el decreto 692 de 1995 que consagra el Manual Único de 
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 Calificación de Invalidez (MUCI), es el instrumento que de una forma técnica 
arroja el porcentaje de pérdida de capacidad laboral de cualquier origen, 
determinando como criterios la DEFICIENCIA, la DISCAPACIDAD y la 
MINUSVALIA, con un porcentaje máximo en cada uno de ellos, con la 
formula y las tablas respectivas. En esta norma igualmente se establece 
como componente de la calificación, la fecha de estructuración como aquella 
que se genera en el individuo una perdida en su capacidad laboral sea 
temporal o definitiva, que puede ser anterior o la fecha de la calificación y 
que deberá estar documentada en la historia clínica, los exámenes clínicos o 
de ayuda diagnostica. 
 
El Decreto 2463 de 2001, proferido por el Presidente de la Republica, por el 
cual se reglamenta la integración, financiación y funcionamiento de las 
Juntas de Calificación de Invalidez, establece lo referente a la calificación de 
la pérdida de capacidad laboral, el origen, el tramite en cada una de las 
instancias y lo referente a los miembros, la idoneidad y requisitos para 
pertenecer a las Juntas, tanto regionales como nacional, los impedimentos y 
recusaciones, los honorarios y el manejo administrativo de éstas entidades.   
 
Tanto el “Manual Único de Calificación de Invalidez (En adelante MUCI)”, 
como la norma de Juntas relacionada anteriormente, no contemplan la 
posibilidad o la obligatoriedad de calificar integralmente o por todas las 
afectaciones o patologías al paciente, solo a determinar un origen, único en 
el dictamen, la pérdida de capacidad laboral de acuerdo a los componentes 
antes mencionados (Deficiencia, Minusvalía y Discapacidad) y la fecha de 
estructuración o de la perdida permanente parcial o de la invalidez, según la 
solicitud que eleven las entidades, los particulares o las entidades 
administrativas o judiciales que acuden a la Junta sea directamente o como 
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 instancia de decisión cuando hay inconformidad a la valoración hecha por las 
entidades competentes. 
 
El Congreso de la Republica expidió la Ley 776  de 2002, por la cual se 
dictan normas sobre la organización, administración y prestaciones del 
Sistema General de Riesgos Profesionales,  que consagra el estado de 
invalidez en el artículo 9,  para las personas que por causa de origen 
profesional hubiese perdido el cincuenta por ciento (50%) o más de su 
capacidad laboral de acuerdo con el Manual Único de Calificación de 
Invalidez vigente a la fecha de la calificación,  entre otras prestaciones 
económicas que consagra el artículo 10. 
 
 En la Ley 776 de 2002 es donde en el artículo primero que trata sobre el 
derecho a las prestaciones de los afiliados al Sistema de Riesgos 
Profesionales que sufra un accidente de trabajo o una enfermada profesional 
o como consecuencia de ellos se incapacite, se invalide o muera y en el 
parágrafo primero, estableció que la existencia de patologías anteriores no 
es causa para aumentar el grado de incapacidad, ni las prestaciones que 
corresponden al trabajador. Es en esta norma que consagra una especie de 
“preexistencias” de donde parte el tema de la CALIFICACION INTEGRAL, 
luego de la Inexequibilidad de que es materia por el máximo tribunal 
Constitucional44. 
 
La Ley 1562 de 2012 por la cual se modifica el sistema de riesgos laborales y 
se dictan disposiciones en materia de salud ocupacional, definiendo las 
contingencias del accidente de trabajo y enfermedad laboral, estableciendo 
los afiliados forzosos y voluntarios al sistema, el ingreso base de liquidación; 
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 el monto de las cotizaciones al sistema y efectos de no pago; la supervisión 
de empresas de alto riesgo; el fortalecimiento y prevención de los riesgos 
laborales en las micro y pequeñas empresas; Los servicios de promoción y 
prevención; La modificación del fondo de riesgos laborales; Las Juntas de 
Calificación de Invalidez; las sanciones por incumplimiento; La garantía de 
calidad en salud ocupacional y finalmente la creación del sistema especial de 
inspectores de trabajo entre otros temas. 
 
El Congreso de la Republica expidió la Ley 1346 de 2009 que aprueba la 
“convención sobre los derechos de las personas con discapacidad”, 
adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas del 13 de 
diciembre de 2006, que busca entre otras cosas la accesibilidad a los 
servicios de salud, al entorno físico a la calificación o determinación en su 
condición para que puedan gozar de los derechos humanos en condiciones 
de dignidad y principalmente a la seguridad social y al componente pensional 
para lograr su subsistencia. 
 
El Congreso de la Republica profirió la Ley estatutaria 1618 de 2013, por 
medio de la cual se establecen las disposiciones para garantizar el pleno 
ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad, haciendo 
aplicable los compromisos internacionales incorporados a la legislación 
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2. LA CALIFICACION DE LAS CONTINGENCIAS Y DE LA INVALIDEZ 
EN NUESTRO ORDENAMIENTO 
 
 




La valoración del origen como de la pérdida de capacidad laboral del 
individuo es un proceso técnico que requiere de conocimientos médicos-
científicos y con el agregado normativo para definir el origen de las 
contingencias. La valoración del daño a la persona no es algo nuevo, como 
se evidencia en la preocupación que se ha suscitado en todas las 
sociedades desde tiempos muy remotos. Es evidente y conocido que la 
evaluación del daño a la persona es un difícil problema de orden jurídico con 
importantes repercusiones médico-legales que, ya desde la antigüedad, ha 
planteado un atractivo reto a todos los profesionales implicados en este tipo 
de actuaciones45. 
 
La calificación del origen de las contingencias y la determinación de la 
invalidez es un componente de lo que se ha denominado por la doctrina 
como “valoración del daño corporal”. Dicha valoración plantea a quien 
corresponde la responsabilidad de asumir el reconocimiento y pago de 
prestaciones, así como la posibilidad de compensar el daño  sea material e 
inmaterial del afectado. Parte importante de la valoración del daño, sea para 
prestaciones dentro de los sistemas de aseguramiento o para establecer 
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 montos indemnizatorios que compensen el daño es la determinación inicial 
de la contingencia, es decir establecer si es accidente o enfermedad, 
seguidamente el origen de la misma y por ultimo forma técnica establecer la 
afectación a la salud de la persona.  
 
El Dr. JOSE OJEDA GIL, en un interesante estudio sobre las generalidades 
médicas en la  valoración del daño, establece que… “en dicha valoración médica 
se incluyen una serie de actuaciones realizadas por los facultativos, dirigidas a conocer 
exactamente las consecuencias que un suceso traumático determinado, muchas veces 
accidental o una patología, ha tenido sobre la integridad psico-fisica de una persona.  Y 
entonces, tenemos que obtener una valoración final que permita al juzgador establecer las 
consecuencias exactas del mismo: penales, laborales, económicas, en relación con la familia 




El anterior autor hace una breve reseña histórica de la valoración del daño 
corporal que comienza en el año 2050 antes de Cristo, con la ley de Ur 
Nammu o Tablas de Nippur (Sumerias), en donde se establece una 
reparación proporcional al valor perdido. Si bien el primer tratado completo 
corresponde al Código de Hammurabi, artículos 196 a 2001, basados en la 
ley del talión; donde se trata la reparación del daño físico, haciendo 
diferencia entre el hombre libre o liberto, donde se aplica la Ley del Talion, 
donde la indemnización se realiza a tanto alzado y el esclavo, donde se 
compensa en función del valor del esclavo. En el pueblo Hitita existen las 
Tablas de Bognazkeny, semejantes a las de Nippur. Las Tablas de Moisés 
establecen unas normas y unos principios pensados para el médico en 
ejercicio de su profesión. Sin embargo es las Sagradas Escrituras en donde 
aparecen las primeras referencias escritas de la valoración del daño, en 
libros como el éxodo se referencia el daño estético, en el levítico las 
diferencias más relevantes de deformidad.   
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El tema de la valoración del daño se encuentra luego en las Leyes de Platón, 
a quien se debe la indemnización del daño estético (Libro IX). Se definía lo 
que se consideraba invalido (cobraba tres minas de oro), le pagaba el estado 
en forma de renta. Se ha establecido que en ésta época (Hernández Cueto 
1995) por Esquines y Demóstenes que los médicos comparecían como 
testigos ante los jurados para dar a conocer su dicho sobre la existencia y 
gravedad de las heridas. En las leyes Romanas, Ley de las XII tablas 
inicialmente se mantiene la influencia de la ley del Talión, pasando luego a la 
reparación económica del daño. Es ya en el Digesto que reforma el Corpus 
Iuris Civilis donde se recogen disposiciones sobre las lesiones, la reparación 
del daño corporal, se valora el perjuicio patrimonial y la noción de 
incapacidad temporal.  
 
Aparece luego la figura del médico perito por Carlomagno en sus 
capitulaciones, por Godofredo de Bullon en el código de Jerusalén en el año 
1100;  Por el Papa Inocencio III y Gregorio IX, en las decretales que exigía la 
opinión médica en los casos de lesiones, en Francia en los siglos XI y XII, y 
en las Leyes normandas del siglo XIII en donde se precisaba la revisión y 
valoración de las lesiones. En España durante el siglo VI, las penas 
pecuniarias son frecuentes, revistiendo muchas veces la forma de tarifas del 
precio de la sangre (fuero viejo, Madinaceli, de Plasencia y el Fuero Real de 
1255).   
 
El Rey Juan de Castilla crea la figura de los protomedicatos, médicos 
examinadores, que reconocían tanto la suficiencia de los aspirantes a 
médicos, vigilar el ejercicio de la profesión, realizar exámenes médicos a los 
esclavos, asesorar a la justicia en el orden médico legal  y demás, institución 
que inicialmente fue de España y luego se extendió por el Nuevo Mundo 
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 (protomedicato del Perú y del Rio de la plata). En la madre patria se crea 
mediante el Real Decreto del 28 de agosto de 1855 el Cuerpo Nacional de 
Médicos Forenses, desarrollándose toda una ciencia de la baremología con 
autores y doctrinantes como Blaz Aznar, Pet Petino, Royo Vilanova, López 
Gómez y otros.  
 
El método de evaluación de la invalidez así como de la pérdida de capacidad 
laboral  se ha denominado baremo, que ha sido definido por la real academia 
de la lengua española como un cuadro gradual establecido 
convencionalmente para evaluar los méritos personales, la solvencia de las 
empresas, o los daños derivados de accidentes o enfermedades. La 
valoración del daño corporal como lo afirma OJEDA indica que  “es un todo”, 
lo que quiere decir que hay que hacer un estudio de todas aquellas lesiones 
que pudiera padecer el paciente, y que será el resultado del balance 
biológico personal del antes y después del accidente o patología sufrida. Las 
diferencias que existan serán consideradas como alteraciones o secuelas 
únicas o concurrentes. Sin embargo el autor distingue que la valoración es 
una tarea netamente clínica, expresión del resultado de un criterio médico, 
mientras que la calificación ha de partir del órgano administrativo o 
jurisdiccional para la cuantificación del daño.  
 
Dentro de la valoración del daño corporal se tendrá en cuenta el estado 
actual del paciente, o se podrá valorar o tener en cuenta las alteraciones 
derivadas de un estado anterior ya sea congénitas o adquiridas, siempre que 
se demuestra que después del evento o contingencia posterior se ha visto un 
agravamiento de las mismas. El profesional idóneo para valorar es el Médico 
que adquiere en dicha actividad la condición de perito, entendido éste como 
la persona que poseyendo especiales conocimientos teóricos o prácticos, 
informa bajo juramento al juzgador sobre puntos litigiosos en cuanto se 
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 relacionan con su especial saber o experiencia.  El perito, en su actuación 
según su leal saber y entender, aporta los conocimientos de su propia 
experiencia a través de los estudios realizados y la bibliografía consultada. 
 
El profesor de Medicina Legal de la Universidad Autónoma de Barcelona, 
Jordi Jorner, afirma en sus numerosos escritos que, vivimos en el momento 
de las reclamaciones que vienen una detrás de otra, tanto a nivel de 
valoraciones de daño corporal como de mala praxis. Llega un momento en 
que, al presentarse una reclamación, se produce un triángulo cuyos vértices 
están formados por el enfermo, que sabe poco o nada de leyes y medicina; 
por el médico, que no entiende la jurisprudencia; y los juristas , abogados, 
fiscales y jueces, que no dominan del todo la medicina. En estas 
circunstancias se hace necesario un pivote en el centro del triángulo capaz 
de correlacionar a los tres vértices y cuya figura reviste importancia47.  
 
El examen clínico deberá comportar todos los resultados del balance clínico 
el cual debe ser minucioso o completo, descriptivo y a la vez figurando todos 
los elementos positivos y negativos del examen y añade Dreyfus en su obra: 
“las circunstancias detalladas son no solamente útiles para informar al juez 
de los elementos constitutivos del daño funcional, residual y eventual, sino 
que sirven de base irremplazable para toda discusión ulterior, 
particularmente en agravación que sea de nuevo cometido del experto autor 
del informe inicial, o tratándose de uno de sus colegas.”48 Lo que nos 
muestra el autor es que la valoración debe obedecer a un método, que ha de 
estar encaminado a coordinar la exposición del pensamiento científico y 
técnico del experto. 
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 La calificación médica que determina o cuantifica la afectación de la persona 
es elemento importante en la valoración del daño corporal, como lo ha 
establecido el Consejo de Estado en sentencias que analizaron el daño a la 
salud al afirmar:  
“…que el daño a la salud se repara con base en dos componentes: i) uno objetivo 
determinado con base en el porcentaje de invalidez decretado y ii) uno subjetivo, que 
permitirá incrementar en una determinada proporción el primer valor, de conformidad con las 




El jurista en posterior estudio sobre el tema del daño a la salud, planteo 
citando a PEREZ que  definió el campo médico o aporte a la valoración del 
daño que: “…Significa lo anterior, que la valoración médica del daño corporal corresponde 
a la actuación clínica o médico legista dirigida a conocer exactamente las consecuencias de 
un suceso traumático determinado, sobre la integridad psicofísica y la salud de una persona, 
con la finalidad de obtener una evaluación final que permita al juzgador establecer las 




Sobre el mismo tema la experta María Teresa Criado del Rio afirma en su 
obra: 
 “la valoración médico legal del daño a la persona o de los daños personales (valoración del 
daño corporal) es una rama de la medicina legal que hacemos equivalente a la medicina 
legal de las lesiones, denominada patología forense. Este motivo es suficiente por si solo 
para hablar de “valoración médico legal”, en vez de tan solo “valoración”, pero también se 
justifica por que la valoración del daño puede entenderse desde dos puntos de vista: desde 
el ámbito médico de la valoración médico legal del daño o desde el ámbito jurídico de la 
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 La calificación o valoración médica que sirve de base para reconocer 
prestaciones dentro de los sistemas de la seguridad social, que amparan los 
riesgos de invalidez y riesgos laborales, como para estimar un posible 
perjuicio material e inmaterial sufrido por el enfermo o accidentado, es 
controversial, no obstante existir reglas, criterios, tablas, fórmulas que 
establecen un valor numérico, se presenta una cierta subjetividad dentro de 
la objetividad, toda vez que cuando es preciso valorar en dinero la vida  de 
un hombre o la función de una parte de su cuerpo, nos hallamos frente a 
valores que no consienten una concreta estimación. Ya que, todo sistema de 
determinación de valores humanos, por elaborado y perfeccionado que sea, 
adolecerá siempre del vicio de origen constituido por la imposibilidad de 
valorar exactamente bienes insustituibles y no reducibles en dinero como la 
vida y la salud52.  
 
En nuestro entorno valorar la condición de salud de la persona, que ha 
sufrido contingencias sea de origen común o profesional o de ambos, sea 
para aplicar a prestaciones dentro del sistema de seguridad social, pensional 
o de riesgos laborales o para buscar indemnizaciones es absolutamente 
necesario y en reciente publicación las medicas Ligia Montoya Echeverri y 
Martha Lucia escobar Pérez, advirtieron: “El sistema de seguridad social de 
Colombia, contempla prestaciones asistenciales y económicas para la compensación de 
daños a la salud, además de la inclusión de algunas poblaciones vulnerables, entre ellas las 
personas con discapacidad. Para valorar quienes pueden acceder a estos beneficios, el 
sistema actual ordena la aplicación del Manual Único para la Calificación de la Invalidez, que 
es un desarrollo posterior a los primeros métodos de evaluación que existieron en nuestro 
país. Estas herramientas han tenido una evolución acorde con el proceso de cambio del 
sistema de seguridad social y en la actualidad, en cumplimiento de la reglamentación, se 
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 gesta un nuevo manual con alcances mayores, tema de máximo interés para los médicos 




Las especialistas critican con cierta razón la normativa que consagra el 
sistema de valoración o calificación de la perdida al afirmar: “La valoración de 
la pérdida de capacidad laboral nos lleva a un concepto complejo no 
contemplado en forma clara en nuestra legislación: la invalidez profesional.  
 
Este concepto implica la valoración objetiva de la incapacidad de un 
trabajador para desempeñar su oficio por causas somáticas o mentales y se 
relaciona con la identificación y valoración de la perdida de las capacidades 
específicas para el desempeño del trabajo habitual…Esta labor es 
complicada y el daño no tiene siempre relación directa con la perdida 
porcentual o invalidez integral, por esto el concepto de invalidez profesional 
es de tipo cualitativo y no cuantitativo, lo que está en contra de la estructura 
de los baremos o escalas de medición que siempre se han usado en nuestro 
país, puesto que el concepto de invalidez en términos de ley es cuantitativo y 
se establece como la pérdida del 50% o más de la capacidad laboral.” 
 
Igualmente en su interesante artículo continúan el análisis del sistema de 
calificación implantado en nuestro país: “Un punto de discusión de los baremos es 
que son valoraciones y clasificaciones que hacen grupos de expertos, se ajustan 
periódicamente con los nuevos conocimientos o necesidades y con el uso social se 
transforman incluso, ascendiendo al nivel de leyes… Si bien es cierto los baremos o tablas 
de valoración estaban diseñados solo para evaluar a los afiliados cotizantes a la seguridad 
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 social, con el desarrollo normativo y la extensión del concepto de protección, los beneficios 




El tema de la calificación de la pérdida del patrimonio biológico de los 
individuos, también conocido como perdida funcional y más recientemente 
como perdida de la capacidad laboral con la normativa que consagra el 
sistema de seguridad social integral, es complejo e indudablemente se 
requiere el conocimiento e idoneidad de los calificadores y sobretodo en un 
tema como la calificación integral de la invalidez, que no fue consagrada 
normativamente ni para establecer una metodología en la valoración médico-
científica, ni en lo referente a la pensión de invalidez mixta o compuesta por 
los dos sistemas que aseguran la invalidez, sino que se desarrolla con los 
pronunciamientos de las altas Cortes que hay que interpretar tanto para el 
origen como para establecer la pérdida de capacidad y la fecha de 
estructuración de la invalidez. 
 
 
2.5  El dictamen que contiene la calificación 
 
 
La decisión de la valoración en donde se establece el origen de la 
contingencia, la perdida generada y la fecha de estructuración,  sea la 
realizada por el medico calificador de la entidad o los miembros de las Juntas 
de Calificación de Invalidez tanto Nacional como Regionales, es un 
documento complejo, con un componente factico, jurídico y médico, con 
ciertos requisitos establecidos en la normatividad y en donde se recoge o es 
el resultado la culminación de todo un proceso de solicitud, valoración e 
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 intervención de las partes interesadas que debe cumplir el principio de 
legalidad y el debido procedimiento y que según la jurisprudencia dicho acto 
debe ser “… los dictámenes determinantes de la invalidez, tienen una forma y 
normatividad establecida para emitirse debidamente, y se aclaró que éstos deben fundarse 
siempre en motivos de hecho y de derecho, circunstancia particular no observada en el 




La Ley 100 de 1993 estableció en los artículos 41 a 44 la forma de calificar la 
invalidez y se crearon las Juntas de Calificación de Invalidez, como 
entidades independientes conformadas por expertos que valoran en última 
instancia en sede administrativa, normas posteriormente modificadas por la 
Ley 962 de 2005; el Decreto Ley 019 de 2012 y la Ley 1562 de 2012.   Es en 
el decreto 1295 de 1994 en el artículo 47 estableció lo referente a la 
calificación de la invalidez y su origen remitiendo a la norma anteriormente 
citada (Ley 100 de 1993 artículos 41,42 y subsiguientes), agregando la 
posibilidad de que en cualquier tiempo, a solicitud de la entidad de riesgos se 
pueda revisar dicha condición. 
 
En la Ley 100 de 1993 se estableció que debía existir un manual único de 
calificación de la invalidez como herramienta para la valoración de la pérdida 
de capacidad laboral, manual ratificado posteriormente por el Decreto 1295 
de 1994 que consagra la aplicación de un “Manual de Invalidez” y la “Tabla 
de Valuación de Incapacidades”, revisable y actualizable por el gobierno 
nacional cada cinco (5) años. Sin embargo al expedirse la normativa con el 
baremo en el Decreto 692 de 1995 y el actual MUCI la estructura es la de 
Manual, cuya estructura es basada en las Guías de la Asociación Médica 
Americana versión 4ª y la Clasificación Internacional de Deficiencias, 
Discapacidades y Minusvalías de la Organización Mundial de la Salud.  
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 El Decreto 2463 de 2001 establece al respecto en el artículo 31, que los 
dictámenes deben contener las decisiones expresas y claras sobre el origen, 
fecha de estructuración y calificación porcentual de la pérdida de capacidad 
laboral así como en caso de invalidez, si la persona requiere del auxilio de 
otra u otras personas para realizar las funciones elementales de la vida.   La 
norma igual plantea que si fuere el caso determinaran a cargo de quien están 
los costos de que trata el artículo 44 de la Ley 100 de 1993 y los honorarios 
de las juntas de calificación de invalidez, redacción un tanto inconveniente, 
toda vez que el tema de costos y honorarios ya se encuentra establecido en 
la norma y no tiene sentido plantearlo nuevamente en el dictamen.  
 
En los dictámenes que se solicitan para la reclamación de subsidio familiar, 
para beneficios de la Ley 361 de 1997, subsidios del Fondo de Solidaridad 
Pensional y del Fondo de Solidaridad y Garantía, deberá contener solamente 
las decisiones sobre el grado de pérdida de capacidad laboral.   
 
La ley 962 de 2005 denominada Ley Antitramites modifico lo que inicialmente 
la Ley 100 estableció frente a la calificación, en cuanto las entidades de la 
seguridad social que asumen la competencia en primera oportunidad y las 
instancias ante las Juntas de Calificación, la conformación de las mismas y la 
responsabilidad en la calificación, esta norma a su vez fue modificada por el 
Decreto Ley 019 de 2012 que en el artículo 142 establece frente al dictamen 
sin referirse o darle esa denominación, mencionando que el acto que declara 
la invalidez que expidan las entidades encargadas de la calificación, deberá 
contener expresamente los fundamentos de hecho y de derecho que dieron 
origen a esta decisión, así como la forma y oportunidad en que el interesado 
puede solicitar la calificación por parte de la Junta Regional y la facultad de 
recurrir esta decisión ante la Junta Nacional.      
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 En la reciente Ley 1562 de 2012 se modificó lo normado en cuanto a juntas 
de calificación se refiere en el artículo 16 establece frente a la naturaleza 
jurídica que tendrán autonomía técnica y científica en los dictámenes 
periciales y que las decisiones son de carácter obligatorio, sin perjuicio de la 
segunda instancia que corresponde a la junta nacional de calificación de 
invalidez, respecto a las regionales y conforme a la reglamentación que 
determine el Ministerio de Trabajo.  
 
Difiere la Ley 1562 de 2012 a que el Ministerio de Trabajo regule entre otras 
cosas los términos y procedimientos para la expedición de los dictámenes, 
recursos y vigilancia y control. Sin embargo en el parágrafo segundo de la 
norma en cita establece que las entidades de la seguridad social y los 
integrantes de las juntas regionales y serán responsables solidariamente por 
los dictámenes que produzcan perjuicios a los afiliados o a las 
administradores del sistema de la seguridad social integral, cuando este se 
encuentre plenamente probado. Establece igualmente que las entidades de 
la seguridad social o diferentes actores del sistema tendrán la obligación de 
entregar de forma oportuna la información requerida y de la cual dispongan 
para fundamentar la calificación del origen, creando un principio de 
colaboración importante dentro del sistema para la toma de la decisión, que 
entraña establecer una condición de salud que a su vez tiene consecuencias 
económicas o prestacionales. 
 
El Dr. CORTES GONZALES en su obra sobre el Régimen de los Riesgos 
Laborales en nuestro país, afirma frente a que la expedición de los 
dictámenes periciales a su cargo en materia de pérdida de capacidad laboral, 
grado de invalidez y origen gozan de autonomía: “por lo cual no podrán ser 
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 molestadas ni intervenidas en forma alguna y será de su exclusivo resorte la adopción de las 




Cabe observar como en la normativa se establece como las valoraciones, 
calificaciones o dictámenes expedidos por las entidades de la seguridad 
social incluidas las juntas de calificación de invalidez regionales y nacional, 
tienen el carácter de un “peritaje”, o dictamen pericial, que si acudimos a la 
normativa de carácter procesal es una prueba técnica, en cuanto requiere de 
conocimientos de expertos en las diferentes ciencias médicas y con un 
componente jurídico y en donde se establece el origen, determinación de un 
porcentaje de perdida e capacidad laboral y se determina una fecha de 
estructuración de la invalidez y en donde necesariamente hay que aplicar un 
barómetro o tabla para establecer técnicamente el puntaje o calificación 
porcentual de afectación del individuo.  
 
La reciente normativa establece en el artículo 18 una adición a lo establecido 
en el artículo 142 del Decreto 019 de 2012 en cuanto a que sin perjuicio de la 
calificación en primera oportunidad, corresponde a las juntas regionales 
calificar en primera instancia la pérdida de capacidad laboral, el estado de 
invalidez y determinar su origen. A la junta nacional resolver en segunda 
instancia la controversia y agrega que la calificación se realizara con base en 
el manual único para la calificación de la invalidez, expedido por el Gobierno 
Nacional, vigente a la fecha de calificación, que deberá contener los criterios 
técnicos-científicos de evaluación y calificación de pérdida de capacidad 
laboral porcentual por sistemas ante una deficiencia, discapacidad y 
minusvalía que hayan generado secuelas como consecuencia de una 
enfermedad o accidente. 
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 La Corte Constitucional en diversos pronunciamientos establece la 
importancia del dictamen, lo técnico del mismo e inclusive el fundamento 
jurídico que debe tener, toda vez que se deben aplicar en la expedición del 
mismo, normas como el Decreto 2463 de 2001 referente al trámite, el Manual 
Único de Calificación de Invalidez, Decreto 917 de 1999, el Decreto 2265 de 
2009 que contiene el listado de enfermedades laborales, la Ley 1562 de 
2012, etc. Toda vez que de tal decisión se desprende el reconocimiento y 
pago de derechos prestacionales, como indemnizaciones y pensiones y la 
atención y rehabilitación que plantea el sistema de salud, y en decisión citada 
anteriormente establecen: “…que la importancia de los dictámenes proferidos por las 
Juntas de Calificación de Invalidez radica en que sus decisiones constituyen el fundamento 
jurídico autorizado, de carácter técnico científico, para proceder con el reconocimiento de las 
prestaciones sociales cuya base en derecho es la pérdida de la capacidad laboral de los 
usuarios del sistema de seguridad social. Como ya se dijo, el dictamen de las juntas es la 
pieza fundamental para proceder a la expedición del acto administrativo de 
reconocimiento o denegación de la pensión que se solicita. En este sentido, dichos 
dictámenes se convierten en documentos obligatorios para efectos del reconocimiento de las 




El Dictamen como lo ha dicho la Corte no puede ser simples formatos en los 
cuales se llenan para el caso los espacios en blanco, cada una de estas 
opciones deben estar fundamentadas expresamente en un criterio técnico o 
médico, y: “deben estar motivados, en el sentido de manifestar las razones que justifican 
en forma técnico-científica la decisión, lo que guarda plana correspondencia con los artículos 
31 y 9 del Decreto 2463 de 2001 que prescriben, en su orden, que estos “deben contener las 
decisiones expresas y claras sobre el origen, fecha de estructuración y calificación 
porcentual de la pérdida de capacidad laboral y los fundamentos de hecho y de derecho que 
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 Son muchas las decisiones de la Corte Constitucional que invalidan o dejan 
sin efecto la calificación que hacen las Juntas, sobre la base que se vulnero 
el debido proceso, en muchas oportunidades por no valorar al paciente, no 
exigir los documentos probatorios para definir origen o perdida como son los 
estudios de puestos de trabajo, panoramas de riesgo, no citar al paciente 
para audiencia en donde se define, no notificar en debida forma el dictamen 
o no respetarse los términos de ejecutoria o no resolverse los recursos 
cuando se interponen en tiempo.  Igualmente la Corte ha ido más lejos al 
invalidar los dictámenes, protegiendo igualmente el derecho al debido 
proceso, al considerar que se erró en la fecha de estructuración o en no 
calificarse de forma completa las patologías o contingencias. 
 
En sentencias T-858 de 2004 la Sala Novena de Revisión, T-46 de 2005; T-
108 de 2007 y T-328 de 2008, se cuestiona las decisiones o dictámenes de 
la junta, en la primera de ellas por la fecha de estructuración de la invalidez 
“por haber sido determinada sin tener en cuenta las pruebas”; y en las demás 
mencionadas por “fijar un porcentaje de capacidad laboral pues pretermitió 
algunas partes del decreto reglamentario y existían falencias en la 
motivación. En específico, indico que la Junta (i) no acredito que el 
accionante hubiere sido sometido a examen físico, (ii) no aporto información 
acerca de porqué al proferir el dictamen no valoro en su integridad el estado 
de salud del peticionario sino tan solo una de sus patologías y, finalmente, 
(iii) no informo acerca del proceso de rehabilitación integral que hubiere 
recibido el accionante o sobre la improcedencia del mismo, lo cual es exigido 
por las normas reglamentarias para darle tramite a las solicitudes de 
certificación de la pérdida de capacidad laboral.”       
 
Igualmente en los dos fallos relacionados de la Sala Cuatro de Revisión de la 
Corte Constitucional, que invalidaron dictámenes, en el primero porqué 
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 “tampoco se tuvo en cuenta todas las patologías que sufría el peticionario ni 
ofreció sustentación alguna respecto de la inclusión” y en el segundo 
“considero que el hecho de no tener en cuenta todos los exámenes médicos 
realizados al actor para determinar el porcentaje de incapacidad laboral y no 
justificarlo desconoce el derecho al debido proceso. Además recordó a la 
Junta accionada, que en caso de no tener certeza sobre el diagnóstico de la 
accionante, la conducta a seguir es ordenar la práctica de exámenes 
complementarios, facultad contemplada en el artículo 13-7 y 36 del Decreto 
2463 de 2001, en vez de de simplemente omitir la dolencia en el dictamen.      
 
Los dictámenes que consagran la calificación son controvertibles y la 
normativa establece que existe una primera oportunidad que corresponde a 
la valoración de las entidades competentes y donde la INCONFORMIDAD de 
alguna de las partes determina una primera instancia ante la Junta Regional 
de Calificación y donde, frente a su decisión o dictamen son los recursos de 
reposición y apelación ante la segunda instancia  los mecanismos de 
controversia, con la posibilidad inclusive si persiste la inconformidad frente a 
la decisión o dictamen de la Junta Nacional, de llegar a la jurisdicción 
ordinaria cuando hay cierre de instancia en sede administrativa  y así lo ha 
manifestado la honorable Corte Constitucional al consignar “…los dictámenes 
expedidos por las Juntas de Calificación de Invalidez, son objetables ante el superior 
jerárquico, y de agotarse este conducto regular, ante la jurisdicción ordinaria laboral, 




En el decreto reglamentario de juntas de calificación se establece de otra 
parte que la controversia sobre los dictámenes o calificaciones que profieran 
estas entidades,  serán resueltas por la Justicia Laboral Ordinaria, mediante 
demanda promovida contra el dictamen de la Junta y en donde el secretario 
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 representara la entidad.  Si bien es cierto la competencia inicial de las Juntas 
de Calificación de Invalidez es definir el Origen, calificar la pérdida de 
capacidad laboral y de terminar la fecha de estructuración de la invalidez, se 
establece en el caso específico de la Revisión se podrá declarar la cesación 
del estado de invalidez, determinado la fecha a partir de cuando desaparece 
tal condición.  
 
 
2.2.1. Requisitos para proferir dictamen de calificación:  Las normas 
citadas anteriormente y en donde se establece el instrumento de calificación 
establecen una serie de requisitos y trámites para lograr un dictamen y 
específicamente se exige:  
 
 La solicitud de calificación de pérdida de capacidad laboral sólo 
podrá tramitarse cuando las entidades hayan adelantado el 
tratamiento y rehabilitación integral o se compruebe la imposibilidad de 
su realización. Al efecto, a tal solicitud se debe allegar  el certificado 
correspondiente (Art. 9° del Decreto 917 de 1999 y arts. 23 y 25-3 del 
Decreto 2463 de 2001), excepto las valoraciones que se solicitan 
como peritaje judicial o administrativo. 
 
 La valoración completa del estado de salud de la persona cuya 
invalidez se dictamina o se revisa, para lo cual las juntas deben 
proceder a realizar el examen físico o valoración del paciente, antes 
de elaborar y sustanciar la respectiva ponencia (Art. 28 ibid.) 
 
 La motivación de las decisiones adoptadas por estos 
organismos, pues deben sustanciar los dictámenes que emiten 
explicando y justificando en forma técnico científica la decisión que 
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 adoptan, planteando dentro de las circunstancias de hecho las 
circunstancias de modo tiempo y lugar que generaron la contingencia, 
la relación de conceptos, reportes, valoraciones o exámenes médicos 
periódicos; y en general, los que puedan servir de prueba para 
certificar una determinada relación causal, tales como certificado de 
cargos y labores, comisiones, realización de actividades, 
subordinación, uso de determinadas herramientas, aparatos, equipos 
o elementos, contratos de trabajo, estadísticas o testimonios, entre 
otros, que se relacionen con la patología, lesión o condición en 
estudio. 
 
 Igualmente plantear los fundamentos legales, establecer los 
criterios del MUCI para determinar la pérdida de capacidad laboral y la 
tabla de enfermedades si son laborales, en general citar todas las 
normas que le sirven de base. (arts. 28 a 31 ibid). 
 
 
2.3   Determinación de la pérdida de capacidad laboral 
 
 
La determinación de la pérdida de capacidad laboral es la valoración que 
hace el calificador del individuo que ha sido afectado por cualquiera de las 
contingencias, sean accidentes o enfermedades, cualquiera sea el origen y 
que una vez agotado el tratamiento, rehabilitación o recuperación presente 
una limitación que le genera una perdida permanente parcial o la invalidez.  
 
Para efectos de la calificación de la pérdida de capacidad laboral y de la 
invalidez, los calificadores se orientarán por los requisitos y procedimientos 
establecidos en el manual para emitir un dictamen y deben tener en cuenta 
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 que dicho dictamen es el documento que, con carácter probatorio, contiene 
el concepto experto que los calificadores emiten sobre el grado de la 
incapacidad permanente parcial, la invalidez o la muerte del individuo y debe 
fundamentarse en: 
 
1) Consideraciones de orden fáctico sobre la situación que es 
objeto de evaluación, donde se relacionan los hechos ocurridos que 
dieron lugar al accidente, la enfermedad o la muerte, indicando las 
circunstancias de modo, tiempo y lugar dentro de las cuales 
sucedieron; y el diagnóstico clínico de carácter técnico-científico, dado 
por el médico tratante, soportado en la historia clínica, la historia 
ocupacional y con las ayudas de diagnóstico requeridas de acuerdo 
con la especificidad del problema. 
 
2) Establecido el diagnóstico clínico, se procede a determinar la 
pérdida de la capacidad laboral del individuo, mediante los 
procedimientos definidos en el  manual. En todo caso, esta 
determinación debe ser realizada por profesionales idóneos científica, 
técnica y éticamente, con su respectivo reconocimiento académico 
oficial. En caso de requerir conceptos, exámenes o pruebas 
adicionales, deberán realizarse y registrarse en el fundamento de 
hecho del respectivo dictamen. 
 
3) Definida la pérdida de la capacidad laboral, se procede a la 
calificación de la misma la cual se registra en el dictamen, en los 
formularios e instructivos que para ese efecto expida la autoridad 
competente, los cuales deben registrar por lo menos: el origen de la 
enfermedad, el accidente o la muerte, el grado de pérdida de la 
capacidad laboral causado por el accidente o la enfermedad, la fecha 
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 de estructuración de la invalidez y la fundamentación con base en el 
diagnóstico y demás informes adicionales, tales como el reporte del 
accidente o el certificado de defunción, según el caso. 
 
Frente a las consecuencias normales de la vejez, por si solas, sin patología 
sobre agregada, no generan deficiencia para los efectos de la calificación de 
la invalidez en el Sistema Integral de Seguridad Social. En caso de existir 
alguna patología asociada a dichas consecuencias se podrá incluir dentro de 
la calificación de acuerdo con la deficiencia, discapacidad y minusvalía 
correspondientes. 
 
El Manual trae unos criterios que define en el artículo 7 como Criterios para 
la calificación integral de la invalidez, que no corresponden con la verdadera 
calificación integral que es tema de investigación, toda vez que la norma 
hace referencia es a que en el momento de calificar se tendrán en cuenta los 
componentes funcionales biológico, psíquico y social del ser humano, 
entendidos en términos de las consecuencias de la enfermedad, el accidente 
o la edad, y definidos el cual pasa a definir de la siguiente manera: 
 
a) DEFICIENCIA: Se entiende por deficiencia, toda pérdida o anormalidad de 
una estructura o función psicológica, fisiológica o anatómica, que pueden ser 
temporales o permanentes, entre las que se incluyen la existencia o 
aparición de una anomalía, defecto o pérdida producida en un miembro, 
órgano, tejido u otra estructura del cuerpo humano, así como también los 
sistemas propios de la función mental. Representa la exteriorización de un 
estado patológico y en principio refleja perturbaciones a nivel del órgano. 
 
b) DISCAPACIDAD: Se entiende por Discapacidad toda restricción o 
ausencia de la capacidad de realizar una actividad en la forma o dentro del 
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 margen que se considera normal para un ser humano, producida por una 
deficiencia, y se caracteriza por excesos o insuficiencias en el desempeño y 
comportamiento en una actividad normal o rutinaria, los cuales pueden ser 
temporales o permanentes, reversibles o irreversibles, y progresivos o 
regresivos.  Representa la objetivación de la deficiencia y por tanto, refleja 
alteraciones al nivel de la persona. Este concepto según la Corte 
Constitucional Colombiana se ha venido tratando en el último lustro para 
proteger derechos de personas con limitaciones físicas, psíquicas y 
sensoriales que les impiden actuar en la sociedad en igualdad de 
condiciones respecto de quienes no sufren dolencia alguna60. 
 
c) MINUSVALÍA: Se entiende por Minusvalía toda situación desventajosa 
para un individuo determinado, consecuencia de una deficiencia o una 
discapacidad que lo limita o impide para el desempeño de un rol, que es 
normal en su caso en función de la edad, sexo, factores sociales, culturales y 
ocupacionales. Se caracteriza por la diferencia entre el rendimiento y las 
expectativas del individuo mismo o del grupo al que pertenece. Representa la 
socialización de la deficiencia y su discapacidad por cuanto refleja las 
consecuencias culturales, sociales, económicas, ambientales y 
ocupacionales, que para el individuo se derivan de la presencia de las 
mismas y alteran su entorno. 
 
De acuerdo a los criterios anteriores la norma les ha dado un puntaje, cuya 
sumatoria equivale al cien por ciento 100% del total de la pérdida de 
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CRITERIO   PORCENTAJE (%) 
Deficiencia            50 
Discapacidad            20 
Minusvalía            30 
     Total           100 
 
 
Sin embargo la norma establece que cuando no exista deficiencia o su valor 
sea 0, no se podrá cuantificar ni la discapacidad ni la minusvalía, por tanto en 
este caso la pérdida seria de un valor cero 0. 
 
El tema de la discapacidad se ha estudiado últimamente en el ámbito 
jurisdiccional por el tema de la estabilidad laboral reforzada y la Corte ha 
venido desarrollando una serie de subreglas para garantizar los derechos de 
todas las personas con discapacidad, distinguiendo lo referente a la 
invalidez, para proteger a las personas en el primer caso y en el segundo 
buscar se le garanticen los derechos pensiónales por cuenta del sistema, al 
respecto la corporación ha considerado: 
“Así mismo, se encuentra establecido que se presenta una clara diferencia entre los 
conceptos de discapacidad e invalidez: En efecto se podría afirmarse que la discapacidad es 
el género, mientras que la invalidez es la especie, y en consecuencia no siempre que existe 
discapacidad necesariamente nos encontramos frente a una persona invalida. La invalidez 
sería el producto de una discapacidad severa …Por el contrario, podría afirmarse que el 
concepto de discapacidad implica una restricción debida a la deficiencia en la facultad de 
realizar una actividad en la forma y dentro del margen que se considera normal para el ser 
humano en su contexto social: En este sentido, la discapacidad no puede asimilarse 
necesariamente a la perdida de la capacidad laboral. Así, personas con algún grado de 
discapacidad pueden desarrollarse plenamente en el campo laboral, y en consecuencia la 
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 equiparación hecha por la entidad demandada carece de fundamento, constitucional, legal o 
científico.
61
”   
 
El Parágrafo primero del artículo 8 del MUCI traía establecido el postulado 
que a su vez planteo el parágrafo 1 del artículo 34 del Decreto Ley 1295 de 
1994, para la calificación en el caso de accidente de trabajo y enfermedad 
laboral, en la cual las patologías anteriores, no son causa para aumentar el 
grado de incapacidad, ni las prestaciones que correspondan al trabajador,  
que fue declarado inexequible, de la consagración que en idéntico sentido 
traía el parágrafo 1 del artículo 1 de la Ley 776 de 2002,  por la honorable 
Corte Constitucional y que genera la posibilidad de una verdadera 
calificación integral o completa del individuo cuando se vislumbra en él una 
invalidez. 
 
Sin embargo la norma establece que cuando existan deficiencias de origen 
congénito o adquiridas antes de cumplir con las edades mínimas legales 
para trabajar y el individuo haya sido habilitado ocupacional y socialmente, 
estas deficiencias no se tendrán en cuenta para la calificación de la pérdida 
de la capacidad laboral de origen profesional, a no ser que se hayan 
agravado o hayan aparecido otras. 
 
En los casos en que este documentado que el paciente que sufre una 
deficiencia mejora su estado funcional al recibir una prótesis, se debe reducir 
una proporción definida de la deficiencia global del segmento que la recibe, 
de la siguiente manera: 
 
a) Para prótesis estética se resta el diez 10% del valor de la deficiencia 
global encontrada; 
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b) Para prótesis funcional se resta el veinte 20% del valor de la deficiencia 
global encontrada; y, 
 
c) Para prótesis estética y funcional se resta el treinta 30% del valor de la 
deficiencia global encontrada. 
 
La norma plantea un ejemplo muy ilustrativo que me permito transcribir: 
 
Enucleación ojo izquierdo con ojo derecho normal: deficiencia del quince 
15% según la tabla. 
 
En este caso, se trata de una prótesis estética y por tanto se resta el 10% del 
15% asignado. Es decir, 1.5%, para un valor final en la calificación de la 
deficiencia global de trece punto cinco 13.5%. 
 
El manual igualmente plantea unas instrucciones para el calificador al 
momento de establecer la pérdida de capacidad laboral así: 
 
La calificación de la pérdida de capacidad laboral del individuo deberá 
realizarse una vez se conozca el diagnóstico definitivo de la patología, dado 
como se afirmó anteriormente por el médico tratante, igualmente cuando se 
termine el tratamiento y se hayan realizado los procesos de rehabilitación 
integral, o cuando aún sin terminar los mismos, exista un concepto medico 






Universidad Nacional de Colombia 
Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales 
Maestría en Derecho – Área de Profundización en Derecho del Trabajo y Seguridad Social 




 El Manual está conformado por tres libros, a saber: 
 
1. El Primero trata sobre las Deficiencias. Consta de catorce (14) Capítulos 
que corresponden a la evaluación del daño o ausencia parcial ó total de los 
diferentes sistemas orgánicos. Contiene una serie de criterios y tablas 
especiales de valores para calificar el daño ocasionado; 
 
2. El Segundo trata sobre las Discapacidades, desglosadas en siete (7) 
categorías, que incluyen el nivel complementario de gravedad; y, 
 
3. El Tercero, define siete (7) categorías de minusvalías. 
 
 
Para la determinación de los valores de las deficiencias, discapacidades y 
minusvalías se deben seguir las siguientes instrucciones: 
 
 
a) Para las deficiencias: El grado de deficiencia a que se refiere el Libro 
Primero y que se relaciona con los sistemas orgánicos, se expresa en 
porcentajes de pérdida funcional (deficiencia global). Para facilitar el ejercicio 
del calificador o de las Juntas Calificadoras, contiene una serie de tablas de 
valores por órganos o sistemas, de las cuales se pueden sustraer los valores 
correspondientes a este componente. Sin embargo, en aquellos casos en 
que se encuentren afectados dos o más órganos o sistemas, los valores 
parciales de las respectivas deficiencias globales deben ser combinados 
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A + (50-A)B 
                      100 
Donde A y B corresponden a las diferentes deficiencias. Siendo A la de 
mayor valor y B la de menor valor. De esta forma se combinan los valores 
correspondientes A y B. Este procedimiento se denomina "suma combinada". 
En caso de que existan más de dos valores, éstos deben ser previamente 
ordenados de mayor a menor valor, para proceder a combinarlos 
sucesivamente aplicando la fórmula. 
 
Ejemplo: A = 20% 
 
B = 10%  
 
Suma combinada = 20 + (50–20)X10 = 23% 
           100 
 
 
Teniendo en cuenta que el valor de la deficiencia de extremidad puede 
alcanzar el 100%, se deberá utilizar la siguiente fórmula cuando haya que 
combinar deficiencias de extremidad: 
                                          
 
                                 A + (100-A)B 
                                         100 
 
Se deberá calcular la deficiencia global correspondiente a cada capítulo y 
solo después se hará combinación de valores de deficiencia global entre 
capítulos para hallar la deficiencia global final. 
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 Esta fórmula adaptada por el manual se maneja en otras legislaciones y se 
recogió de la FORMULA DE BALTHAZAR que busca aplicar una fórmula 
para calcular los daños concurrentes ordenando de mayor a menor, pero no 
haciendo que el factor sea el cien 100, sino el cincuenta por ciento 50% 
porque este es el valor que se la ha dado a la deficiencia. 
 
La fórmula deviene del ingenio del médico Francés VICTOR BALTHAZAR, 
quien mediante una fórmula matemática se logra el cálculo de las 
incapacidades concurrentes  y que se plantea que “cuando el perjudicado 
resulte con diferentes lesiones derivadas del mismo accidente, se otorgara 
una puntuación conjunta, que se obtendrá aplicando la formula siguiente: 
 
  (100-M) x m + M  
                            100 
 
Donde M es el la puntuación de mayor valor y m corresponde a la puntuación 
de menor valor. 
 
Si en las operaciones aritméticas se obtuvieron fracciones decimales, se 
redondeara a la unidad más alta. Si son más de dos las lesiones 
concurrentes, se continuara aplicando esta fórmula y el termino M, se 
corresponderá con el valor del resultado de la primera operación realizada.  
En cualquier caso, la última puntuación no podrá ser superior a 100 
puntos…” 
 
Parte de la concepción de que el patrimonio biológico para la primera 
secuela es de 100%, pero no así para las siguientes. Si suponemos dos 
secuelas de 25 y 10 puntos respectivamente, la primera secuela deja un 
patrimonio biológico del 75%, sobre el que se aplica la segunda secuela. Por 
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 tanto sustraerá el 10% del 75% residual, dejando una situación secular del 
32,50%, no de 35%62. 
 La literatura médica Española plantea para el caso de las incapacidades 
concurrentes la formula anterior (formula de Balthazard) donde se realizara 
un cálculo ponderado siendo M la puntuación de mayor valor, de tal modo 
que si son más de dos secuelas concurrentes continuara aplicándose la 
formula, siendo M el valor de la primera operación realizada63.  
 
Las deficiencias que trae el baremo son, en términos generales basadas en 
cada sistema orgánico o funcional del cuerpo humano, a saber: 
Sistema musculo esquelético. 
 






Aparato digestivo  
 




Enfermedad neoplásica  
 




Sistema nervioso central 
 
Trastornos mentales y del comportamiento  
 




                                                          
62
 Formladebalthazard.com. drgalvez2012 
63
 CUETO HERNANDEZ Claudio, Valoración Médica del Daño Corporal, Barcelona 2001, 
Editorial MASSON 2ª edición. p. 442. 
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Las Discapacidades  
 
 
Dentro del manejo de la Salud, una discapacidad es toda restricción o 
ausencia (debida a una deficiencia) de la capacidad de realizar una actividad 
en la forma o dentro del margen que se considera normal para un ser 
humano. Su calificación máxima dentro de la sumatoria total de Invalidez 
será del 20%. 
 
La discapacidad se caracteriza por excesos o insuficiencias en el desempeño 
y comportamiento en una actividad rutinaria normal, los cuales pueden ser 
temporales o permanentes reversibles o irreversibles y progresivos o 
regresivos. 
 
Las discapacidades pueden surgir como consecuencia directa de la 
deficiencia, o como una respuesta del propio individuo, sobre todo la 
psicológica, a deficiencias físicas sensoriales o de otro tipo. La discapacidad 
representa la objetivación de una deficiencia y en cuanto tal, refleja 
alteraciones a nivel de la persona 
 
Para una mejor comprensión y facilidad del tipo de discapacidad que puede 
tener un individuo, estas se han dividido por categorías; cada categoría a su 
vez tiene un puntaje máximo calificable de acuerdo con el peso que cada 
categoría tiene dentro del desempeño habitual de un individuo. En las 
siguientes tablas se condensa esta clasificación por categorías y sus 




Universidad Nacional de Colombia 
Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales 
Maestría en Derecho – Área de Profundización en Derecho del Trabajo y Seguridad Social 




 Para calificar la discapacidad deben tenerse en cuenta los siguientes 
criterios: 
 
  Concepto de integralidad: para adjudicar las discapacidades 
se considerará al ser humano como un sistema abierto compuesto por 
tres subsistemas. 
 
a) Subsistema de voluntad: Gobierna, escoge, motiva e inicia la 
ejecución. La voluntad, determina el “por qué hacemos lo qué 
hacemos”. 
 
b) Subsistema de habituación: Organiza lo que hacemos en 
patrones (hábitos y rutinas) considerando cuando lo hacemos. 
 
c) Subsistema de ejecución: “Es aquello con lo que se tiene que 
hacer” y comprende las estructuras utilizadas para producir el 
desempeño ocupacional. 
 
 El daño producido en cualquiera de estos subsistemas conlleva 
a que se califique una discapacidad determinada. 
 
 Para calificar las discapacidades del desempeño ocupacional, 
del ser humano con relación a sus procesos ocupacionales (trabajo, 
recreación ocio y autocuidado) se debe tener en cuenta no solo el 
órgano ejecutor principal de dichas actividades como tal, sino también 
los 181 sistemas, órganos y funciones que apoyan, retroalimentan e 
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  Cada una de las discapacidades con excepción de las 
discapacidades de la situación tiene un nivel de gravedad diferente, 




No discapacitado 0.0 
Dificultad de la ejecución 0.1 
Ejecución ayudada 0.2 
Ejecución asistida, dependiente, incrementada 0.3 
 
 
Para una mejor comprensión y facilidad del tipo de discapacidad que puede 
tener un individuo, estas se han dividido por categorías; cada categoría a su 
vez tiene un puntaje máximo calificable de acuerdo con el peso que cada 
categoría tiene dentro del desempeño habitual de un individuo. En las 
siguientes tablas se condensa esta clasificación por categorías y sus 




Discapacidades de la conducta  3.0 
Discapacidades de la comunicación  3.0 
Disposición del cuidado personal  3.0 
Discapacidades de la locomoción  3.0 
Discapacidades de la disposición del cuerpo  3.0 
Discapacidades de la destreza  3.0 
Discapacidades de la situación  2.0 
PUNTAJE TOTAL 20.0 
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Frente a las Minusvalías: 
 
 
Este último libro complementa los dos primeros, destacando en éste el 
componente que tiene el desempeño de la actividad laboral; es decir, 
dándole mucha fuerza al efecto que la deficiencia y la discapacidad pueden 
tener sobre la capacidad laboral residual del individuo. Por ello es necesario 
que los médicos de las Comisiones de Evaluación Funcional y las Juntas de 
Calificación de la Invalidez, comprendan con mucha claridad lo que el 
método de evaluación de las minusvalías pretende, entendiéndolo como la 
evaluación del impacto de la deficiencia y la discapacidad sobre el 
funcionamiento fisio-psico-social de un individuo o un trabajador 
 
Dentro de la experiencia de la salud, una minusvalía es una situación 
desventajosa para un individuo determinado, consecuencia de una 
deficiencia o de una discapacidad, que limita o impide el desempeño de un 
rol que es normal en su caso (en función de la edad, sexo, factores sociales 
y culturales). Su calificación máxima dentro de la sumatoria total de invalidez 
será del 30%. 
 
La minusvalía está determinada en relación con el valor atribuido a la 
situación o experiencia de un individuo cuando se aparta de la norma. Se 
caracteriza por la discordancia entre el rendimiento o status del individuo y 
las expectativas del individuo mismo o del grupo en concreto al que 
pertenece. La minusvalía representa, pues, la socialización de una 
deficiencia o discapacidad, y en cuanto tal refleja las consecuencias 
culturales, sociales, ocupacionales, económicas y ambientales que para el 
individuo se derivan de la presencia de la deficiencia y la discapacidad. 
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 La desventaja surge del fracaso o incapacidad para satisfacer las 
expectativas o normas del universo del individuo. Así pues, la minusvalía 
sobreviene cuando se produce un entorpecimiento en la capacidad de 
mantener lo que podría designarse como "roles de supervivencia" . 
 
 
Relación de las dimensiones de la minusvalía 
 
 
Roles de supervivencia: A las seis dimensiones clave de la experiencia con 
las que se espera demostrar la competencia del individuo se las designa 
como roles de supervivencia. Para cada una de estas dimensiones se ha 
confeccionado una escala a base de la gama más importante de 
circunstancias que cabe aplicar. En contraste con las clasificaciones de 
deficiencia y discapacidad, por las que se identifica a los individuos sólo en 
las categorías que a ello se aplican, en la clasificación de minusvalía es 
deseable que los individuos se identifiquen siempre en cada dimensión o rol 
de supervivencia. Con ello podrá trazarse un perfil de su estatus de 
desventaja. 
 
Para una mejor comprensión y facilidad del tipo de discapacidad que puede 
tener un individuo, estas se han dividido por categorías; cada categoría a su 
vez tiene un puntaje máximo calificable de acuerdo con el peso que cada 
categoría tiene dentro del desempeño habitual de un individuo. En el Cuadro 
A, se condensa esta clasificación por categorías y sus puntajes individuales 
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2.3.1 Aplicación de los criterios 
 
 
El calificador debe iniciar por establecer en el expediente que es lo que 
solicita la entidad o el interesado, es decir si el cuestionamiento es sobre el 
origen, la pérdida de capacidad laboral y la fecha de estructuración de la 
invalidez y luego de hacer la valoración del paciente, entrar a establecer lo 
que aparece en documentos, procediendo a calificar estableciendo la 
deficiencia total, de acuerdo a los diagnósticos en el puntaje o porcentaje que 
se precisa en las tablas, aplicando las formulas y determinando un único 
valor en este ítem, procede luego a calificar la discapacidad y la minusvalía 
para estos valores sumarlos en total y obtener la pérdida de capacidad 
laboral.  
 
Quienes legalmente pueden o deben determinar la pérdida de la capacidad 
laboral de una persona, deben tener en cuenta que la deficiencia debe ser 






Categoría PORCENTAJE MAXIMO 
ASIGNADO 1 Minusvalía de orientación 2.5 
2 Minusvalía de Independencia física 2.5 
3 Minusvalía de desplazamiento 2.5 
4 Minusvalía ocupacional 15.0 
5 Mínusvalía de integración social 2.5 
6 Minusvalía de autosuficiencia económica 2.5 
7 Minusvalía en función de la edad 2.5 
TOTAL 30.0 
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 combinada. Tales anormalidades podrán ser determinadas por pruebas de 
ayuda diagnóstica del afiliado, referidas a sus signos y síntomas. 
 
Las patologías que sólo se manifiestan con síntomas, no son posibles de 
definir fácilmente por quien califica. Por tanto, las decisiones sobre los 
porcentajes de deficiencia deben ser respaldadas con la historia clínica del 
paciente y las pruebas de ayuda diagnóstica, complementando así el criterio 
clínico. Los resultados obtenidos con las pruebas complementarias de 
diagnóstico deben corresponder a las alteraciones anatómicas, fisiológicas 
y/o psíquicas detectables por tales pruebas, y confirmar los signos 
encontrados durante el examen médico. Las afirmaciones del paciente que 
solo consideran la descripción de sus molestias sin respaldo de signos o 
exámenes complementarios, no tienen valor para establecer una deficiencia. 
Cuando sea del caso, se deberá sustentar el dictamen con el concepto de 
Salud Ocupacional para determinar el origen de la lesión. 
 
Hay otros casos en los cuales, siguiendo las instrucciones específicas para 
cada lesión, se podrá sumar las deficiencias de extremidad o como en la 
evaluación de los daños a nivel cerebral se escoge entre los diferentes 
grados de deficiencia el mayor valor como la deficiencia global final. 
 
Para determinar las Discapacidades: Se procede a realizar una suma 
aritmética de todas las discapacidades con que se tipifique la lesión. El 
resultado de dicha sumatoria corresponde al valor final de la discapacidad 
que debe registrarse. 
 
Para las Minusvalías: La minusvalía se deberá evaluar el estado del paciente 
en cada una de las categorías de escala asignadas, a cada una de las 
Minusvalías. En cada una de ellas se registra el mayor valor (son 
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 excluyentes) y luego se suma cada una de ellas. El resultado de dicha 
sumatoria corresponde al valor final de la minusvalía que debe registrarse. 
 
Para obtener la calificación integral final del grado de pérdida de la capacidad 
laboral de la persona, de conformidad con las especificaciones del manual y 
sus tablas, se suman aritméticamente aquellos porcentajes correspondientes 
a los valores de la deficiencia, la discapacidad y la minusvalía, que el 
calificador legal asignó a cada una de ellas. 
 
El baremo trae instrucciones precisas para los médicos tanto tratantes como 
los interconsultores de las instituciones prestadoras de salud a la cuales se 
encuentre afiliado el paciente para los conceptos técnico- médicos 
correspondientes cumpliendo lo siguiente:    
 
1. El médico tratante o interconsultor que profiere un concepto de su 
especialidad (Reconocimiento y determinación del diagnóstico y estado 
clínico de determinada patología que presenta un afiliado), debe considerar 
que su informe será utilizado por el calificador para determinar la pérdida de 
la capacidad laboral que presenta dicho individuo. 
 
2. Por tanto, debe considerar que el peritaje se solicita con el objeto de que 
el profesional consultor determine exclusivamente y en la forma más precisa 
posible, la magnitud y el compromiso de la patología presentada por el 
paciente. Debe evitar consignar juicios o conceptos personales sobre el 
grado de invalidez del individuo estudiado, pues tal apreciación es materia 
que solo corresponde a quien legalmente puede determinarla. 
 
3. El médico interconsultor debe pronunciarse exclusivamente sobre el 
diagnóstico del afiliado, utilizando un lenguaje similar al del Manual. 
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4. Ante la presencia de situaciones de difícil evaluación, se debe informar al 
calificador sobre los exámenes o pruebas de ayuda de diagnóstico 
adicionales que se deben realizar para poder emitir un informe exacto. En 
ningún caso pueden tenerse en cuenta los exámenes proporcionados por los 
pacientes o propios interesados. 
 
5. Debe haber consistencia entre la anamnesis relatada por el trabajador, los 
exámenes legalmente aportados y las conclusiones del médico 
interconsultor. Cualquier incoherencia debe ser objeto de revisión y 
aclaración, e informar al calificador y a la autoridad competente. 
 
6. El médico interconsultor deberá pronunciarse exclusivamente en materia 
de su especialidad, sobre los puntos solicitados por el Calificador, entre los 
cuales pueden contenerse por lo menos los siguientes: Fecha de atención, 
diagnóstico, tratamientos recibidos o sugeridos, concepto y pronóstico. 
 
El manual establece unas reglas de interpretación para una mejor 
comprensión del calificador, así como del operador jurídico que tenga que 
tomar decisiones sobre la pérdida de capacidad laboral del individuo, las 
cuales son:  
 
1. Las palabras se utilizarán en su sentido natural y obvio, o con el 
significado que éstas tengan en el Diccionario de la Real Academia de la 
Lengua. 
 
2. Los términos de contenido técnico se utilizarán con el sentido que tienen 
en su respectiva disciplina. 
 
 
Universidad Nacional de Colombia 
Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales 
Maestría en Derecho – Área de Profundización en Derecho del Trabajo y Seguridad Social 




 3. Las definiciones y conceptos establecidos en el manual, se interpretará 
dentro del contexto y con el propio sentido definidos en él. 
 
4. Cuando una patología o diagnóstico no aparezca en el texto del MUCI, o 
no se pueda homologar al mismo, se acudirá a la interpretación dada en 
instrumentos similares de otros países o de organismos internacionales, tales 
como la Comisión de Expertos de la organización internacional del trabajo 
OIT, el Manual de Consecuencias de la Enfermedad de la organización 
mundial de la salud OMS y el Manual de Discapacidades de la Asociación 
Médica Americana AMA. 
 
 
2.3.2 Calificación integral de la invalidez 
 
 
Cuando se realiza una Calificación con las características de la integralidad 
como lo ha establecido la Jurisprudencia para establecer la condición de 
invalidez, el calificador debe analizar cada una de las patologías para 
establecer según el manual que porcentaje corresponde en el componente 
de Deficiencia y luego de aclarar lo anterior proceder a calificar la Deficiencia 
total como si fueran secuelas concurrentes o residuales aplicando la fórmula 
que establece la norma tomando los valores de mayor a menor y que se 
conoce como la FORMULA DE BALTAZHAR y que es propia de la 
legislación Española, adaptada con la variable del 50%. 
 
Una vez se establece la Deficiencia se calcula lo referente a la Discapacidad 
y Minusvalía por separado y utilizando los criterios del manual, una vez se 
haya hecho este ejercicio se califica cada ítem en conjunto y luego se suma 
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 aritméticamente los tres criterios para sacar el valor de la pérdida de 
capacidad laboral.  
 
En la sentencia del Tribunal de cierre en materia Laboral y que hace parte 
del precedente jurisprudencial en el tema de la Calificación Integral se 
relaciona la situación a resolver en este punto: “…   Para resolver lo anterior es 
menester dejar sentado inicialmente que no hay discusión acerca de la calificación de la 
pérdida de capacidad laboral del trabajador en un 56.01%  y que para llegar a ese resultado 
la junta relacionó, acumuló y calificó varias dolencias y deficiencias, así: Neuropatía ojo 
izquierdo (accidente de trabajo) 30%; pérdida campo visual ojo izquierdo 12.5% (enfermedad 
común) y trauma acústico bilateral (común)  6.9%  para un  total combinado de 33.71, más 
un 5.8% por discapacidades y un 16.5% de minusvalías…  De acuerdo con lo señalado, 
pues, ninguna duda queda de que el actor ostentaba a partir de la referida calificación la 
condición de inválido, en tanto por expreso mandato legal debe tenerse como tal a quien 
pierda el 50% o más de su capacidad laboral, baremo mínimo establecido tanto para el 
sistema de pensiones como del sistema de riesgos profesionales, y que lleva a una 
limitación profunda de conformidad con la calificación  prevista en el artículo 7 del Decreto 
2463 de 2001,  sin que sea dable entender que el referido porcentaje deba alcanzarse 
exclusivamente en uno u otro sistema, descartando su acumulación, pues una interpretación 
en ese sentido además de ser contraria a la definición del artículo 2 del D. R. 917 de 1999 
que considera con invalidez “la persona que por cualquier causa, de cualquier origen, no 
provocada intencionalmente, hubiese perdido el 50% o más de su capacidad laboral”, 
 llevaría a resultados absurdos como que si un afiliado alcanza una incapacidad del 40% o 
más pero inferior a 50% por enfermedades comunes y del 40% al 49% por dolencias 
profesionales no sería factible predicar su discapacidad dado que no alcanza el porcentaje 
mínimo en ninguno de los dos regímenes de manera independiente, y por consiguiente no 
tendría derecho a ninguna pensión, precisión que se hace simplemente en función del papel 
de unificación jurisprudencial que tiene asignado la Corte, pues la entidad recurrente no 
plantea ninguna inconformidad al respecto.
64
”   
 
                                                          
64
 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE COLOMBIA, Sala de Casación Laboral, Radicado 
38614 del 26 junio de 2012, M.P. Luis Gabriel Miranda Buelvas. 
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 Se presentan dos ejemplos de una calificación integral, en donde hay 
secuelas concurrentes tanto de un evento leve de accidente de trabajo y una 




•Revisados los antecedentes obrantes al expediente, se encuentra que el 
presente caso se trata de paciente de 53 años quien presento el 24 de 
octubre de 2000, AT al caer de su propia altura recibiendo trauma al caer de 
espalda, a nivel de cuello y cabeza, en atención de urgencias del mismo día, 
encontrando pequeño edema occipital, sin encontrar alteración neurológica 
alguna, toman Rx. de columna cervical que no evidencia lesión aguda ni 
fractura alguna. Por Esguince de cuello ordenan terapia física la cual realiza 
hasta el 10 de Enero de 2001, fecha en la cual se registra nota de fisioterapia 
en la que se encuentra que realizó 10 sesiones, refiere que el dolor 
disminuyo un 95%, marcha normal, fuerza muscular a nivel del cuello de pie 
derecho 4+/5.   El 14/2/2001 (4 meses después del evento) toman  RMN el 
que reporta normalidad total en medula espinal sin ningún hallazgo 
patológico a este nivel, evidencia protrusión incipiente de discos 
intervertebrales C3-C4 y C4-C5 sin compresión radicular o del saco dural.  
 
Con este hallazgo es llevada a cirugía percutánea laser de 2 niveles, 
procedimiento que se realiza el 16/2/2001, en los hallazgos de la nota 
quirúrgica en el pre y post operatorio se registra que el examen neurológico 
es normal sin déficit motor ni sensitivo en miembros superiores e inferiores. 
En la nota de cirugía ambulatoria se encuentra que realizan abordaje 
izquierdo C4-C5 Laser 300 jules. Abordaje izquierdo para C3-C4, se 
suspende procedimiento por dolor intenso por parte de la paciente.  
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 En nota de HC del 20/2/2001 se encuentra que registran que refiere remisión 
casi total del dolor cervical, no tiene compromiso neurológico alguno. 
 
Hasta este momento se evidencia de acuerdo a lo registrado en la historia 
clínica y las imágenes diagnosticas tomadas que la paciente no presento 
fractura a nivel cervical como se atribuyó posteriormente. El motivo de 
llevarla a cirugía fue por un dolor cervical constante que se atribuyó a la 
discopatía cervical con protrusiones incipientes evidenciadas en C3-C4 y C4-
C5. No se encuentra evidencia clínica ni imagenológica de trauma 
raquimedular o lesión medular de ningún tipo, así como tampoco déficit 
neurológico. 
 
En registros posteriores de la HC se encuentra que aproximadamente en 
junio de 2001 presenta cuadro de hemiparesia derecha, según se registra en 
nota de neurología del  6/11/2001 en la que anotan que meses atrás 
presentó cuadro de cefalea aguda con posterior debilidad de hemicuerpo 
derecho y 4/2/2002, donde se lee que en junio presento cuadro de 
hemiparesia derecha. El 30/11/2001 se encuentra nota en la que se registra 
que hace 3 semanas tiene exacerbación del déficit neurológico y sensitivo. El 
20/12/2001 en consulta de medicina interna se registra que tiene cuadro de 
24 horas de síndrome cerebeloso agudo, con mareo, dismetría y nistagmus. 
 
Se encuentra también que en junio de 2001, época para la cual presentó 
alteración neurológica tomaron RMN de cerebro que evidencio lesiones 
pequeñas hiperintensas en sustancia blanca subcortical, las cuales han sido 
persistentes en estudios posteriores.  Especialistas en neurología registran 
que estas lesiones no se correlacionan con la sintomatología evidenciada en 
la paciente. Las alteraciones de la sustancia blanca no se relacionan con 
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 alteraciones motoras como la que presenta la paciente. Se relacionan con 
alteraciones conductuales y cognitivas. 
 
Posterior a diciembre de 2001 continua sintomática presentando episodios 
de hemiparesia derecha toman nuevamente RMN cervical que no muestra 
alteración medular laguna y Cervical nuevamente que vuelve a mostrar 
lesiones puntiformes subcorticales en sustancia blanca. Se sospechó 
vasculitis y enfermedad desmielinizante. Para el año 2002 se realizan 
diagnósticos de Fibromialgia, Trastorno adaptativo, persiste hemiparesia. En 
el año 2003 se comienza a documentar leves compromiso en algunas de las 
funciones mentales según se registra en evaluación neuropsicológica del 
10/06/2003. En este año continúan registrando hemiparesia de hemicuerpo 
derecho de origen a determinar, dolor crónico y depresión mayor. 
 
En junio de 2003, un neurólogo de la clínica Marly hace análisis del caso 
registrando que la paciente no tiene manifestaciones clínicas, ni funcionales 
ni de imagen que sugieran compromiso espinal de ningún tipo, No encuentra 
correlación entre las imágenes de lesiones en la sustancia blanca y las 
manifestaciones clínicas motoras y sensitivas. Registra que pueden 
relacionarse con depresión y leves alteraciones cognitivas.  
 
En el año 2004 se comienza a registrar que la paciente presentó trauma 
raquimedular, sin embargo como se ha registrado en la revisión del caso, 
hasta este momento nunca se documentó ninguna lesión medular, en todos 
las imágenes tomadas y exámenes paraclínicos realizados y conceptos 
médicos hasta esa época. En este año 2004, se registra que presenta 
recaída con cuadro de deterioro progresivo neurológico, llegando a requerir 
silla de ruedas para su desplazamiento, sumado a progresión en el 
compromiso de funciones cognitivas, para el año 2005 se encuentra que 
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 presenta alexia con agrafia moderada (fonoaudiología del 13/10/2005). En el 
año 2006 comienzan a registra que presenta incontinencia urinaria de 
urgencia. En este año toman nuevamente potenciales evocados 
somatosensoriales que reportan trastorno funcional de las vías sensoriales 
(cordones posteriores). Previamente habían sido tomado también potenciales 
que fueron reportados normales.  
 
En los años siguientes continua deterioro, para el año 2012, se documenta 
compromiso de VI par, con diplopía y compromiso importante de la agudeza 
visual.  
 
De acuerdo a la información encontrada se puede concluir que la paciente 
presentó en el accidente de trabajo TCE leve y esguince cervical que fueron 
manejados.  
 
En estudios realizados a los 4 meses del trauma se encontró discopatía 
cervical con incipiente protrusión de disco C3-C4 y C5-C5, hallazgos que no 
son de tipo traumático, por lo tanto no se pueden relacionar etiológicamente 
con el evento presentado. La paciente fue llevada a cirugía para manejo de 
esta discopatia con normalidad neurológica completa previa y posterior al 
procedimiento quirúrgico.  A partir del segundo semestre de 2001(8 meses 
después del trauma), presenta episodio de pérdida de fuerza y hemiparesia 
derecha y en diciembre de 2001 síndrome cerebeloso agudo, a partir de esta 
fecha comienza un deterioro creciente y progresivo de tipo neurológico, y 
compromiso de funciones cognitivas en el año 2003 (3 años después del 
accidente). El compromiso ha sido tal que actualmente presenta alteración 
funcional de las 4 extremidades, alteración de las funciones ejecutivas, 
alteración psiquiátrica (depresión), compromiso de la función visual y 
auditiva. 
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Todos estas alteraciones neurológicas se considera no se pueden atribuir a 
ningún tipo de lesión traumática a nivel medular o cerebral secundaria al 
accidente de trabajo, según se sustenta en párrafos anteriores. 
 
 •En relación con las deficiencias, de acuerdo con la historia clínica obrante al 
expediente, se asigna puntaje por cervicobraquialgia, la cual se puede 
atribuir al esguince cervical presentado en el accidente de trabajo. Todos los 
otros diagnósticos y alteraciones neurológicas se consideran de origen 
común. 
•En relación con las discapacidades y minusvalías, se califican con base en 
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APLICACIÓN DEL MANUAL: 
 
Tabla 13.1 y 13.2 Alteración agudeza y campo visual……………………………………   33.0% 
Tabla 12.4.5 Trastorno Depresivo- Fibromialgia…………………….…………………… .  30.0% 
Tabla 11.5 Porte y Postura…………………………………………………………….……   30.0% 
Tabla 11.2 Alteración Funciones complejas e integradas……….………………………….24.9% 
Tabla 11.5 Uso de Extremidades Superiores………………………………………………  19.9% 
Tabla 11.6 Cervicobraquialgia…………………………………………………………………12.5% 
Tabla 11.6 Discopatía Lumbar…………………………………………………………………05,0% 
Tabla 9.3 Diabetes Mellitus……………………………………………………………………04.9% 
Tabla 5.3 Gastritis……………………………………………………………………………… 04.9% 
Tabla 11.6 Parálisis VI par.....………………………………………………………………… 04.0% 
Tabla10.1 Eczema…………………………………………………………………………… 02.4% 
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Deficiencias:  46.52% 
Discapacidades:    12.60% 
Minusvalías:  21.75% 
 
TOTAL PCL:   80.87% 
 





Antecedentes: Paciente de  51 años.  Trabajador  de  Prisa  durante 7 años, 
y    Tempo  Ltda  durante 8 años, como mecánico. 
 
Quien ha presentado dos AT, el primero el 12 de abril de 1995, al explotar 
bomba de llenado de nitrógeno, realizando pruebas, atendido en Clínica San 
pedro Claver, presentó pérdida visión ojo izquierdo, fracturas órbita, maxilar 
superior izquierdo, trauma acústico izquierdo, pérdida incisivos superiores,  
estrés postraumático, TCE, se le hicieron aproximadamente 8 cirugías 
oftalmológicas, una de reconstrucción facial. Con secuelas actuales de 
11 
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 pérdida severa agudeza visual ojo izquierdo, hipoacusia, trastornos de 
memoria.  Refiere disminución progresiva de agudeza visual ojo derecho, en 
el último año. 
 
Presentó otro AT el 20 de julio de  2007 al estar arreglando piezas metálicas 
se le cayó máquina, por no dejarla caer al suelo, hizo sobreesfuerzo, con 
tracción y trauma en hombro derecho, dolor persistente, manejado con 
fisioterapia, durante un año, infiltraciones, se programó para cirugía, la cual 





Paciente quien ha presentado dos accidentes de trabajo, en dos empresas 
diferentes, y bajo cobertura de dos ARL distintas,  el primero el 12 de abril de 
1995, (cobertura por el ISS), al explotar bomba de llenado de nitrógeno, 
realizando pruebas, presentó fracturas órbita, con trauma ocular y pérdida 
visión ojo izquierdo, fractura maxilar superior izquierdo, trauma acústico 
izquierdo, pérdida incisivos superiores,  estrés postraumático, TCE, se le 
hicieron aproximadamente 8 cirugías oftalmológicas, una de reconstrucción 
facial. Con secuelas actuales de pérdida severa agudeza visual ojo izquierdo, 
hipoacusia, trastornos de memoria.  Refiere disminución progresiva de 
agudeza visual ojo derecho, en el último año, con pérdida severa AV, por 
catarata, de acuerdo a concepto oftalmología pérdida visual irreversible. 
 
Presentó otro accidente de trabajo el 20 de julio de  2007 (Cobertura por 
ARL) al estar arreglando piezas metálicas se le cayó máquina, por no dejarla 
caer al suelo, hizo sobreesfuerzo, con tracción y trauma en hombro derecho, 
dolor persistente, manejado con fisioterapia, durante un año, infiltraciones, se 
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 programó para cirugía, la cual fue cancelada, refiere actualmente continuar 
con dolor en hombro irradiado al omoplato. 
 
Las secuelas por los dos accidentes de trabajo, ya fueron calificadas, e 
indemnizadas cada una por la respectiva ARL.  En razón de haber 
progresado el compromiso general del paciente, con un aumento severo de 
la pérdida visual, por el ojo derecho, que a pesar de ser una enfermedad de 
origen común, la cuantificación de la deficiencia por pérdida visual, no se 
puede separar, por tratarse de la función visual. 
 
Conforme a lo estipulado en la legislación vigente, y sentencias C425/05 y T-
518/11, se realiza calificación integral de las contingencias. 
 
Se revisa  y se califica pérdida de capacidad  laboral  de  acuerdo con los 




1.  Secuelas Trauma cráneo-encefálico, fracturas de órbita izquierda, maxilar 
izquierdo. 
 
     1.1.  Ceguera ojo izquierdo 
     1.2. Hipoacusia leve a severa izquierda,  y leve derecha. 
     1.3. Trastorno cognitivo.    
 
ORIGEN:   Accidente de Trabajo  12 de abril de 1995. 
 
2.  Secuelas trauma hombro derecho. 
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      2.1. Hombro derecho doloroso. 
 
ORIGEN:  Accidente de Trabajo 20 julio de 2007. 
 
3.  Pérdida severa agudeza visual ojo derecho, secundario a catarata. 
 
ORIGEN:  Enfermedad Común. 
 
SECUELAS AT ABRIL  12 DE 1995 
 
 
CAPITULO  13  
 
Pérdida agudeza  visual   
Ambos ojos  +                        45.00   Cap. 13 Tab. 13.1, 13.2, 13.4, 
Num. 13.1.3 
Compromiso  campo visual 
Hipoacusia  neurosensorial   
Bilateral          02.00  Cap. 13 Tab.  13.7,  
Num. 13.2.2 
 
CAPITULO 11  
Trastorno cognoscitivo         10.00  Cap. 11 Tab.  11.2 
 




SECUELAS AT  20 DE JULIO DE 2007  
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CAPITULO 1  
 
Restricción movilidad  hombro            4.50 Cap. 1 Tab.  1.19 a 1.21 
 
CAPITULO 2  
 
Hombro derecho  doloroso   2.50 Cap. 2  Tab.  2.6, 2.9 
 
TOTAL DEFICIENCIAS    5.64    
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 De acuerdo a lo anterior se califica PCL: 
 
Calificación:   %  
 
Deficiencia:   45.79 
Discapacidad:    7.50 
Minusvalía:   18.25 
Total  PCL   71.54 
 
Fecha de estructuración: Octubre 17 de 2012. 
 
Se estructura  la pérdida  de capacidad laboral en la fecha de valoración de 
secuelas actuales por Oftalmología, del primer accidente de trabajo, más la 
pérdida severa agudeza visual ojo derecho por catarata, de origen común, 
con síntomas que progresaron en el último año, y que sumando las secuelas 
de las tres contingencias le están generando la invalidez. 
 
ORIGEN:   Enfermedad Común. 
 
Se califica origen y fecha de estructuración conforme a lo estipulado en 
sentencias C425/05 y T-518/11:  “Cuando concurran eventos de una y otra 
naturaleza -común y profesional- en la determinación de la pérdida de 
capacidad laboral que conduzca a una pensión de invalidez, para establecer 
el origen y la fecha de estructuración, se atenderá al factor que, 
cronológicamente, sea determinante de que la persona llegue al porcentaje 
de invalidez. Cuando se trate de factores que se desarrollen 
simultáneamente, para determinar el origen y la fecha de estructuración se 
atenderá al factor de mayor peso porcentual”. 
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2.4 La fecha de estructuración de la invalidez 
 
 
La fecha de estructuración de la invalidez es uno de los componentes de 
calificación que establece el MUCI y que es de singular importancia 
porque la norma establece que es aquella en la que se genera en el 
individuo una perdida en su capacidad laboral permanente y definitiva. 
Aplicar de manera abstracta ésta definición sin tener en cuenta los 
conceptos de capacidad laboral y trabajo habitual que define la misma 
norma, es decir fijando dicha fecha cuando se genera la pérdida del 
cincuenta por ciento 50% o más,   genera graves errores que hacen que 
se vulneren derechos que han llegado a la jurisdicción vía tutela.    
 
Lo  complejo del tema de establecer la fecha de estructuración se 
demuestra con un simple ejemplo, en el caso de un paciente que sufra 
polio a la edad de dos años, y que como secuela de dicha patología, se 
afectó la motricidad en dos extremidades, imaginemos que este niño se 
graduó como ingeniero y posteriormente en desarrollo de su vida laboral 
y tras 20 años de aportes al Sistema de Seguridad Social sobreviene otra 
patología denominada, diabetes mellitus insulino resistente que 
compromete  rápidamente la función renal. Al aplicar el MUCI la sola 
secuela de pérdida de motricidad en hemicuerpo generaría una PCL 
superior al cincuenta por ciento 50%,  procediendo el médico valorador a 
establecer como fecha de estructuración aquella en la cual se adquirió el  
polio; esto es lo que se denomina, aplicar en abstracto el art. 3 del MUCI, 
pues se desconoce que este niño si trabajó, fue porque se rehabilitó y 
supero su limitación física, capacitándose y desempeñó un trabajo 
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 habitual, por tanto la fecha de estructuración sería realmente, aquella en 
la que perdió la capacidad de laborar en su trabajo habitual –es decir 
aquel momento en que aparece la diabetes que posteriormente le afecta 
la función renal que es lo que finalmente le impide trabajar como 
ingeniero, su trabajo habitual. 
 
La definición que trae la norma establece que para cualquier 
contingencia, la fecha de estructuración debe documentarse con la 
historia clínica, los exámenes clínicos y de ayuda diagnostica, y puede 
ser anterior o corresponder a la fecha de calificación realizada por el 
medico laboral o por la junta de calificación. 
En muchas situaciones se coloca como fecha de estructuración de la 
invalidez, aquella en la cual es valorada por la Junta, pues esta fecha en la 
que consta al médico valorador el estado clínico del paciente. Usualmente se 
da, cuando hay nuevas evidencias, daños adicionales o pruebas 
complementarias que indican que al agregar en la historia clínica el contexto, 
accede a la categoría de inválido.  
 
Obsta aclarar que por error el manual vigente en Colombia, no separa el 
concepto de fecha de estructuración de la invalidez (igual o superior al 50% 
de Pérdida de Capacidad Laboral), del concepto de fecha de estructuración 
de la incapacidad permanente parcial (de 5% a inferior de 50%). Los 
dictámenes expedidos por las Juntas invariablemente definen fecha de 
estructuración de la invalidez así el paciente no sea inválido para el Sistema 
de Seguridad Social.     
 
Debería entonces contener la definición de fecha de estructuración un 
arreglo específico para las siguientes situaciones: 
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 a) Fecha en la que se establece la incapacidad permanente 
parcial para el trabajo habitual. 
b) Fecha en la que se establece la incapacidad permanente 
total para el trabajo habitual. 
c) Fecha en la que se establece la incapacidad permanente y 
absoluta para todo tipo de trabajos. 
d) Fecha en la que se establece la gran invalidez con 
necesidad de tercera persona.    
   
En la Jurisdicción se planteó que no es posible que se fije una fecha de 
estructuración de la invalidez cuando la persona ha desarrollado con 
posterioridad actividades laborales, al referir que “.... Agregó que el ISS se 
negó a reconocer la pensión, a pesar de haber dictaminado la Junta de Calificación de 
Antioquia que sufría de una pérdida de la capacidad laboral superior a 62%, porque la 
entidad consideró que ese estado de invalidez se estructuró desde el 11 de octubre de 
1970, es decir, cuando tenía dos años de edad y sufrió la poliomielitis.... El ad quem 
examinó los medios de prueba que tuvo en su poder la Junta Regional de Calificación de 
Invalidez, entre las que figuraba el historial clínico así como el laboral de la demandante, 
con los que ella demostró haber trabajado desde 1986, con breves interrupciones, en 
actividades de vendedora. Por tal razón consideró que la fecha estimada por la Junta 
“además de ilógica es contraria a la evidencia”. Ello, sostuvo la Corporación de instancia, 
porque a la edad de dos años y medio se es incapaz absoluto, inclusive para celebrar 
contrato de trabajo; además, por cuanto se confundió la poliomielitis con el estado de 
invalidez, siendo que dicha enfermedad puede causar parálisis, pero es posible su 
recuperación dependiendo del tratamiento y la oportunidad del mismo. También consideró 
el Tribunal que la Junta no tuvo en cuenta “que la demandante laboró mucho tiempo como 
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 En otra decisión la máxima instancia judicial ordinaria se pronunció al 
respecto: “…...El ad quem estableció que el demandante fue afiliado al Sistema de 
Seguridad Social en pensiones “desde enero de 1995 hasta el 10 de agosto de 2004, 
cuando fue calificado por la Junta con una pérdida de capacidad del 54.95%, invalidez de 
origen común, estructurada desde la infanc ia”. El dictamen se practicó por orden del Juez 
del conocimiento (fls 56 y 56 vto)....La conclusión final que el ad quem plasmó en su 
providencia, previo el análisis normativo ampliamente sustentado, y la evaluación integral 
de las pruebas, de que no podía “atenderse el dictamen en relación con la época de 
estructuración de la merca (sic) de capacidad, ya que es contrario a las pruebas 
practicadas en el proceso, pues si bien como ya se ha dicho en esta providencia, el 
demandante es sordomudo, pero esta minusvalía no lo apartó del mundo laboral, ni le 
impidió realizar labores como aquellas que realiza, y por lo tanto no puede entonces 




La fecha de estructuración de las enfermedades crónicas se establece en 
función de la evolución del cuadro clínico de las imágenes diagnósticas o los 
exámenes clínicos de soporte que operen dentro del expediente o que sean 
aportados al proceso. En este tipo de enfermedades, es crucial considerar la 
evolución de la misma, habida cuenta que usualmente existe momentos en el 
desarrollo evolutivo de la enfermedad, que cambian la valoración de la 
pérdida de capacidad laboral.  
 
A manera de ejemplo se puede citar lo siguiente:  El cáncer cualquiera sea 
su ubicación anatómica, se caracteriza por ser una enfermedad insidiosa, 
lenta y de evolución progresiva. En sus estadios iniciales, dicha enfermedad 
usualmente se confina a un órgano y no afecta funcionalmente de manera 
importante el mismo. Con la evolución de la enfermedad, ésta se puede 
expandir a órganos vecinos o generar metástasis a distancia. De 
conformidad al Manual Único de Calificación sería a partir del momento en 
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 que se identifica dicha metástasis o recidiva en aquellos casos operados, 
cuando se establece la Fecha de Estructuración. Obsérvese que ésta fecha 
usualmente es distinta a aquella en la que se diagnóstica o se identifica el 
cáncer. 
 
Como el proceso de calificación de Pérdida de Capacidad Laboral, valora 
tres componentes: La deficiencia (50%), la discapacidad (20%) y la 
minusvalía (30%). En la valoración de deficiencias (Toda pérdida o 
anormalidad de una estructura o función psicológica, fisiológica o anatómica), 
no se considera el aspecto puntual de la actividad laboral desarrollada por el 
paciente, pues esta deficiencia simplemente es la exteriorización de un 
estado patológico que ocurre a cualquier ser humano. Siendo así, desde este 
punto de vista, la deficiencia, es igual la amputación de un dedo índice en un 
pianista que en un futbolista. En este aspecto, el manual vigente en 
Colombia no recoge diferencias en oficios, actividad laboral, ocupaciones, 
etc. Si deja el manual ésta consideración a la minusvalía (situación 
desventajosa para un individuo que le impide desempeñar su rol normal en 
función de su edad, cultura, factor social, etc. Es la discordancia entre el 
rendimiento o estatus del individuo y la expectativa del mismo frente a un 
grupo que pertenece. La minusvalía es entonces la socialización de la 
deficiencia o discapacidad en diversos aspectos, entre ellos el ocupacional. 
Contempla pues el manual la subcategoría minusvalía ocupacional que 
establece un rango de puntuación de 0 a 15%, es decir hasta la mitad de la 
minusvalía global) cuando considera los siguientes aspectos:  
 
 
a) Habitualmente ocupado:      00 0% 
b) Ocupación recortada:      02.5% 
c) Ocupación adaptada:      05.0% 
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 d) Cambio de ocupación:      07.5% 
e) Ocupación reducida:      10.0% 
f) Ocupación reducida, restringida o confinada:   12,5% 
g) Sin posibilidad de ocupación:     15.0% 
 
Retomando el ejemplo enunciado, el caso del pianista que hipotéticamente 
ha perdido su dedo índice, podría llevarlo a un cambio de ocupación (7,5%); 
por contraste, el futbolista con la misma lesión, continuaría habitualmente 
ocupado en su rol deportivo (0%). 
 
Debe aclararse que si la enfermedad o lesión afecta la orientación, la 
independencia física, el desplazamiento, la integración social o la 
autosuficiencia económica, también tiene formas de valorar en este capítulo 
pero de manera separada al de la minusvalía ocupacional específica.  
 
En consonancia con lo anterior, para establecer la fecha de estructuración, si 
se indaga por la actividad laboral así como por la capacidad para 
desempeñarse, todo dentro del contexto de la valoración de la deficiencia, la 
discapacidad y la minusvalía de manera integral.  
 
Frente a la incidencia que tenga la actividad laboral para establecer la fecha 
de estructuración, se encuentra la respuesta en el ítem anterior y en relación 
al instante en que dejó de desempeñar su actividad laboral productiva, es un 
aspecto que se discute al momento de dirimir las controversias, 
particularmente en aquellos casos de incapacidad médica prolongada, en la 
experiencia de la Junta de Bogotá, es un aspecto en donde eventualmente 
se toma como punto de corte, todo en dependencia de la enfermedad. 
 
Retomando el ejemplo del cáncer, a un paciente se le puede iniciar la 
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 incapacidad médica por parte del tratante, a manera de ejemplo el 10 de 
marzo de 2010 y en estudio de su enfermedad identificarse mediante alguna 
imagen diagnóstica pertinente, proceso metastásico el día 20 de diciembre 
del mismo año. Para efectos de aplicación del manual, es la fecha en la que 
se identifica ésta metástasis aquella en que usualmente se estructura dicha 
invalidez, es decir, 20 de diciembre de 2010, así la incapacidad médica del 
paciente hubiera iniciado meses atrás. Caso distinto, es cuando la condición 
invalidante coincide con el inicio de la incapacidad médica, en dicha 
circunstancia, la fecha de estructuración, debe ser aquella en que se inicia la 
misma.  
 
Independientemente y sin entrar a juzgar la discrecionalidad o la valoración 
clínica del médico evaluador, es un error considerar como fecha de 
estructuración aquella en que aparece el primer síntoma, pues el primer 
aspecto a tener en cuenta en la calificación es considerar que está definido 
un diagnóstico clínico de carácter técnico-científico con los adecuados 
soportes. Un síntoma por tanto, simplemente hace parte de una entidad 
patológica especifica pero no es la entidad patológica.  
 
A manera de ejemplo, un paciente puede presentar cefalea (dolor de cabeza) 
como síntoma. Se inicia manejo con analgésicos convencionales, por 
persistencia del dolor, meses después se practica resonancia magnética 
nuclear de cerebro y se identifica tumor de comportamiento incierto de 
pequeño tamaño. Obsérvese que en este caso, la cefalea es síntoma de un 
tumor que es una categoría diagnóstica diferente; sin embargo, ni siquiera la 
identificación de este tumor sería per se invalidante, pues habría que analizar 
su ubicación topográfica, el tamaño, si es benigno o maligno. En tal caso, 
cuando opera un concepto especializado, por ejemplo de neurólogo u 
oncólogo tratante que certifica que se trata de lesión expansiva 
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 endocraneana inabordable quirúrgicamente, estaría configurando a partir de 
su concepto la fecha de estructuración de una potencial invalidez.  
 
Frente al momento del diagnóstico, se reitera que una cosa es el inicio de 
síntomas, otro momento es el establecimiento del diagnóstico y otra la fecha 
en que dicha patología invalida. Nuevamente en el ejemplo del cáncer podría 
ser esta la situación: Paciente que acusa síntomas de gastritis (marzo 2009), 
inicia manejo por médico general con antiácidos convencionales, por 
persistencia de síntomas, se remite a gastroenterólogo, se ordena 
endoscopia de vías digestivas altas y allí se identifica lesión tumoral que es 
biopsiada, demostrándose en el estudio de este material que el paciente 
presenta cáncer gástrico localizado en la mucosa gástrica (abril 2010, fecha 
en que se establece un diagnóstico). El paciente se somete a procedimiento 
quirúrgico (gastrectomía parcial), mejora de sus síntomas,  se reintegra a su 
trabajo y se desempeña laboralmente de manera adecuada. Si este paciente 
en febrero de 2012 reinicia síntomas de dificultad para pasar alimentos, 
acude nuevamente al gastroenterólogo y se identifica mediante imagen 
diagnóstica o biopsia una nueva lesión (recurrencia del cáncer), se tomaría 
ésta como la FECHA DE ESTRUCTURACIÓN DE LA INVALIDEZ.    
 
La definición existente en el MUCI no está en sintonía con 
recomendaciones internacionales, con Convenios de la OIT, con la 
Constitución Nacional y menos aún con posturas planteadas por la sala 
laboral de la Corte Suprema de Justicia. Tampoco va en concordancia con 
el Estado Social de Derecho, con la garantía del derecho a la salud, y dista 
mucho de ser una definición que garantice equidad con el discapacitado 
temprano, amén de desconocer avances en el proceso de rehabilitación 
integral, que es un obligatorio ético de la sociedad. 
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 Frente a la determinación de la fecha de estructuración en el caso de la 
calificación integral se debe mirar realmente, el momento en el cual la 
persona que sufre las contingencias, sean comunes o profesionales por 
accidentes o enfermedades,  y que lo imposibilitan para realizar sus labores 
productivas o que lo colocan en condición de invalidez. 
 
2.4 Barómetros para establecer la pérdida de capacidad laboral en 
nuestro ordenamiento jurídico 
 
 
El Código Sustantivo del Trabajo en nuestra legislación traía en los artículos 
209 a 212 la tabla o listado de afectaciones cuantificando la pérdida o 
afectación sufrida por el individuo estableciendo en el primero de ellos V 
grupos así: I Grupo, Cabeza y cuello con treinta 30 numerales; II Grupo 
Tórax y tronco con veintitrés 23 numerales; III Grupo Miembro Superior 
Izquierdo con cuarenta y dos 42 numerales; IV Grupo Miembro Superior 
Derecho con cuarenta y dos 42 numerales y el  V grupo Miembros Inferiores 
con treinta y cuatro 34 numerales. Cada numeral de los cinco grupos 
describe una lesión, patología o afectación a la que le dan un porcentaje o un 
rango especifico de porcentaje de perdida, calificación que es del todo anti 
técnica porque no valora sino el daño corporal en la deficiencia o afectación 
de órganos, miembros o sistemas, sin darle valor a la afectación social, 
laboral y familiar e igualmente sin tener en cuenta la afectación psicológica 
que sufre o puede sufrir el individuo que sufre la contingencia. 
 
Como un ejemplo de la cuantificación del daño que se consagro en la 
legislación laboral tenemos: Grupo V, numeral 30. Perdida anatómica del 
miembro inferior derecho o izquierdo, por amputación a nivel del tercio medio 
del muslo: 70%. Grupo I numeral 2, Lesiones extensas del cuero cabelludo, 
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 sin fractura del cráneo, acompañadas de pérdida de sustancia: 3% a 8%; 
Grupo II numeral 5. Fractura de algunas vertebras, con poca limitación del 
juego de la columna vertebral, sin recuperación apreciable sobre el sistema 
nervioso medular 14% a 18%.  
 
El artículo establece igualmente la tabla de indemnizaciones a cargo del 
patrono de acuerdo a los porcentajes de disminución de la capacidad laboral 
asi: 
De 1 a 3%.............................................................. 01 mes 
De 9 a 13%........................................................... 03 meses 
De 19 a 23%......................................................... 05 meses 
De 34 a 38% ……………………………………………. 08 meses 
De 44 a 48%............................................................ 10 meses 
De 59 a 63%........................................................... 13 meses 
De 69 a 72% ……………………………………………. 15 meses  
De 79 a 81% ……………………………………………. 18 meses 
De 88 a 90%......................................................... 21 meses 
De 97 a 100%........................................................ 24 meses 
 
En el Código se establecía que en la aplicación de la tabla adoptada se 
tendrán en cuenta las siguientes reglas: 
 
 Cuando el trabajador padezca varias lesiones por causa de un 
accidente, que no estén clasificadas conjuntamente en ninguno de los 
grupos, se acumulan las prestaciones, pero sin que la cuantía exceda 
de veintitrés 23 meses de salario. 
 Cuando el accidentado compruebe ser zurdo, se invierten las 
anotaciones de la tabla, en razón de esa circunstancia. 
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  Cuando la lesión o perturbación funcional tenga influencia especial 
sobre el oficio habitual del trabajador, la prestación puede ser 
aumentada pero sin que la cuantía exceda de veinticuatro 24 meses 
de salario, y el aumento se hará por los médicos de la oficina Nacional 
de Higiene Industrial, previo estudio del grado de alteración de la 
habilidad profesional del lesionado.  
 
Cuando un trabajador presente lesiones diversas en el organismo, 
ocasionadas por un mismo suceso accidental, deben sumarse los 
porcentajes de incapacidad de cada lesión por separado ocasione, para que, 
de la suma total, se obtenga el porcentaje real de incapacidad, a fin de poder 
determinar la correspondiente indemnización. 
 
Los Decretos 1836 de 1994 y  692 de 1995 fueron las norma o manuales de 
calificación que el Gobierno Nacional expidió luego de la vigencia de la Ley 
100 de 1993 que estableció el sistema de la seguridad social integral y creo 
de alguna manera un sistema de calificación de la invalidez técnico-científico 
y con criterios de ponderación tarifados que superaron la normativa existente 
tanto del sector público como del privado. 
 
El gobierno nacional posteriormente expidió el Decreto 917 de 1999 y que 
modifico el decreto inicial del manual básico para la calificación de la 
invalidez y que se conoce como el MUCI, derogándose en su totalidad 
realmente el decreto 692 de 1995 y todas las normas que le sean contrarias.    
Según el Dr. CRISTIAN ALONSO, profesional especialista en valoración del 
el daño corporal “… para lograr este instrumento se evaluaron varios 
baremos o manuales de calificación a nivel internacional, y se decidió tomar 
como referencia la “Clasificación Internacional de Deficiencia, Discapacidad y 
Minusvalía de la Organización Mundial de la Salud (En adelante OMS)” en su 
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 versión de 1974, sin embargo, debido a que dicha clasificación tenía como 
objetivo principal servir como guía en los procesos de rehabilitación y que 
nunca había sido utilizada con fines de cuantificación del daño para procesos 
compensatorios, se hizo necesario darle a cada categoría un valor numérico. 
 
Para ello se tomaron las categorías de discapacidad y minusvalía y 
arbitrariamente se les otorgo dicho valor, para el caso de las deficiencias y 
dada la complejidad de dicha categoría, se decidió remplazarlas por las 
tablas de la Asociación Médica Americana AMA (segunda versión), para ello 
se tomó el modelo chileno que tomaba como base las de la AMA y la 
Clasificación Internacional de las Deficiencias, Discapacidades y Minusvalías 
–CIDDM- de la Organización Mundial de la Salud OMS, este modelo tenia de 
innovador ser el primer modelo en el mundo que acogía en un solo 
instrumento de valoración la visión integral del daño67. 
 
No obstante la crítica de la academia del MUCI, es un instrumento que 
plantea una valoración no solo de la deficiencia o daño corporal, sino 
teniendo en cuenta los criterios de Discapacidad y Minusvalía, consagrando 
la fórmula para ajustar las deficiencias, superando la ambigüedad, 
arbitrariedad y subjetividad que traía.   
 
El manual inicia por establecer como beneficiarios en la aplicación de la 
norma a todos los habitantes del territorio nacional, a los trabajadores de los 
sectores públicos tanto oficiales como empleados públicos en todos sus 
órdenes y del sector privado en general.  En general el MUCI se aplica a 
todos los cotizantes y beneficiarios del sistema de la seguridad social integral 
e inclusive se aplica a las personas que acuden en forma particular a las 
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 juntas de calificación para buscar condonación de deudas o hacer efectivo un 
seguro o como peritaje ordenado por la jurisdicción. 
 
Sin embargo el MUCI plantea cierta subjetividad dentro de la objetividad 
numérica de los criterios de deficiencias, discapacidades y minusvalías que 
generan controversia e inconformidad, toda vez que el instrumento plantea 
una calificación de la perdida funcional más que de la pérdida de capacidad 
laboral propiamente dicha, toda vez que el componente ocupacional es tan 
solo un porcentaje dentro de la minusvalía que no tiene un peso relevante en 
el total de la calificación. 
 
 
2.5  Calificación de la invalidez en el derecho comparado 
 
Para nuestro estudio de la Invalidez y la calificación de dicha condición, así 
como la pensión de invalidez con doble origen cuando se califica 
integralmente, se analizara las legislaciones de países como España y Chile, 
sin embargo es conveniente resaltar que el problema técnico más importante 
y complejo a nivel internacional, es definir y evaluar la pérdida o establecer 
numéricamente la afectación. Las legislaciones se mueven entre tres 
conceptos: invalidez física (pérdida de capacidad física o mental 
independientemente de las consecuencias económicas y laborales), invalidez 
profesional (imposibilidad de continuar desempeñando la actividad que se 
ejercía) e invalidez general (imposibilidad de aprovechar cualquier 
oportunidad del mercado laboral). En casi todos los países se exige cierto 
grado mínimo de incapacidad, el cual se suele expresar como un porcentaje 
(los que oscilan entre el 15% y 60%)68, igualmente en la misma forma que las 
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 pensiones de vejez y sobrevivencia se exige un periodo de cotización o 
empleo mínimo (situándose entre seis meses y diez años) y frente al monto 
de la pensión de invalidez la mayoría de regímenes la calculan con la misma 
fórmula que las prestaciones de vejez, incluyendo un adicional cuando la 
persona necesita ayuda de una tercera persona y protegiendo en algunos 
casos solo la invalidez total, en otros reconociendo prestaciones más 
reducidas cuando hay grados menores de incapacidad. 
 
2.5.1 ESPAÑA:  Ley 13/1982, de 7 de abril, de Integración Social de los 
Minusválidos (LISMI), considerada como Ley Marco sobre el tema de calificación de 
la Discapacidad y la Minusvalía. De esta norma se desprenden las demás que 
regulan el tema. 
 
Encontramos el tema, de lo que para nosotros es la invalidez, la valoración y 
las pensiones regulado en diferentes normas, siendo la más importante el 
Real Decreto 1971 del 23 de diciembre de 1999, proferido por el Ministerio 
de Trabajo y asuntos sociales y en donde se establece el procedimiento para 
el reconocimiento, declaración y calificación del grado de minusvalía, de 
acuerdo con el establecimiento de nuevos baremos aplicables y órganos 
competentes para su valoración. La norma citada fue luego modificada por 
una norma de igual entidad como es el Real Decreto 1169 del 12 de 
septiembre de 2003 por la cual se modifica el anexo I, que establece el 
procedimiento para el reconocimiento, declaración, calificación y grado de 
minusvalía. Ya en el año 2000 mediante la Orden del 2 de noviembre se 
determinó la composición, organización y funciones de los equipos de 
valoración y orientación dependientes del Instituto de Migraciones y Servicios 
Sociales y se desarrolla el procedimiento y actuación para la valoración del 
grado de Minusvalía dentro del ámbito de la Administración General del 
Estado.  
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Encontramos también el Real Decreto 1856 de 2009 del 4 de diciembre que 
modifica el Real Decreto 1971 de 1999, frente al procedimiento para el 
reconocimiento, declaración y calificación del grado de discapacidad. La Ley 
39 de 2006 igualmente modifico el Real Decreto que planteo la limitación de 
las personas por la condición de salud al cambiar la terminología de 
“Minusvalía” por la de “Discapacidad”, acomodándose a la Clasificación 
Internacional de Funcionamiento, de la Discapacidad y de la Salud CIF-2001, 
por ser éste un referente internacional que proporciona una base científica 
para la comprensión y el estudio de la salud. Con las modificaciones 
pertinentes ya no se calificado como grado de Discapacidad sino como 
“grado de las limitaciones en la actividad”  obtenido a través de la aplicación 
de los baremos del anexo I, Adaptado A.      
 
Dicha normativa utiliza formalmente la terminología de la CIDDM 
(Clasificación Internacional de Deficiencias, Discapacidades y Minusvalías) 
de 1980 de la Organización Mundial de la Salud (OMS) aunque 
conceptualmente no sigue sus criterios. Dicha nueva clasificación ha pasado 
de ser una clasificación de "consecuencias de enfermedades" (versión de 
1980) a ser una clasificación de "componentes de salud" (versión de 2001).  
Para calificar al individuo está el Anexo 1A, Capítulo 1, Normas generales, 
punto 4º "...las pautas de valoración no se fundamentan en el alcance de la 
deficiencia sino en su efecto sobre la capacidad para llevar a cabo las 
actividades de la vida diaria, es decir, en el grado de discapacidad que ha 
originado la deficiencia." Sin embargo la calificación del grado de minusvalía 
sigue dependiendo fundamentalmente de la deficiencia que presenta el 
individuo y del grado de discapacidad que ésta le produce, ya que a estos 
"factores sociales complementarios" (auténtico nivel de minusvalía en 
términos CIDDM) se les conceden un máximo de quince puntos 
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 porcentuales, siempre y cuando la discapacidad haya supuesto veinticinco 
de estos puntos. Se valora, en términos CIDDM no el grado de minusvalía 
sino el de discapacidad, complementado, si procede, por algunos "rastros" de 
minusvalía. No obstante se sigue concediendo la "calificación de minusvalía" 
en cuanto se alcance el grado de limitación funcional del 33% establecido, 
sin que sea necesaria la concurrencia de restricciones en la participación 
social. 
 
La LISMI desarrolla una serie de prestaciones económicas, entendidas como 
un mecanismo social compensatorio de una situación no deseada. La 
calificación de minusvalía se hace en términos de grados, y el grado de 
minusvalía se expresará en porcentajes. Para esta medición se establecen 
una serie de baremos que se configuran como los Anexos del Real Decreto y 
son:  
 
1.- Baremos referidos a factores médicos 
2.-        Baremos referidos a factores de tipo social, siendo prioritarios los 
primeros.  
 
Como veremos el porcentaje asignado por la Administración es vital a la hora 
de obtener determinadas prestaciones. Por último, es importante destacar 
que la calificación legal de minusvalía es un documento administrativo, o 
calificación hecha por la autoridad competente, que nada tiene que ver con la 
incapacitación civil de una persona, que se produce siempre mediante 
sentencia judicial dirigida a surtir efectos en el gobierno de la propia persona 
incapacitada y en la administración de sus bienes. 
 
La norma y sus anexos de calificación también asignan puntajes cuando la 
persona requiere la ayuda de una tercera persona y solo si obtiene en el 
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 baremo un mínimo de 15 puntos. Igualmente parte del baremo III, es el 
hecho de utilizar transporte público o dificultades de movilidad. 
 
2.5.2     CHILE:  La normativa en Seguridad Social y que consagran la 
condición de invalidez y la pensión se encuentra consagrada en el hermano 
país de Chile, en la Ley 3.500 de 1980 que impone el nuevo Sistema Privado 
de Pensiones, y en donde se ampara el riesgo de invalidez de los afiliados, 
cuyo estado debe ser evaluado por comisiones medicas, con normas o 
baremos que datan de 1990, estas tablas contiene a su vez una serie de 
valores combinados y un capítulo dedicado a factores complementarios. En 
el proceso de calificación las compañías aseguradoras pueden designar un 
médico cirujano para que los represente en las Comisiones Regionales, para 
que asistan como observadores cuando se valore a alguno de sus afiliados.  
Las fórmulas de valores combinados prescriben que en los casos que exista 
un solo órgano afectado, las normas indican el valor porcentual del 
impedimento. Si resultan afectados más de dos órganos o sistemas, los 
valores parciales de los impedimentos deben ser combinados, según la 
fórmula: A%+B% x(100%-A%) . 
 
Si se aplica la formula con dos impedimentos ponderados, uno con 35% y 
otro con 20% se obtiene que  0,35+0,20 x(1,00-0,35) luego 0,35 + 0,20 (0.65) 
que se opera como 0,35+0,13=48% que pasa a ser A en caso de existir otro 
impedimento ponderado y así sucesivamente. La tabla de factores 
complementarios permite sumar puntos adicionales a la ponderación de las 
enfermedades, por concepto de la edad cronológica, nivel de educación y la 
capacidad para ejercer el oficio. 
 
El paciente puede aportar los exámenes, informes médicos u otro tipo de 
antecedentes con el objeto de respaldar su solicitud, sin embargo dichas 
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 pruebas no pueden ser determinantes en la calificación. El impedimento ha 
sido definido en las normas como un concepto puro y exclusivamente 
médico, que tiene el carácter de permanente, estable e irreversible y 
después de haberse agotado los medios curativos y rehabilitadores de que 
se disponga al momento de realizarse la valoración. 
 
La persona declarada inválido recibe un beneficio de una cantidad mensual 
de dinero, que es equivalente al monto de la invalidez porcentual 
determinada y con cargo a su saldo o a un aporte adicional realizado al fondo 
pensional o a un subsidio del estado. Tiene derecho al beneficio pensional 
por invalidez los afiliados no pensionados del sistema, que sin cumplir los 
requisitos de edad para obtener la pensión de vejez, y a consecuencia de la 
enfermedad o debilitamiento de sus fuerzas físicas o intelectuales, sufran un 
menoscabo permanente de su capacidad de trabajo y podrá ser una pensión 
de invalidez total para los afiliados que pierdan su capacidad de trabajo en 
por lo menos dos tercios y la pensión de invalidez parcial, para afiliados con 
una pérdida de su capacidad de trabajo igual o superior a cincuenta por 
ciento e inferior a dos tercios. 
 
La norma no hace distinción si las afectaciones son solo de origen común o 
si puede confluir en la calificación una contingencia de origen común e 
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3. LA CALIFICACION DEL ORIGEN DE LAS CONTINGENCIAS 
 
 
3.1 Las contingencias de origen profesional 
 
 
3.1.1 Accidente de trabajo:  El Concepto de accidente de trabajo aparece 
en 1915 en la Ley 57, expedida por el Congreso de la Republica  en honor 
del General RAFAEL URIBE URIBE, considerado por muchos como padre de 
la Salud Ocupacional en nuestro país, al definirlo como: “Es todo suceso 
imprevisto y repentino sobrevenido por causa o con ocasión del trabajo, y 
que produce en el organismo de quien ejecuta un trabajo por cuenta ajena, 
una lesión o una perturbación funcional permanente o pasajera, todo sin 
culpa del obrero.” 
 
Consigno la norma como eximentes del accidente de trabajo cuando el 
trabajador tiene culpa en el accidente y cuando desobedece normas de 
seguridad industrial, el no utilizar elemento de protección personal, así como 
cuando labora en estado de embriaguez y la acusación por fuerza mayor o 
caso fortuito.  
 
El Código Sustantivo del Trabajo que viene de 1950 recogió la definición 
anterior del accidente de trabajo en el artículo 199 estableciendo la culpa 
grave del trabajador y la acusación deliberada del accidente como eximentes 
de la profesionalidad del evento, derogando como tal el concepto la fuerza 
mayor y el caso fortuito. 
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 El Instituto de los Seguros Sociales, mediante Acuerdo 1963 de 1963 define 
el accidente de trabajo con la misma significación del Código Sustantivo del 
Trabajo, actualizando algunos términos y reviviendo como eximentes la 
fuerza mayor y el caso fortuito, situación del todo ilegal en la medida que un 
acuerdo de esta entidad no puede estar por encima o modificar una 
disposición con fuerza de ley como es el CST.  
 
Luego de la expedición de la Ley 100 de 1993 que consagra el esquema de 
la Seguridad Social Integral, en lo referente a los Riesgos Profesionales, no 
se definió ninguna de las contingencias AREP, dejándose la misión al 
ejecutivo, a través de facultades expresas y precisas para expedir la norma 
que determinara la organización y administración de los Riesgos 
Profesionales en forma de sistema.  
 
El Decreto 1295 de 1994 en el artículo 9 al definir y establecer excepciones 
al accidente de trabajo, recogió la misma concepción del Código Sustantivo 
del Trabajo, ampliándola y actualizándola, en la parte referente a determinar 
las dos fuentes generadoras del evento, al hacer referencia al acaecimiento 
del hecho “por causa o con ocasión del trabajo” y al precisar en el inciso 
segundo de la norma, la labor bajo las ordenes y durante la ejecución de una 
labor bajo su autoridad, aun fuera del sitio de trabajo, eliminando y 
derogando el imprevisto y la culpa del trabajador, en las excepciones que 
recoge en el artículo 10, describe las mismas solo frente a actividades 
diferentes para las que fue contratado el trabajador, ejemplificando en 
labores recreativas, deportivas y culturales y los sufridos fuera de la empresa 
en permisos remunerados o no incluidos los sindicales.   
 
Actualmente el concepto se consagro en la Ley 1562 de 2012 en el artículo 
3,  de forma abstracta en cuanto a tenerlo como ese hecho o insuceso 
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 repentino, que tiene ocurrencia por causa o por ocasión del trabajo o labor y 
que produce en el trabajador una afectación en su salud e integridad 
personal, causándole una lesión orgánica una perturbación funcional o 
psiquiátrica, una invalidez e incluso la muerte. 
 
Sea lo primero establecer la generalidad del concepto o lo abstracto de la 
definición, en cuanto a que,  permite al interprete denominado operador del 
derecho determinar, si se está en un hecho, frente o no, a un accidente de 
carácter profesional, por establecer dos fuentes generadoras del mismo, que 
se pueden tener como sinónimas, pero que no lo son, al establecer que el 
accidente puede causarse o sobrevenir “por causa o con ocasión del 
trabajo”. 
 
En la norma que recientemente se expide con el concepto de la contingencia, 
en el inciso segundo considera igualmente AT el que se produce durante la 
ejecución de órdenes o labores funcionales bajo la autoridad del empleador, 
independiente del lugar y horario, en virtud del poder subordinante que 
caracteriza la relación laboral de acuerdo a lo establecido en el artículo 23 
del Código Sustantivo del Trabajo que determina los elementos del contrato. 
 
La contingencia también se presenta en la actividad del traslado de los 
trabajadores o denominado jurisprudencialmente “in itinere”, traslado que se 
presenta, entre la residencia del trabajador y el sitio de trabajo o viceversa, 
siempre que el medio de transporte sea suministrado por el empleador, 
considerando en este caso que de alguna manera se prolonga el riesgo a 
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 Elementos del Concepto 
 
 Suceso Repentino:  El accidente sea o no de carácter profesional, es 
un hecho que se sucede de forma repentina o de repente y siempre de 
forma instantánea y de cierta manera imprevisto, como lo reseñaba la 
legislación anterior, aunque este hecho que afecta la salud, la 
integridad y hasta la vida del trabajador, en la mayoría de las veces se 
puede evitar, si no en todos los casos, minimizando o controlando los 
riesgos en la empresa o sitio de trabajo. Dentro del concepto de 
accidente de trabajo se exige la ocurrencia del hecho o la 
materialización del daño en el trabajador, debe existir materialmente el 
hecho, no puede ser una simple expectativa o riesgo.  
 
 Con Causa o con Ocasión del trabajo: El accidente se da o puede 
sobrevenir con causa o con ocasión del trabajo o la labor, en el primer 
caso se debe entender, que el hecho dañoso o accidente se da en 
una forma indirecta en el trabajador, es decir por el hecho de estar 
vinculado a la labor o al trabajo, independientemente si se está o no 
laborando,  como el encontrarse dentro de las instalaciones de la 
entidad o empresa y se sucede una catástrofe natural; en el segundo 
caso la relación es directa por sucederse “trabajando” o haciendo sus 
labores habituales, propias u ordinarias para la que fue contratado, 
como lo describe la misma norma “Aquel que se produce durante la 
ejecución de órdenes del empleador o durante la ejecución de una 
labor bajo su autoridad” completando o aclarando “aún fuera del lugar 
y horas de trabajo”.       
 
Un caso específico o típico del accidente de trabajo generado, “con 
ocasión” se presenta como “el que se produzca durante el traslado de 
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 los trabajadores desde su residencia a los lugares de trabajo o 
viceversa, cuando el transporte lo suministra el trabajador”. 
 
El doctrinante Dr. CARLOS LUIS AYALA CACERES en su obra ya 
citada, al referirse a los términos causa o la ocasión en la ocurrencia 
del accidente de trabajo cita: “La jurisprudencia de la Corte Suprema de 
Justicia desde sentencia del 11 de marzo de 1958, definió jurisprudencialmente el 
significado de la expresión. “por causa, con ocasión”. Señalando que las disyuntivas 
de la figura jurídica por causa, con ocasión del trabajo significa que hay dos 
elementos, cada uno estructurado por si solos del término accidente: La causa y la 
ocasión. Para que aquel ocurra es necesario que por lo menos uno de ellos se 
realice. “Con ocasión del trabajo” significa en síntesis –dice Krotoshin- “trabajando”. 
Por causa es una relación indirecta con el trabajo y se encuentran todos los hechos 
extralaborales que generen accidente de trabajo”.  
 
En cuanto a la noción o diferenciación de la causa o la ocasión que 
consagra la definición o determinación del concepto de accidente de 
trabajo la Junta Nacional de Calificación de Invalidez  al respecto se 
pronunció: “Se colige de lo establecido en los artículos 8 y 9 del referido decreto 
que existen dos vinculantes indispensables para inferir cuales son los riesgos 
profesionales. El primero, que el accidente, para que se defina como un riesgo 
profesional debe ser consecuencia directa del trabajo o de la función ejercida, y la 
segunda, que el evento sea considerado como un hecho repentino que se produzca 
por causa o con ocasión del trabajo. 
 
Visto lo inmediatamente registrado, se tiene que las expresiones con causa o con 
ocasión del trabajo se refieren a ese nexo causal que necesariamente debe existir y 
presentarse entre la causa y el efecto para que se produzca una responsabilidad. Y 
es obviamente ese nexo causal la reunión de todos aquellos acontecimientos 
relacionados, entrelazados y consecuentes entre si, respecto de los cuales se deriva 
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 una responsabilidad, de la que emana obligaciones para el extremo contractual que 
se beneficia de la labor desempeñada por su trabajador 
69
”. 
   
El accidente de trabajo “por causa” se presenta cuando el trabajador 
se encuentra realizando actividades, que si bien es cierto no son de la 
esencia funcional o de las labores para las que fue contratado, si 
hacen parte del compromiso con la entidad o está dentro de las 
obligaciones generales del trabajador, como cuando el trabajador se 
lesiona realizando labores de auxilio en una calamidad en la empresa; 
situación que ha sido debatida en el Tribunal así: “...No podría 
considerarse que al mismo tiempo que la ley establece como obligación especial del 
trabajador colaborar en los casos de siniestro o riesgos inminentes que afecten o 
amenacen a las personas o las cosas de la empresa, simultáneamente, y 
contrariando el mismo deber que le impone al trabajador, lo desampara a tal extremo 
que si al llevar a cabo el acto de colaboración se le ocasiona una lesión orgánica o 
perturbación personal permanente o pasajera, o inclusive y en el caso más extremo 
la propia muerte, este suceso imprevisto y repentino, desde luego no provocado 
deliberadamente por la víctima y el cual muchísimo menos puede serle reprochado 
como una culpa grave suya, escapara a la definición de accidente de 
trabajo...Tampoco se encuentra razonable exigir que siempre y en todo caso para 
que opere la obligación especial que tiene el trabajador de prestar auxilio a sus 
compañeros en peligro, fuera necesaria la previa orden del patrono o su autorización 
expresa. Las situaciones de inminente peligro no dan normalmente espera y por ello 
es común que se obre en esos casos de manera instintiva y espontánea; pero 
impulsado quien actúa por el laudable propósito de intentar la salvar la vida del 
prójimo que se encuentra amenazada...
70
”     
      
 
 
                                                          
69
 Acta de sustentación o ponencia calificación de origen, caso remitido por Colmena 
Riesgos Profesionales, de 8 de julio de 2003. 
70
 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE COLOMBIA, Sala de Casación Laboral, sentencia  
de septiembre 20 de 1993, radicado 5911 M.P. RAFAEL MENDEZ ARANGO 
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 Causante de lesión o daño en el órgano o función: Para la 
configuración de la contingencia del accidente con carácter 
profesional, implica necesariamente que se de una lesión orgánica o 
una perturbación funcional o psíquica en el trabajador, esta ultima una 
novedad de la reciente norma, es decir que se dañe un órgano o que 
se dañe una función o que se afecte la conciencia o el 
comportamiento, y que puede producir o no una incapacidad sea esta 
transitoria o permanente, una invalidez es decir colocar a la persona 
en condiciones de no poder realizar actividades productivas e incluso 
que se produzca la cesación de la vida con la muerte del trabajador.    
 
 Dentro del elemento “Subordinación del Contrato”:  Esta parte del 
concepto del accidente de trabajo, se da por el fenómeno de la 
subordinación como elemento del contrato de trabajo y tiene 
necesariamente que ver con la ocurrencia del accidente “por la 
ocasión”, en la medida que hace referencia al cumplimiento de la labor 
por órdenes o bajo la autoridad del empleador, sea o no dentro de la 
jornada o en el lugar de trabajo y en donde se deben recoger todas las 
situaciones o circunstancias que vinculan al trabajador con el 
empleador en beneficio del objeto social o misional.  
 
Cuando no se presenta el nexo de beneficio empresarial o del objeto 
de la relación laboral, en el evento de un accidente del trabajador por 
haberse realizado actividades ajenas, por su propia cuenta o a 
solicitud del empleador o de un tercero, se presenta una situación de 
responsabilidad diferente, sea estrictamente civil o penal para el 
generador del riesgo extralaboral.  
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 El tratadista el Dr. ARENAS MONSALVE en cuanto a la subordinación ha 
referido: “…El poder subordinante del empleador o sus representantes deben estar 
relacionadas con el objeto social o actividad industrial de la empresa y al objeto mismo 
del trabajo, en virtud de que su facultad de dar órdenes e instrucciones y exigirle su 
cumplimiento en cualquier momento, en cuanto al monto, modo, tiempo o cantidad de 
trabajo y a la posibilidad de imponerle reglamentos al empleador. Lo anterior conforme al 
literal b) del artículo 23 del Código Sustantivo del trabajo que señala la subordinación o 




La Jurisprudencia ha interpretado el elemento subordinante del contrato 
en una forma muy amplia que vale la pena resaltar asi: “...II. Acerca del 
alcance que deba darse dentro de la definición al término “trabajo”, es claro que no solo 
se refiere a la actitud misma  de realizar la labor prometida, sino a todos los 
comportamientos inherentes al cumplimiento de la obligación laboral por parte del 
operario sin los cuales ésta no podría llevarse a cabo como la locomoción de un sitio a 
otro dentro del establecimiento, o también actividades de capacitación o de otra índole 
impuestas en ejercicio de la potestad subordinante. Y en este orden de ideas tampoco 
ha de perderse de vista que el vínculo contractual laboral lo deben ejecutar las partes de 
buena fe y por ende no obliga  sólo a lo que en el acuerdo formal  se expresa, sino 
también en lo que hace al trabajador, a todas las cosas que emanan precisamente de la 
prestación de los servicios, verbigracia el desarrollo de actividades extraordinarias 
exigibles en circunstancias excepcionales; las cuales, si bien no hacen parte usual del 
trabajo comprometido, sí están ligadas con éste de modo que son generadoras de 
riesgos profesionales..
72
.”    
 
 En el Transporte de los trabajadores:  Esta modalidad de accidente 
laboral ha sido denominada por la Doctrina in itinere o en el traslado de 
los trabajadores y se debe tener como tal, hoy en día, sin mayor discusión 
o controversia, en la medida que desde su inclusión en el inciso tercero 
del artículo 9 del Decreto 1295 de 1994, y en la reciente normativa lo ha 
                                                          
71
 ARENAS MONSALVE Gerardo,El Derecho Colombiano de la Seguridad Social, Tercera Edición 
Actualizada, Editorial Legis, Bogota 2011. Pag 118 
72
 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE COLOMBIA, Sala de Casacion Laboral, radicado 7633 sentencia del 
18 de septiembre de 1995. M.P. Francisco Escobar. 
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 citado expresamente así: “Igualmente se considera accidente de trabajo 
el que se produzca durante el traslado de los trabajadores desde su 
residencia a los lugares de trabajo y viceversa, cuando el transporte lo 
suministre el empleador.” 
 
No ocurría así en la legislación anterior a la implementación del sistema, 
de consagrarlo expresamente, en la medida en que el Código Sustantivo 
del Trabajo en el artículo 199 no lo menciona, como tampoco lo hacen los 
decretos de prestaciones de los servidores públicos (Decreto 1848 de 
1969). Sin embargo el reglamento del Instituto de Seguro Social, única 
entidad que manejaba el tema de los riesgos laborales y sus 
prestaciones, en un extraordinario avance reconoce esta modalidad de 
accidente en el Acuerdo 155 de 1963, ordinal d articulo 3 al contemplar: 
“El ocurrido en el camino al lugar de trabajo o de regreso al trabajo, cuando el transporte 





Inclusive el reglamento de la entidad de previsión y seguridad social, iba 
aún más allá, creando una nueva modalidad de accidente sobre una 
preferencia inexplicable, al establecer para los “funcionarios de seguridad 
social del instituto del seguro social” la contingencia del accidente de 
trabajo en el traslado, de forma extendida así: “ en el trayecto ordinario de su 
residencia al lugar de trabajo y de este a aquella, hora y media después de finalizada la 
jornada laboral, siempre que el recorrido no haya sido interrumpido en interés particular 
del funcionario o por cualquier razón extraña al trabajo
74”.    
 
  En el caso del accidente del trabajador en un vehículo, sea en el 
traslado de la residencia a la sede del empleador o viceversa, siempre 
                                                          
73
 COLOMBIA. Instituto de  Seguro Social, Reglamento, Acuerdo 155 de 1963, ordinal d 
articulo 3 
74
 Ibíd.  
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 que el transporte lo suministre el empleador o desempeñando labores de 
desplazamiento propias del cargo como, visitas, entregas o 
desplazamientos en misión, debe tenerse, sin lugar a dudas como de 
carácter profesional, para así el empleador, reportarlo a la administradora 
de riesgos laborales a la que se encuentra afiliado y cotizando por sus 
trabajadores, y exigir de ésta las prestaciones tanto asistenciales como 
económicas, sin confundirse estos accidentes con el típico accidente de 
tránsito del cual responde el Seguro Obligatorio denominado SOAT.   
 
La expresión del artículo 9 del Decreto 1295, en su momento, fue 
declarada exequible por la Honorable Corte Constitucional al señalar: “En 
efecto una primera situación se configura por el evento en que el empleador resuelve 
asumir el transporte de sus trabajadores, lo que implica el dominio por su parte de las 
circunstancias de modo, tiempo y lugar en que este se realiza, y una segunda en la que 
el trabajador por sus propios medios, bien sea en un vehículo de su propiedad o en un 
transporte público, o en uno privado acude al trabajo o regresa de él, sin que en este 
último caso tenga ninguna injerencia sobre las condiciones en que dicho traslado se 
efectúa. 
  
Es pues objetivamente una situación diferente la que se plantea en cada caso, y ello 
bien podía ser tomado en cuenta por el legislador al establecer la definición de accidente 
de trabajo en los términos señalados en el artículo censurado.  
  
Si se advierte además que, como atrás quedó explicado, el sistema general de riesgos 
profesionales se basa en la teoría del riesgo creado, es lógico que cuando el transporte 
lo suministra el empleador, el accidente que se produzca se califique de profesional por 
cuento en esa circunstancia  se produce una especie de prolongación de la empresa, en 
la que el trabajador, como subordinado, está sometido a las condiciones que se le fijen 
para su transporte entre el sitio de trabajo y su residencia, razón por la que será el 
empleador el llamado a responder por los perjuicios que se llegaren a causar. Ténganse 
en cuenta que en este caso el empleador determina y controla las condiciones en las 
que se realiza el transporte –elige el tipo de vehículo, el conductor, establece las 
condiciones para su uso y mantenimiento, señala las rutas, horarios, etc.- es decir que 
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 puede controlar o al menos circunscribir el riesgo que crea, en tanto que cuando el 
trabajador se transporta por sus propios medios ninguno de estos elementos se 
encuentra bajo su control. 
  
Así las cosas el que la disposición demandada señale como accidente de trabajo el que 
ocurra cuando el transporte lo suministre el empleador, no obedece entonces a una 
determinación caprichosa o irrazonable del legislador, sino que responde a 
circunstancias precisas que como se ha visto están ligadas a la posibilidad de establecer 
una relación directa entre el hecho acaecido y el riesgo creado por el empleador al 
asumir el transporte de sus trabajadores
75
”.     
 
 En Actividades recreativas, deportivas o culturales:  En la Ley 1562 de 
2012 el tema de las actividades recreativas, deportivas o culturales que 
solo se podrán tener como causantes de accidentes de trabajo, si las 
mismas enmarcan el hecho dañoso ocurrido al trabajador, por una 
actividad lúdica diferente a la funcional para la que se le contrato o 
vinculo, y que se dan por organización, patrocinio o representación de la 
empresa o empleador o como le establecía el artículo 10 de excepciones 
al concepto de AT, al consignar: “...a menos que actúe por cuenta o en 
representación del empleador...”     
 
El considerar como accidente de carácter profesional, las lesiones o 
daños ocurridos en actividades recreativas, deportivas y culturales 
incluyendo aquellas a que tiene derecho el trabajador por mandato legal 
(Ley 50 de 90), ya no como excepción, dentro de las actividades que no 
se consideran accidente de trabajo, sino como una situación más que se 
puede presentar en el ámbito laboral, constituye una acierto en la nueva 
normativa y no una evidente falta de técnica legislativa como se consignó 
en el decreto que estableció los parámetros del sistema de riesgos en ese 
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 CORTE CONSTITUCIONAL COLOMBIANA, sentencia 12 junio de 2002. 
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 momento denominados profesionales, que permitía una cierta confusión y 
la interpretación subjetiva. 
 
Frente a la excepción al concepto de accidente de trabajo en cuanto a las 
actividades lúdicas o de esparcimiento en la que los trabajadores no 
cumplen misión representativa ni actúan en ejercicio de una delegación 
patronal, la Asesora Laboral Dra. Alma Clara Gracia, concluye “La 
inexistencia de parámetros generalizados de interpretación acerca de la naturaleza de 
los accidentes de carácter deportivo laboral, lleva a que se niegue en la práctica, la casi 
totalidad de solicitudes de reconocimiento de prestaciones económicas por parte del 
Sistema General de Riesgos Profesionales e induce a la aplicación indiscriminada a 
manera de muletilla, del inciso 1° articulo 12 del Decreto 1295 de 1994 que indica que 
toda enfermedad o patología, accidente o muerte que no hayan sido calificados o 
clasificados como de origen profesional, se consideran de origen común, produciendo 
una degeneración enfermiza del concepto de accidente de trabajo deportivo. Es de 
resaltar que en ninguno de los casos analizados, el accidente deportivo fue reconocido 
como accidente de trabajo.”     76 
 
En este postulado de las actividades recreativas, deportivas y culturales 
cuando se actué por cuenta o en representación del empleador se incluyó 
a los trabajadores en misión, es decir a aquellos que están vinculados a 
una empresa de servicios temporales y se encuentran cumpliendo una 
actividad o misión en la empresa usuaria y en ésta se incluyen a los 
trabajadores en dichas actividades.   
 
 El ejercicio de la Función Sindical:  Esta situación es novedosa en la ley 
de riesgos laborales al considerar también como accidente de trabajo el 
que se produzca durante el ejercicio de la función sindical, sin precisar 
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 GRACIA, Alma Clara. en el artículo “Un vistazo al Concepto de Accidente de Trabajo, 
desde la Óptica de las Administradoras de Riesgos Profesionales”.  publicado en Actualidad 
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Universidad Nacional de Colombia 
Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales 
Maestría en Derecho – Área de Profundización en Derecho del Trabajo y Seguridad Social 




 exactamente el termino y agregando que será una contingencia de 
carácter laboral aun si dicho trabajador se encuentra en permiso sindical, 
estableciendo sí como condición que, siempre que el accidente se 
produzca en cumplimiento de dicha función.  
 
El CST en los artículos 373 y siguientes trae una enumeración o 
descripción de los que se puede tener como función sindical y que va 
desde las actividades tendientes a la creación o constitución del sindicato 
sea de cualquier grado, las reuniones de aprobación de estatutos y de 
elección de dignatarios de la organización, así como todos los actos de la 
negociación dentro del conflicto, el cese de actividades dentro del 
esquema de la huelga legalmente declarada, está incluida también la 
asesoría, capacitación, representación judicial, etc. 
 
CORTES en su obra precisa con razón frente a este punto que “Debe 
acreditarse en este caso que el hecho ocurrió en cumplimiento de función sindical, sin 
que el cotejo en este evento se realice respecto de las funciones propias del afiliado o 
frente al poder subordinante de la autoridad, pues la protección, como se ha establecido, 




 Por la violencia laboral: Si bien es cierto la reciente norma no menciona 
esta clase de eventos, las situaciones de violencia en el sitio o lugar de 
trabajo, por lo actuales y controvertidas entre los actores del sistema, nos 
llevan a consultar la Doctrina y a la Jurisprudencia para apreciar, si son o 
se deben considerar, o no, como accidentes de carácter profesional, por 
lo que ARENAS manifiesta: 
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  “ …Cuando en el accidente concurren situaciones violentas, tales como 
homicidios, lesiones personales, atentados, etc., se presentan dificultades  
para determinar si tales hechos tiene relación con el trabajo. 
El criterio general sobre este punto es el siguiente: el accidente 
consecuencia de un acto violento (tanto de representantes del empleador 
como de compañeros de trabajo), producido durante la ejecución del 
trabajo y por causa o con ocasión del mismo, debe considerarse 
accidente de trabajo…78” 
 
El Tratadista CARLOS LUIS AYALA CACERES en la obra ya citada, al 
respecto ha sostenido: “…Para que la violencia laboral exista es necesario una 
relación directa o indirecta con el trabajo, en la violencia laboral por actividad humana, 
inicialmente se debe presentar en el sitio, puesto o centro de trabajo la agresión, en 
segundo caso que lesionen al trabajador por laborar en una empresa determinada, tener 
un cargo directivo, exigir una suma de dinero o bienes a la empresa, tercero que la 
empresa le genere el riesgo o lo exponga al hecho violento…” 
 
En lo referente a la responsabilidad objetiva derivada de hechos fortuitos 
e imprevisibles de la naturaleza se pronunció nuestro máximo Tribunal: 
“…Desde la legislación de 1945, el accidente de trabajo y la enfermedad profesional han 
sido considerados como fuente de responsabilidad para el empleador en razón de ocurrir 
por el riesgo creado de su actividad empresarial. Dentro de tal marco, la legislación y los 
reglamentos del seguro social procedieron a desarrollar la teoría del riesgo profesional o 
responsabilidad objetiva. 
 
La jurisprudencia de manera uniforme ha respaldado esta teoría, no solo por que emana 
del contenido de las disposiciones legales de la época mencionada sino porque muestra 
un contraste con los antecedentes que descansaron en la responsabilidad subjetiva del 
derecho común que imponía al afectado la carga de la prueba del elemento culpa. 
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 ARENAS MONSALVE  Revista Seguridad Social al Día, Santa fe de Bogotá, Septiembre de 1998 No.3, 
pag 116. 
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 Dichos antecedentes normativos supusieron para el trabajador la asunción de la prueba 
de la culpa del empleador, del daño (lesión orgánica, perturbación funcional, invalidez, 
muerte), así como también la demostración de la relación causal entre uno y otro y la 
prueba de los perjuicios. Era la época del sometimiento laboral al derecho común, que 
significo, como lógica consecuencia, que el juez descartara la culpa del empleador 
cuando se encontrara en presencia de un accidente ocasionado por el hecho del 
trabajador, el hecho de un tercero o la fuerza mayor. 
 
La aplicación de la teoría del riesgo profesional o responsabilidad objetiva en cierto 
sentido hizo a un lado la noción de culpa del empleador, que por ello dejo de ser 
indispensable para comprometer o no la responsabilidad del mismo, de donde surgió, 
como lógica consecuencia de esa teoría, la obligación de reparar el daño ocasionado por 
el riesgo profesional, aunque mediara el hecho del trabajador (salvo el doloso o 
gravemente culposo), el hecho de un tercero o la fuerza mayor; y el legislador tarifo el 
resarcimiento del daño.  Por eso ahora si el accidente ocurre por causa o con ocasión 
del trabajo, aunque ese accidente ocurre por causa o con ocasión del trabajo, aunque 
ese acontecimiento corresponda a un imprevisto o suceso repentino al que es imposible 




Más adelante, y en la misma sentencia la corte expuso: “El tribunal analizo 
correctamente el hecho público y notorio consistente en el movimiento telúrico acaecido 
el 25 de Enero de 1999 en la ciudad de Armenia que le ocasiono la muerte violenta al 
señor Jorge Enrique Ocampo Rendón. Lo hizo, por cuanto, como se explico al resolver 
el primer cargo, la fuerza mayor no rompe la pluralidad de causas, ni descarta el 
accidente de trabajo cuando se da el suceso durante la ejecución de órdenes del 
empleador o mientras adelanta una labor bajo su autoridad…
80
”.     
 
En el mismo sentido encontramos la decisión de la Junta Nacional de 
Calificación de Invalidez al sustentar la calificación del origen, remitido por 
la ARP ISS, de fecha 7 de octubre de 2003, que calificó como de origen  
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 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, sentencia 17429 de 19 de febrero de 2002, M. P. 
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 Profesional la muerte de un integrante del cuerpo de Bomberos de 
Armenia en el terremoto de enero de 1999. 
 
 
3.1.2  Enfermedad Profesional 
 
 
La enfermedad es un estado patológico o de afectación de la salud que se 
produce en el ser humano por múltiples causas y que tiene toda una historia 
o proceso evolutivo. 
 
La enfermedad profesional es aquella que se produce como consecuencia de 
la labor desarrollada o debido a la profesión, que se agrava por el trabajo o 
que se causan por el medio ambiente laboral y que se describía en el artículo 
11 del Decreto 1295 de 1994 como “todo estado patológico permanente o temporal 
que sobrevenga como consecuencia obligada y directa de la clase de trabajo que 
desempeña el trabajador o del medio en el que se ha visto obligado a trabajar, y que haya  
sido determinada como enfermedad profesional por el gobierno nacional”  
  
La Ley 1562 de 2012  se define la enfermedad con un nombre o 
denominación más adecuada al bautizarla como –Enfermedad Laboral y es 
la contraída como resultado de la exposición a factores de riesgo inherentes 
a la actividad laboral o del medio en el que el trabajador se ha visto obligado 
a trabajar. Se plantea en la norma que el Gobierno Nacional, determinara en 
forma periódica las enfermedades que se consideran como laborales y en los 
casos  en que una enfermedad no figure en la tabla, pero se demuestre la 
relación de causalidad con los factores de riesgo ocupacional será 
reconocida como enfermedad laboral.    
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 Esta contingencia de la enfermedad profesional a diferencia del accidente de 
trabajo se presenta de manera progresiva, lenta o evolutiva y que se va 
manifestando por unos síntomas o signos característicos alterando el estado 
normal de salud del trabajador y que impiden o limitan a esté desempeñar su 
labor, generando igualmente una incapacidad temporal o permanente parcial 
al causar una  lesión orgánica, una perturbación funcional, la invalidez e 
inclusive la muerte.  
 
La enfermedad profesional EP se produce de diferentes maneras, en 
principio como consecuencia obligada del trabajo, en el entendido que las 
diferentes funciones o esfuerzos físicos o psíquicos son directamente y a no 
dudarlo los causantes de la patología, la enfermedad agravada por las 
condiciones del trabajo y la enfermedad causada por el entorno o medio 
ambiente laboral, es decir por los factores tanto físicos, bióticos, abióticos, 
culturales y humanaos que puedan afectar al trabajador. 
 
Presunción de Legalidad: La enfermedad laboral según la definición de la 
Ley 1562 de 2012, se precisa con una tabla o catálogo de patologías que 
históricamente y epidemiológicamente se han tenido como propias o 
derivadas de los riesgos del trabajo, contenida dicha tabla en el Decreto 
reglamentario 2265 de 2009 que al igual que el Decreto 1832 del 3 de agosto 
de 1994, expedido por el Gobierno Nacional, agrupa 42 patologías 
generales, relacionadas con los  diferentes factores de riesgo o actividad 
descrita para cada una de ellas. 
 
El trabajador al que se le diagnostica alguna de estas enfermedades 
laborales por cuenta del médico general o especialista del sistema de salud, 
adquiere para si la presunción de legalidad, en cuanto a que se presume que 
la patología son de carácter laboral, siempre que exista la exposición al 
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 riesgo, para así, para adquirir los derechos prestacionales tanto a nivel 
asistencial como económico, que se consagran en el Sistema General de 
Riesgos Profesionales mediante la Ley 776 de 2001.  
 
La presunción de legalidad de enfermedad laboral a favor del trabajador solo 
se desvirtuara, previo el tramite establecido en el Decreto 2463 de 1994 para 
la calificación del origen, ante las Juntas de calificación de Invalidez, sea por 
la Administradora de Riesgos laborales a la que se encuentra afiliado, o por 
el empleador y siempre que demuestren que el trabajador se encontraba 
enfermo al ingresar a trabajar mediante el examen médico de ingreso 
practicado en su oportunidad o que las mediciones sanitarias no arrojan el 
suficiente nivel de exposición. 
 
Teoría de la Causalidad: El artículo 4 de la Ley 1562 de 2012 que define la 
enfermedad de carácter laboral consagra igualmente lo que se conoce como 
la teoría de la causalidad o causa-efecto,  al establecer: “y en los casos en que 
una enfermedad no figure en la tabla de enfermedades laborales, pero se demuestre la 
relación de causalidad con los factores de riesgo ocupacionales será reconocida como 
enfermedad laborales, conforme lo establecido en las normas legales vigentes”. 
      
La relación de causalidad se encuentra igualmente consagrada en el Decreto 
2265 de 2009 artículo segundo al establecer igualmente que en los casos 
que una enfermedad no figure en la tabla de enfermedades profesionales, 
pero se demuestre la relación de causalidad con los factores de riesgo 
ocupacional, se reconocerá como profesional, complementado en el inciso 
segundo: “Para determinar la relación de causalidad en patologías no incluidas en el 
artículo 1, de este Decreto, es profesional la enfermedad que tenga relación causa-efecto, 
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 El artículo siguiente de la misma norma precisa la determinación de la 
relación causa-efecto identificando: 
1. “La presencia de un factor de riesgo causal ocupacional en el sitio de trabajo en el 
cual estuvo expuesto el trabajador. 
2. La presencia de una enfermedad diagnosticada médicamente relacionada 
causalmente con ese factor de riesgo. 
 
No hay relación de causa-efecto entre factores de riesgo presentes en el sitio de 
trabajo, con la enfermedad diagnosticada, cuando se determine: 
 
a) Que el examen médico pre-ocupacional practicado por la empresa se detectó y 
registró el diagnóstico de la enfermedad en cuestión; 
b) La demostración mediante mediciones ambientales o evaluaciones de indicadores 




Las diferentes normas sobre Salud Ocupacional tienen en este caso de la 
Enfermedad Profesional clara aplicación en la medida en que el empleador, 
debe tener el Programa de Salud Ocupacional con el sub. Programa de 
Medicina Preventiva y del Trabajo, en donde se determinen los factores de 
riesgo en el sitio de trabajo y realizar las diferentes actividades, con los 
exámenes de ingreso, periódicos y de egreso de los trabajadores, realizados 
por profesionales y en lo posible especialistas en Salud Ocupacional; las 
actividades del sub. programa de Higiene y Seguridad Industrial con 
mediciones ambientales o evaluaciones de indicadores biológicos 
específicos que se originen en los lugares de trabajo y que puedan afectar la 
salud de los trabajadores, de acuerdo a lo establecido en la Resolución 
001016 del 31 de marzo de 1989 de los Ministerios de Trabajo y Seguridad 
Social y de Salud.   
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 La resolución 2318 de 1996 del Ministerio de Salud establece la 
obligatoriedad de la especialidad y por ende de la Licencia en Salud 
Ocupacional para los médicos que practican los exámenes de ingreso, 
periódicos y de egreso en las empresas, siempre y cuando lo hagan bajo la 
modalidad de prestación de servicios, sin existir norma que obligue a la 
misma situación de especialidad y licencia en Salud Ocupacional,  a los 
profesionales que se vinculen laboralmente con los empleadores para 
realizar dicha actividad.  
 
 
3.2  El origen común de los eventos que afectan la salud 
 
 
Frente al Origen de las contingencias el Decreto 1295 de 1994 estableció 
una especie de presunción al consagrar en el artículo 12 que toda 
enfermedad o patología, accidente o muerte, que no haya sido clasificado 
como de origen profesional, se considera de origen común. Lo que nos 
muestra como el ente calificador tendrá que entrar a descartar que el evento 
sea de origen profesional para así declararlo de origen común.   
 
Las contingencias que se denominan de origen común son los accidentes 
que se suceden alejados del ámbito de los riesgos laborales, es decir que no 
se producen ni por causa ni con ocasión del trabajo, ni por la relación directa 
o indirecta con los diferentes riesgos físico, quimios, ergonómicos, eléctricos 
y de seguridad entre otros. El concepto que actualmente trae el artículo 
tercero de la Ley 1562 de 2012 es aparentemente muy claro y muy concreto 
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 De otro lados las enfermedades y su calificación del origen presentan una 
mayor controversia y dificultad, primero por el subregistro en el diagnóstico y 
el análisis de la causalidad sea para que dicha patología este en la tabla o si 
por el contrario mayor dificultad se presenta cuando no está enlistada como 
enfermedad laboral por la carga de la prueba en cabeza del afectado a 
demostrar que efectivamente dicha afectación se produjo por los riesgos 
laborales en la actividad o por el medio ambiente en donde se encuentra 
obligado a laborar.  
 
El medico calificador a diferencia del jurista en cuanto a determinar el origen 
de las patologías, tiene una visión mayor o más amplia para analizar las 
diferentes y múltiples causas que pueda tener una patología, mirando no 
solamente las relacionadas con la actividad laboral sino las extralaborales y 
el peso específico de estas en el origen de la enfermedad.  Se debe mirar los 
factores funcionales, congénitos, degenerativos, así como los hábitos, los 
hobbies, los vicios del paciente, igualmente se debe analizar la. 
 
Igualmente el medico calificador puede medir de forma un tanto subjetiva si 
se quiere, hasta qué punto realmente una exposición al riesgo es suficiente 
por sí misma para generar la patología, si se afectan o sobrepasan los límites 
máximos permisibles de ciertos riesgos, si maneja cargas con la suficiente 
entidad y repetitividad como para causar daño, si está presente o no la 
susceptibilidad del paciente a enfermarse o retardar la aparición de signos y 
síntomas por su capacidad física,  etc. 
 
Determinar el origen de las patologías o contingencias es de monumental 
importancia dentro de nuestro sistema de la seguridad social integral al 
marcar cada una de ellas a que sistema le corresponde asumir la 
responsabilidad de las prestaciones tanto asistenciales como económicas y 
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 no son pocas las situaciones de controversias y pleitos por dicha definición 
del origen y más si se tiene en cuenta que en la calificación integral de la 
invalidez, se debe mirar cuando se suscitaron las contingencias, es decir 
cuando se produjo el accidente o cuando se originó la enfermedad y que 
peso porcentual tiene cada una de dichas deficiencias, según las reglas que 
ha sentado la jurisprudencia como precedente. 
 
 
Universidad Nacional de Colombia 
Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales 
Maestría en Derecho – Área de Profundización en Derecho del Trabajo y Seguridad Social 









4.1 Normatividad que soporta la calificación integral 
 
 
La expresión de Calificación Integral no aparece consagrada en la Ley 100 
de 1993, norma esta que desarrolla el SSSI y en donde se consagran los 
subsistemas de salud y pensiones, con los principios de cada uno, las 
contingencias, las prestaciones y las entidades tanto de atención como de 
control. Igualmente se crea el sub sistema de riesgos profesionales y se 
delega al gobierno nacional el desarrollo del mismo.   
 
En el Decreto 1295 de 1994 en el artículo 34 se establece  que para la 
calificación en el caso de accidente de trabajo y enfermedad laboral, las 
patologías anteriores no son causa para aumentar el grado de incapacidad, 
ni las prestaciones que correspondan al trabajador, en igual sentido está el 
Parágrafo primero del artículo 8 del MUCI traía establecido, parámetro  que 
fue declarado inexequible, en la consagración que en idéntico sentido traía el 
parágrafo 1 del artículo 1 de la Ley 776 de 2002,  por la honorable Corte 
Constitucional y que genera la posibilidad de una verdadera calificación 
integral o completa del individuo cuando se vislumbra en él una invalidez. 
 
En el Decreto 692 de 1995 primer barómetro que se desprende de la 
normatividad anteriormente citada hacía referencia vagamente a la 
calificación integral así como en el Decreto 917 del año 1999, actualmente en 
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 vigencia, que se denominó Manual Único de Calificación de Invalidez MUCI, 
en el artículo 4 literal c)  
 
En la Ley 776 de 2002 es donde en el artículo primero que trata sobre el 
derecho a las prestaciones de los afiliados al Sistema de Riesgos 
Profesionales que sufra un accidente de trabajo o una enfermada profesional 
o como consecuencia de ellos se incapacite, se invalide o muera y en el 
parágrafo primero, estableció que la existencia de patologías anteriores no 
es causa para aumentar el grado de incapacidad, ni las prestaciones que 
corresponden al trabajador. Es en esta norma que consagra una especie de 
“preexistencias” de donde parte el tema de la CALIFICACION INTEGRAL, 
luego de la Inexequibilidad de que es materia por el máximo tribunal 
Constitucional83. 
 
Posterior a la entrega final del trabajo de Investigación el gobierno nacional 
profirió el Decreto 1352 del 26 de junio de 2013 por medio del cual se 
reglamente la organización y funcionamiento de las Juntas de Calificación de 
Invalidez, y se dictan otras disposiciones y en consideración a la Ley 1562 de 
2012.  En la norma en cita el Capítulo VII que establece los criterios a tener 
en cuenta antes de radicar una solicitud ante las Juntas regionales de 
Calificación en el artículo 52 establece que dichas solicitudes de las 
entidades sea de las entidades promotoras de salud, administradores de 
riesgos laborales o administradoras de fondos de pensiones y compañías de 
seguros que asuman el riesgo de invalidez y muerte, deben contener la 
calificación integral para la invalidez de conformidad con la sentencia C-425 
de 2005 de la Honorable Corte Constitucional y su precedente 
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 jurisprudencial, lo cual aplicara también para las juntas tendiendo la primera 
y segunda instancia.     
 
Como se aprecia en la norma en cita el gobierno nacional no ahonda en la 
norma a definir que es la calificación integral, cuando aplica y cuáles serían 
los criterios para establecer el origen de la invalidez y deja que el operador y 
en este caso calificador aplique la línea jurisprudencial que se ha formado al 
respecto.  Valiosa oportunidad desperdiciada con la norma de establecer 
reglas claras a las entidades frente a cuando se debe calificar realmente al 
paciente de forma íntegra y  sobretodo establecer unas reglas justas y 
equitativas con el sistema para determinar el origen de la invalidez. 
 
Sera en otra oportunidad en donde se espera que el legislador 
verdaderamente establezca normas claras frente al tema de la calificación 
integral, sobretodo en la metodología en establecer, sea en norma espacial o 
en el manual único de calificación MUCI que esta por actualizarse, el 
porcentaje de pérdida de capacidad laboral para el puntaje de invalidez 
integral, en los diferentes criterios de deficiencia, discapacidad y minusvalía, 
así como determinar de forma clara y concreta  el origen de la invalidez, de 
acuerdo al mayor peso porcentual en la calificación de la contingencia y de 
otro lado establecer dentro del Sistema General de Pensiones una pensión 
de invalidez mixta o compartida por los sistemas de riesgos laborales como 
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 4.2 La jurisprudencia que abre el camino a la calificación integral 
 
 
La Corte al analizar el tema confronta la norma demandada con la 
Constitución y  entra a distinguir la invalidez materialmente dada en el 
individuo frente a la formalidad, que impediría tener a la persona como tal de 
permitirse la existencia del parágrafo cuestionado.  Manifiesta al respecto 
“…En efecto al prohibir la norma que se aumente el grado de incapacidad con base en 
patologías anteriores, ésta desconociendo la realidad física del trabajador a proteger, para 
darle prioridad al formalismo de asunción del riesgo creado…”Esta prohibición viola el 
artículo 1 numeral 2 literal a) de la CONVENCION INTERAMERICANA PARA LA 
ELIMINACION DE TODAS LAS FORMAS DE DISCRIMINACION CONTRA LAS 
PERSONAS CON DISCAPACIDAD aprobada por nuestro país mediante la Ley 762 de 2002, 
que define la discriminación contra las personas con discapacidad como toda distinción 
exclusión o restricción basada en una discapacidad, antecedente de discapacidad, 
consecuencia de una discapacidad anterior o percepción de una incapacidad presente o 
pasada, que tenga el efecto o propósito de impedir o anular el reconocimiento, goce o 
ejercicio por parte de las personas con discapacidad, de sus derechos humanos y libertades 
fundamentales…”  
 
En igual sentido considera la Corte, con la norma se vulnera el Principio de 
primacía de la realidad sobre las formalidades afectándose los postulados 
del Estado Social de Derecho como principio fundante del Estado 
Colombiano que protege el trabajo y el Derecho a la Seguridad Social como 
servicio público a cargo del Estado, que la misma Constitución protege de 
manera reforzada para los discapacitados y disminuidos físicos, con el claro 
propósito de hacer valer su dignidad. 
 
Otra de las razones analizadas por el Juez Constitucional estriba en la 
naturaleza del Sistema de Riesgos y el amparo a la condición de invalidez 
que algunos de los trabajadores sufra y llama la atención como en lo 
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 referente a la cotización o aportes al sistema no existe una disminución del 
mismo para las personas limitadas o con alguna pérdida de capacidad 
laboral. En el fallo se destaca entonces que la norma vulnera el derecho a la 
igualdad y los principios de irrenunciabilidad, universalidad, solidaridad y 
obligatoriedad de la seguridad social consagrados en el artículo 48 de la 
Constitución.  
 
Se puede afirmar que este fallo es fundante o hito de la línea jurisprudencial 
que se crea sobre el tema de la Calificación Integral, precedente que se debe 
aplicar en todos los casos que una persona sufra alguna contingencia, sea 
común o profesional siempre que genere invalidez.  Precedente entendido 
como el principio o regla que, más allá de las particularidades irrelevantes de 
un caso fallado, constituye la fuente directa de la decisión tomada, al tener 
un vínculo estrecho e inescindible con la parte resolutiva de la misma y que, 
además, sirve para resolver casos idénticos posteriores al ser lo realmente 
obligatorio de una sentencia judicial, en virtud del principio constitucional de 
igualdad84.  
 
Otro de los fallos de la Honorable Corte Constitucional que plantea el 
precedente de la calificación integral en caso de invalidez, es la sentencia de 
tutela T-108 de 2007 en donde se deja sin validez o efectos el dictamen de 
junta nacional entre otras razones por no calificar la totalidad de las 
patologías que aquejan al accionante refiriéndose en el siguiente sentido: 
“En virtud de lo anterior, es innegable que el dictamen referido no contiene la descripción, 
análisis y revisión de las deficiencias, discapacidades y minusvalías que se tuvieron en 
cuenta en el momento de efectuar la calificación, ni mucho menos se aprecia motivación o 
sustentación alguna respecto a la exclusión de ciertas patologías que padece el paciente. De 
                                                          
84
 BOTERO, Catalina, JARAMILLO, Juan Fernando, UPRIMY Rodrigo, (et.al), libertad de prensa y 
derechos fundamentales. Analisis de la jurisprudencia constitucional colombiana (1992-2005), 
Andiarios, Fundación Konrad Adenauer y Dejusticia, Ed. Legis S.A. Bogota, Primera Edición 2006, pp. 
Xxiii-xxiv. 
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 igual forma, en el expediente no obra ningún elemento probatorio que explique el por qué al 
proferir el dictamen no se evaluó en su integridad el estado de salud del peticionario sino tan 
solo una de las patologías que padecía, lo que forzosamente lleva a concluir que dicho 
dictamen no puede ser considerado como una valoración integral de las condiciones reales 
de capacidad laboral del accionante”85.    
 
Es la Sentencia T-518 del 5 de julio de 2011 de la Corte Constitucional, que 
se presenta contra las Juntas Nacional y Regional de Bogotá y 
Cundinamarca y donde es Magistrado Ponente el Dr. GABRIEL EDUARDO 
MENDOZA MARTELO, se sientas sub reglas para establecer el origen de la 
invalidez cuando hay calificación integral, en donde luego de analizar el 
Principio de Inmediatez de la Acción de Tutela; la Calificación de la Pérdida 
de Capacidad Laboral; las pensiones de invalidez tanto de origen común 
como profesional; la naturaleza de las Juntas de Calificación y el derecho a 
la valoración de la pérdida de capacidad y las reglas que deben seguir las 
entidades encargadas de dicha valoración, a fin de determinar a quién le 
corresponde el pago de la pensión de invalidez y al respecto establece 
“…Cuando concurran eventos de una u otra naturaleza-común y profesional- 
en la determinación de la pérdida de capacidad laboral que conduzca a una 
pensión de invalidez, para establecer el origen y la fecha de estructuración, 
se atenderá al factor que, cronológica mente, sea determinante de que la 
persona llegue al porcentaje de invalidez.  
 
No es realmente entendible por que la corporación en este fallo plantea 
frente a la determinación del origen, que pueda pesar más el factor 
cronológico y no el porcentual, toda vez que en aras de la equidad y 
sostenibilidad del sistema, debería ser realmente el peso porcentual de la 
                                                          
85
 CORTE CONSTITUCIONAL COLOMBIANA, Sentencia T-108 del 19 de febrero de 2007, 
M.P. Dr. Rodrigo Escobar Gil 
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 contingencia lo que determine el origen. No explica la corte en que estudios o 
conceptos técnicos se basa para resolver o plantear dichas subreglas. 
 
Cuando se trate de factores que se desarrollen simultáneamente, para 
determinar el origen y la fecha de estructuración se atenderá el factor de 
mayor peso porcentual. Precisa la Corte “…Aunque en la Sentencia C-425 de 2005 
la Corte no hizo pronunciamiento expreso sobre el particular, es claro que cuando, como 
consecuencia de un accidente de trabajo o una enfermedad profesional, una persona que 
tiene una pérdida de capacidad laboral preexistente, de cualquier origen, llega a un 
porcentaje superior al 50% de pérdida de capacidad laboral, debe asumirse que se trata de 
un evento de origen profesional, y, por consiguiente, la fecha de estructuración debe fijarse a 
partir de los componentes profesionales de la discapacidad, y el régimen de la invalidez es el 
propio del sistema general de riesgos profesionales.   
 
Cuando ocurre el fenómeno contrario, esto es, cuando como consecuencia de un accidente 
de trabajo o una enfermedad profesional, una persona sufre una perdida permanente de 
capacidad laboral inferior al 50% y luego, por factores de origen común ajenos a los factores 
profesionales ya calificados, ese porcentaje asciende a más del 50%, la fecha de 
estructuración debe fijarse a partir de la que genera en el individuo una pérdida de su 







4.3 Proyecto de norma con componente de calificación integral 
 
 
El gobierno nacional teniendo en cuenta que recientemente se expidió la Ley 
1562 de 2012 y se trató lo referente a Juntas de Calificación y aprovechando 
la delegación que hizo el legislador en el Ministerio para reglamentar los 
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 CORTE CONSTITUCIONAL COLOMBIANA, Sentencia T-518 del 5 de julio de 2011 M.P. 
Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, Expediente T-2.966.102 
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 tramites en estas entidades, teniendo en cuenta además que el Decreto 019 
de 2012 establece que frente a las inconformidades en la calificación del 
origen, pérdida de capacidad y fecha de estructuración que hagan las 
entidades de la seguridad social serán las Juntas en primera y segunda 
instancias las que definan la controversia, proyecto un borrador del decreto 
que sustituirá el actual Decreto 2463 de 2001 y que establece el campo de 
aplicación, la organización integral de las Juntas, requisitos, funciones de los 
miembros, administración, honorarios, procedimiento para calificar, vigilancia 
y control y en el Capítulo VI denominado “CRITERIOS A TENER EN 
CUENTA ANTES DE RADICAR UNA SOLICITUD ANTE LAS JUNTAS 
REGIONALES DE CALIFICACION DE INVALIDEZ O JUNTA NACIONAL” se 
establece en el artículo 42 y subsiguientes el tema de la calificación integral. 
 
Plantea el proyecto que las solicitudes que se radiquen en la Junta Regional 
por parte de las administradoras de riesgos laborales, fondos de pensiones o 
entidades promotoras de salud, deben haber realizado previamente, es decir 
en primera oportunidad según la competencia dada por el decreto 
antitramites (Decreto 019 de 2012), la calificación integral de pérdida de 
capacidad laboral conforme a lo establecido en el artículo 7 del MUCI y las 
normas que lo sustituyan, modifiquen o complemente, respetando el 
precedente jurisprudencial contenido en la sentencia C-425 de 2005, 
teniendo en cuenta el grado de incapacidad, el estado de salud y las 
patologías anteriores del paciente cuando la calificación de la perdida genere 
la condición de invalidez por contingencias comunes o profesionales o 
conjuntas. 
  
El artículo 43 del proyecto de decreto a su vez establece el procedimiento 
aplicado para la calificación del origen de las contingencias de eventos 
simultáneos, consagrando que las solicitudes que lleguen a las juntas por las 
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 entidades de la seguridad social que califiquen en primera oportunidad, ante 
la existencia de una enfermedad de origen laboral y otra de origen común, no 
pueden haber negado la existencia de cada uno de los eventos y deben 
haberse calificado de forma integral. En el segundo inciso se plantea lo 
siguiente “No se puede haber negado en la primera oportunidad el origen 
laboral del evento de salud por la existencia de alteraciones funcionales, 
bioquímicas o morfológicas que puedan ser causadas simultáneamente por 
factores de riesgo de origen laboral y común”.  Redacción un tanto confusa 
que muestra más bien conceptos como la enfermedad común agravada por 
el trabajo o la enfermedad laboral por la teoría de la causalidad o una 
multicausalidad instantánea poco probable dentro del estudio de la 
epidemiologia. 
 
De otro lado en el mismo artículo se establece que la calificación de la 
perdida de la capacidad laboral bebió haberse analizado de manera integral, 
considerándose todas las deficiencias independientemente del origen de tal 
forma que la calificación haya reflejado el grado de daño corporal y 
emocional que tenga el afectado para desempeñar su trabajo y la realización 
de sus actividades de la vida diaria, por perdida de su capacidad laboral u 
ocupacional.  Redacción un tanto desafortunada por lo confusa y anti técnica 
por qué no utiliza en el plano de la actividad o trabajo del calificado la 
expresión minusvalía que consagra el MUCI. 
 
Luego en el mismo artículo se consagra que cuando se presenten eventos 
de uno u otro origen –común y laboral- en la determinación de la pérdida de 
capacidad laboral que conduzca a una pensión de invalidez, para establecer 
el origen y la fecha de la estructuración, debió haberse atendido al factor que 
cronológicamente sea determinante que la persona alcance el porcentaje de 
invalidez y debió haberse tenido en cuenta los criterios de exposición de 
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 manera clara y suficientemente razonable de los distintos fundamentos de 
cada uno de sus componentes. Y continua planteando que cuando se trate 
de factores que se desarrollen simultáneamente para determinar el origen y 
la fecha de estructuración se debió atender al factor de mayor peso 
porcentual.  
 
Finalmente se estipula que debe discriminarse todos los factores de 
deficiencia, con su respectivo porcentaje y explicarse detalladamente las 
razones para calificar el origen de los mismos. 
 
Sin embargo el proyecto de decreto fue modificado y en el ultimo que se 
discutió en el Consejo Nacional de Riesgos Profesionales en el artículo 47 se 
vuelve a plantear el tema de la calificación integral haciendo referencia al 
precedente sentado por la Corte Constitucional en la sentencia C-425 de 
2005, sin que se especifique la metodología para calificar y los criterios para 
determinar el origen de dicha invalidez, situación del todo inconveniente por 
que no soluciona desde el punto de vista normativo reglas claras para dicha 
calificación. 
 
Lo más conveniente en el tema de la calificación integral es que se profiera 
norma especial, ojala con rango de ley, no solamente sobre el tema en 
cuanto a determinar una metodología de calificación, con ajustes al MUCI, 
criterios claros sobre el origen de la invalidez, dándole mayor peso al 
determinar un único origen a la mayor calificación porcentual en la 
deficiencia, en aras de la equidad y sostenibilidad de los Sistemas tanto de 
Pensiones como de Riesgos Laborales, igualmente lo ideal sería que dicha 
reglamentación contenga reglas claras sobre la calificación en primera 
oportunidad, para que las entidades que califican origen y perdida, envíen en 
todos los casos el tramite a la Junta Regional para lograr la imparcialidad en 
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 el proceso de calificación para que las entidades no se conviertan en juez y 
parte, es decir establezcan la invalidez y paguen las prestaciones 
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5. LA PENSION DE INVALIDEZ 
 
 
5.1 Consagración legal de la pensión de invalidez 
 
 
Dentro de lo existente en el tema a investigar, desde el punto de vista 
normativo tenemos la Ley 100 proferida el 23 de diciembre de 1993, por la 
cual se crea el sistema general de la seguridad social integral SGSSI y se 
dictan otras disposiciones, en materia del sistema pensional, consagro dos 
regímenes que son el de prima media con prestación definida y él se ahorro 
individual con solidaridad, en los cuales se ampara el riesgo de invalidez.  En 
el régimen que maneja el Seguro social en el Libro I, Capítulo III del artículo 
38 que consagra la Pensión de Invalidez por riesgo Común.  
 
En la norma se define el Estado de Invalidez, para considerar a la persona 
que por cualquier causa no profesional, hubiere perdido el 50% o más de su 
capacidad laboral. Se establecen los requisitos para la pensión de invalidez, 
así como los montos y la calificación del estado de invalidez. Frente a los 
requisitos la Ley 797 de 2003 incorpora algunos requisitos adicionales en 
cuanto a las semanas acreditadas de cotización exigiendo una figura de 
fidelidad al sistema para la Invalidez causada por enfermedad,  de al menos 
20% del tiempo transcurrido entre el momento que cumplió 20 años de edad 
y la fecha de la primera calificación del estado de Invalidez, y la causada por 
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 accidente traía la misma regla, que fue declarada Inexequible por la 
Honorable Corte Constitucional87. 
 
Frente a la determinación de la pérdida de capacidad laboral y grado de 
invalidez que consagraba el articulo 41 y el cual ha sido modificado por 
diferentes normas, entre ellas las normas anti tramites expedidas por el 
Congreso de la Republica y la Presidencia de la Republica respectivamente, 
Ley 962 del 8 de julio de 2005 por la cual se dictan disposiciones sobre 
racionalización de trámites y procedimientos administrativos de los 
organismos y entidades del Estado y de los particulares que ejercen 
funciones públicas o prestan servicios públicos  y el Decreto Ley 019 de 2012 
por la cual se dictan normas para suprimir o reformar regulaciones, 
procedimientos y trámites innecesarios existentes en la administración 
pública.  
 
En la normativa anterior (Ley 100 de 1993) en lo referente a los Riesgos 
Profesionales en los artículos 249 a 256 se trató tangencialmente el tema y 
se delegó en el gobierno nacional la constitución y desarrollo del Sistema 
General de Riesgos Profesionales. Sin embargo en el artículo 251 se refiere 
a PENSIONES DE INVALIDEZ INTEGRADAS para establecer que en el 
Régimen de Ahorro Individual con solidaridad los seguros para amparar la 
Invalidez por riesgos común y la invalidez por accidente de trabajo o 
enfermedad profesional, podrán ser contratados de manera conjunta con la 
misma compañía de seguros, cuando exista consenso entre los trabajadores 
y empleadores. 
 
                                                          
87 
COLOMBIA, Corte Constitucional, Sentencia C-428 de 2009. M.P. Mauricio González 
Cuervo 
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 En estos casos, contempla la norma, el amparo para el riesgo de invalidez 
por accidente de trabajo o enfermedad profesional deberá ser equivalente o 
superior, al otorgado por el seguro de accidente de trabajo o enfermedad 
profesional al cargo del Instituto de Seguros Sociales.  El Decreto 1294 de 
1994 reglamentario de la Ley que estableció el SGSSI, crea la posibilidad de 
autorizar a entidades sin ánimo de lucro para que asuman los riesgos 
derivados de accidentes de trabajo y enfermedad profesional, con las 
coberturas existentes en riesgos profesionales. 
 
Sin embargo esa figura establecida en la Ley citada no corresponde a las 
pensiones de invalidez que se deban reconocer a personas que en el 
componente de la pérdida de capacidad laboral, ésta sea superior al 
cincuenta por ciento (50%) con un doble origen, sea por que tengan una 
enfermedad congénita o sea adquirida por cualquier causa diferente a lo 
laboral y posteriormente sufra un accidente de trabajo o a contrario censu, 
sufra una accidente común que le genera una perdida y luego padezca una 
enfermedad de origen laboral. 
 
El Decreto 1295 de junio 22 de 1994, proferido por el Ministerio de Gobierno 
y  por el cual se determina la organización y administración del Sistema 
General de Riesgos Profesionales, se define el mismo, se incorpora al 
sistema la normativa vigente el Salud Ocupacional, se definen las 
contingencias de accidente de trabajo y enfermedad profesional, se 
determinan los afiliados y la vinculación y cotización, se crean las 
administradoras de riesgos profesionales ARP, entre ellas el Seguros Social 
y  entidades aseguradoras de vida con autorización de la Superintendencia 
Bancaria para la explotación del ramo de seguro de riesgos profesionales,  
encargadas de la administración del sistema, el manejo  de las prestaciones 
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 asistenciales y económicas y lo referente al control, sanciones y la creación 
del fondo de riesgos profesionales.  
 
Varios de los artículos del decreto anteriormente citado, ente ellas las 
definiciones de las contingencias, los afiliados y el ingreso base de 
liquidación ente otros temas, fueron declarados inexequibles por la 
Honorable Corte Constitucional, al considerar que el Gobierno Nacional se 
excedió en las facultades otorgadas por el Congreso de la Republica88. 
 
El Congreso de la Republica expidió la Ley 776 de 2002, por la cual se dictan 
normas sobre la organización, administración y prestaciones del Sistema 
General de Riesgos Profesionales,  que consagra el estado de invalidez en el 
artículo 9,  para las personas que por causa de origen profesional hubiese 
perdido el cincuenta por ciento (50%) o más de su capacidad laboral de 
acuerdo con el Manual Único de Calificación de Invalidez vigente a la fecha 
de la calificación,  entre otras prestaciones económicas que consagra el 
artículo 10. 
 
En la norma citada anteriormente se establece lo referente a la Pensión de 
Invalidez por Riesgo profesional estableció un solo criterio y es el aumento 
porcentual de la pérdida de capacidad laboral superior al 50%, partiendo de 
un monto de pensión del 60% del ingreso base de liquidación cuando la 
perdida este entre el 50 y el 66% y un monto de pensión del 75% del ingreso 
base de liquidación cuando la invalidez sea superior al sesenta y seis (66%). 
Esa norma contempla un auxilio adicional del 15% en el monto de la mesada, 
al pensionado por invalidez que requiera el auxilio de otra u otras personas 
para realizar las funciones elementales de la vida. 
                                                          
88
COLOMBIA  Corte Constitucional, Sentencia C-1152 de 2005, M.P. Dr. Manuel José 
Cepeda Espinosa y la Sentencia C-858 de 2006, M.P. Jaime Córdoba Triviño.
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De otro lado el artículo 40 de la Ley 797 de 2003 que reformo el sistema 
pensional, estableció los criterios del monto de la pensión de Invalidez tanto 
en el porcentaje de Pérdida de Capacidad Laboral como en el número de 
semanas cotizadas partiendo tanto del 45% del salario base de cotización, 
incrementando en 1.5% por cada 50 semanas acreditadas con posterioridad 
a las primeras 500, cuando la disminución de la perdida este entre el 50 y el 
66%, cuando la perdida sea superior al anterior rango, la pensión será del 
54% del ingreso base de liquidación más el 2% por cada 50 semanas de 
cotización acreditadas con posterioridad a las primeras 800 semanas de 
cotización. El monto máximo de esta pensión no podrá superar en todo caso 
el 75%, ni ser inferior al salario mínimo legal mensual. 
 
De acuerdo al origen de la contingencia en la calificación integral de la 
invalidez y una vez determinada la pérdida de capacidad laboral, la entidad 
de la seguridad social, sean los fondos privados de pensiones, Colpensiones 
o Positiva S.A., debe reconocer la pensión de invalidez dentro de los 
porcentajes y montos asignados.  
 
 
5.2 La pensión cuando hay calificación integral 
 
 
En lo referente a la Pensión de Invalidez la Corte Suprema de Justicia Sala 
Laboral en Sentencia del 26 de julio de 2012, al resolver la controversia 
frente a una aseguradora que hace de administradora de riesgos laborales, 
preciso frente a la prestación pensional que pretendía la demanda solo 
reconocer en un 30%, correspondiente al riesgo profesional sin asumir la 
totalidad del pago de la mesada, que el Juzgado de conocimiento decidió en 
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 primera instancia argumentando la falta de sustento jurídico y que el pago de 
la pensión de origen común lo debe asumir la administradora de fondos de 
pensiones al cual se encuentra afiliado el trabajador, sin que en el 
ordenamiento jurídico colombiano exista disposición alguna que obligue a las 
administradoras de riesgos al pago de la totalidad de la pensión en caso de 
invalidez, cundo esta se deriva de discapacidades provenientes tanto del 
origen común como profesional, alegando que debe existir cuando menos 
una solidaridad entre el fondo de pensiones y la administradora de riesgos 
laborales.  
 
Tomando la Corte el papel de unificación jurisprudencial procede a estudiar 
detenidamente el tema de la procedencia de la acumulación de dolencias 
comunes y profesionales en la calificación de la invalidez, buscando en la 
Ley 100 de 1993 que el vocablo “integral” no es solo un agregado teórico 
sino que debe mirarse tanto el preámbulo como el artículo primero y el 
principio de integralidad (artículo 2) como “la cobertura de todas las contingencias 
que afectan la salud, la capacidad económica y en general las condiciones de vida de toda la 
población, con el principio de unidad (literal e) en cuanto a la unidad de prestaciones y que 
tales postulados lo que pretenden es garantizar integralmente la protección contra todas las 
contingencias, en especial las que afectan la capacidad económica, con la finalidad de lograr 
el bienestar individual y asegurar la calidad de vida acorde con la dignidad humana, ya que 
en un estado de invalidez que excluye a la persona de la actividad laboral y de los recursos 
para su subsistencia y de su familia, es la seguridad social la que debe asegurar una 




En el fallo se acude a los principios de interpretación normativa que trae el 
Código Sustantivo del Trabajo en el artículo 19 que establece que así no 
exista una norma exactamente aplicable al caso en estudio, se aplicaran las 
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 que regulan casos o materias semejantes, los principios generales del 
derecho así como los que se consagran en el código, la jurisprudencia, la 
costumbre o el uso, la doctrina, los convenios y recomendaciones adoptadas 
por la organización y las conferencias internacionales de trabajo en cuanto 
no se opongan  a las normas sociales del país, todo dentro de un espíritu de 
equidad y debiendo entenderse que cuando se habla de principios generales 
del derecho del trabajo se está refiriendo también a los de la seguridad social 
dada la íntima conexión entre ambos. 
 
Como quiera, entonces que no existe norma reguladora de una pensión de 
invalidez “mixta” o por una invalidez con doble origen, no significa que los 
Jueces no deban ordenar el pago de las pensiones correspondientes, 
acogiendo para decidir principios como el de indivisibilidad de la mesada 
pensional que se deriva de varios supuestos normativos que proscriben 
cualquier forma de división de las mesadas entre varios obligados, al 
establecer la ley que será una sola entidad la que deberá pagar, con la 
posibilidad de repetir o exigir las cuotas partes a las demás entidades por las 
porciones exigidas sin que haya lugar a fraccionamiento alguno en el pago 
que se hace al trabajador 90. 
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6. CONCLUSIONES Y APORTES 
 
 
El derecho a la dignidad, igualdad y la seguridad social que se 
consagra en el ordenamiento internacional e interno establece la protección 
de las personas con discapacidad o materialmente en condición de inválidos, 
que le impide realizar sus labores para lograr una prestación económica  que 
le permita subsistir. 
 
La calificación de la invalidez y en general la valoración que se hace 
del individuo en cuanto al origen, pérdida de capacidad laboral y fecha de 
estructuración de la invalidez se debe realizar de forma técnica-científica y 
con los criterios de deficiencia, discapacidad y minusvalía que trae el  manual 
único de calificación de invalidez, aplicando las fórmulas para secuelas 
concurrentes que en la deficiencia trae la norma.  
 
El Dictamen debe estar debidamente fundamentado y deberá contener 
los elementos de hecho, diagnósticos, soportes, exámenes y demás pruebas 
de causalidad, así como las normas aplicables en la determinación del 
origen, pérdida de capacidad laboral y fecha de estructuración de la 
invalidez. 
 
Frente al origen la calificación, cuando existan contingencias comunes 
o profesionales, se deberá establecer el peso específico desde el punto de 
vista porcentual de cada una de ellas y se deberá establecer como origen 
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 Igualmente se debe determinar en la valoración la fecha de 
estructuración de la invalidez ajustada a la realidad y analizando 
componentes como el trabajo o labora desarrollada por el individuo para 
establecer aquella en la que realmente se presenta la imposibilidad de 
trabajar por sus propios medios.  
 
El gobierno nacional o el Legislativo preferiblemente deben 
normativizar de forma técnica la figura de la calificación integral y la misma 
debe obedecer a criterios técnicos y científicos que reflejen la real afectación 
del individuo y así mismo establecer parámetros claros frente a la 
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